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XII
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II
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X
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VI
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Bustos Ramírez, Juan
PS
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PS
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RN
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PS
VIII
46

Escobar Urbina, Mario
UDI
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Forni Lobos, Marcelo
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IX
49

García García, René Manuel
RN
IX
52

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
UDI
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Paredes Fierro, Iván
IND-PS
I
1

Pareto Vergara, Cristián
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PPD
VI
35

Pérez Opazo, Ramón
IND-UDI
I
2

Pérez San Martín, Lily
RN
RM
26
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VIII
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RM
20
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RN
V
10
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V
15
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RM
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Vilches Guzmán, Carlos
RN
III
5

Villouta Concha, Edmundo
PDC
IX
48

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
ILC
X
54


-Con permiso constitucional estuvieron ausentes los diputados señores Patricio Walker Prieto y Eugenio Tuma Zedan.


-Asistió, además, el ministro de Vivienda y Urbanismo, señor Jaime Ravinet.

-




II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 11.03 horas.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- El acta de la sesión 13ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 14ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Se dará lectura a la Cuenta.


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.
REMISIÓN DE PROYECTO A COMISIÓN.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición formulada por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, a fin de que se redestine a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía el proyecto, iniciado en moción, que establece una rebaja de penas a personas condenadas por delitos cometidos por razones políticas, con la finalidad de facilitar la pacificación nacional.


¿Habría acuerdo?


Acordado.


PERMISO CONSTITUCIONAL


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Si le parece a la Sala, se accederá al permiso constitucional solicitado por el señor Tuma para ausentarse del país por un plazo superior a treinta días, a contar del 8 de noviembre en curso, con el objeto de dirigirse a India y Corea.


¿Habría acuerdo?


Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA
SISTEMA DE FINANCIAMIENTO URBANO COMPARTIDO. Segundo trámite constitucional.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Corresponde conocer, en segundo trámite constitucional, el proyecto sobre financiamiento urbano compartido.


Diputado informante de la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano es el señor Patricio Hales.


Antecedentes:


-Proyecto del Senado, boletín Nº 2651-14 (S), sesión 19ª, en 17 de julio de 2002. Documentos de la Cuenta Nº 1.


-Informe de la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano, sesión 10ª, en 29 de octubre de 2002. Documentos de la Cuenta Nº 7.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Cito a reunión de Comités sin suspender la sesión.


Tiene la palabra el señor diputado informante.


El señor HALES.- Señora Presidenta, el proyecto en estudio parte de la convicción de que las ciudades constituyen hoy el eje de vida de las naciones, de que son la cuna y el desarrollo de la modernidad. Por eso, resulta contradictorio observar que mientras las ciudades han avanzado enormemente, no lo han hecho con la misma velocidad y desarrollo temas como la capacidad de gestión y el financiamiento urbano, la participación ciudadana en las decisiones, la planificación urbana y el diálogo sobre el destino de las ciudades.


La iniciativa, iniciada en mensaje del Presidente de la República, busca abordar esta contradicción.


Para dar cuenta de la fuerza e importancia de las ciudades basta con señalar que el 85 por ciento de los chilenos vive en ellas, la mayor parte de las cuales ha crecido ocupando espacios físicos y aglutinando a una enorme cantidad de habitantes. Existe un gran incremento en la cantidad de viviendas, lo que no ha sido acompañado por los aumentos de servicios que las ciudades necesitan con urgencia. El país ha conocido las carencias más evidentes, como las relacionadas con aspectos viales -obstaculización del tráfico-, con evacuación de aguas lluvia, con espacio público, que aparecen como menos notorias, pero igualmente evidentes, sobre todo en los sectores populares. El espacio público es un elemento que asegura más desarrollo urbano y refuerza la seguridad.


Por eso, el propio mensaje habla de “pasivo urbano”, postura que compartimos. En los sectores donde viven las personas con mayores ingresos -constatado por la discusión habida en la Comisión-, es posible resolver estas carencias. Sin embargo, en los sectores más pobres esto se hace muy difícil. Paradójicamente, son los que hacen más vida en la calle y que cuentan con viviendas mucho más pequeñas. Ahí, el pasaje se convierte en el patio, en su estar, en el sitio de recreación, y la calle, en el lugar de encuentro. Por lo tanto, esos espacios requieren mejor equipamiento urbano.


En ese sentido, existe una extremada sinceridad en el propio contenido del mensaje y en sus fundamentos, bien explicitados. Se señala que ha sido insuficiente la labor desarrollada tanto por los municipios como por el propio Ministerio de Vivienda y Urbanismo. Quiero destacar que en el caso del patrimonio, muchas de las necesidades no están claramente cubiertas por los planes de la Dirección de Arquitectura del Ministerio de Obras Públicas, y constatamos, más bien, bastantes insuficiencias en lo que se refiere a mantención y desarrollo patrimonial, con excepción de las ideas generales del Plan Bicentenario.


Existe un deterioro de la calidad de vida en las ciudades. Esto se traduce en escasez de lugares para practicar deportes, de sitios de esparcimiento y de desarrollo de la cultura y de la vida social y, por lo tanto, en vetustez, envejecimiento y descascaramiento, tanto del aspecto físico como de la vida en la ciudad.


Para enfrentar esta situación, se requieren mayores recursos. El Estado quiere y necesita -por eso ha presentado el proyecto- contar con mecanismos que tiendan a igualar las condiciones urbanas de la población. No podemos hablar de igualdad de oportunidades si no existe igualdad de oportunidades urbanas; no podemos hablar de igualdad de oportunidades y restringir ese concepto sólo al ámbito económico si no contamos con igualdad de oportunidades espaciales, en los asentamientos donde se desarrolla la vida económica, social y cultural. El propio mensaje señala que hacer realidad la igualdad de oportunidades, establecida en el 
artículo 1° de la Constitución Política, es una necesidad que prima en la inspiración del proyecto.


Cuando la inversión es cuantiosa, el Estado no puede abordarla solo. Por eso, la iniciativa tiende a incentivar la participación del sector privado en el desarrollo y modernización de nuestras ciudades, de modo que sus agentes puedan invertir en ámbitos que, hasta ahora, han sido privativos del sector público. Queremos que los privados participen en áreas de intervención urbana que estaban restringidas estrictamente a los organismos del Estado.


La proposición consiste en implementar un sistema de financiamiento urbano compartido. Mediante el proyecto -el texto original señalaba sólo a los Serviu, pero en su tramitación en el Senado se agregaron las municipalidades- se entrega la posibilidad de adquirir bienes u obtener la ejecución, operación o mantención de obras por parte del sector privado en sus respectivos territorios jurisdiccionales. A cambio, se les otorgan ciertos derechos, como contraprestación, entre los que se incluirá la posibilidad de explotar una obra.


Dentro de los objetivos fundamentales del sistema se encuentran los siguientes:


Multiplicar el presupuesto destinado a desarrollo urbano; fortalecer la gestión descentralizada de los Serviu -el proyecto original sólo consideraba a estos servicios-; generar un marco transparente para las relaciones contractuales, a fin de que no se trate de simples iniciativas individuales, sino que la ley lo establezca y ordene; implementar un sistema estructurado sobre la base de un régimen claro de prestación -la acción que establece el privado- y de contraprestación, esto es, la acción que permite y autoriza el Serviu respecto del bien de que estamos hablando.


Si sus Señorías se atienen al informe escrito, confeccionado por la secretaría de la Comisión, pueden imponerse del detalle de la discusión que se llevó a efecto sobre la materia.


¿En qué consisten las prestaciones y contraprestaciones planteadas por la iniciativa? Si se compara el texto del mensaje con el del Senado y el de la Comisión de Vivienda en relación con el artículo 1°, se puede observar que en el primero sólo se otorgaba esa facultad a los Serviu, como organismos regionales. En cambio, el texto del Senado señala que esa facultad pueden ejercerla las municipalidades. Esta materia generó una discusión importante en el seno de la Comisión. Finalmente, se aprobó el texto modificado por el Senado y no el del Ejecutivo.


Describiré en qué consisten las prestaciones y contraprestaciones a que se refiere el proyecto y luego ejemplificaré sus aplicaciones.


Primero, las prestaciones que recibirán los Serviu o los municipios consistirán en la ejecución, operación o mantención de una obra por un privado. ¿Qué tipo de obra? Urbana, de equipamiento, vial, de áreas verdes, de espacios públicos; segundo, la entrega en propiedad de uno o más bienes inmuebles; tercero, la municipalidad puede recibir el uso o goce de inmuebles, y cuarto, también puede recibir dinero.


La contraprestación corresponde a lo que los municipios y el Serviu entregan al privado por efectuar una inversión.


¿Qué pueden otorgar? La explotación, total o parcial, de uno o más bienes u obras; el derecho a uso o goce de uno o más bienes muebles o inmuebles; la entrega en propiedad de determinados bienes, y una suma de dinero, como contraprestación a lo que el privado invirtió e hizo.


Ejemplo de esta aplicación: se podría construir, operar y mantener un parque de atracciones por un privado, y otorgársele la posibilidad de explotarlo por un tiempo determinado; cobrar entrada, tener locales de alimentación, de esparcimiento, comercio u otras actividades.


Otro ejemplo: que se construya y se mantenga un parque, en cualquiera de las regiones de Chile, a cambio del derecho de explotar el uso de campos deportivos, pistas de patinaje, canchas de fútbol, quioscos y otros. 


También podría haber una relación entre los privados, el Serviu y las municipalidades para la construcción de vías urbanas, de calles, cuestión que hoy la hace directamente el Serviu u Obras Públicas, cuando se trata de autopistas. Esta iniciativa autoriza a los privados a invertir en vialidad urbana, a cambio de lo cual pueden tener publicidad, estacionamientos, concesiones.


Si bien el proyecto original se refería sólo a los Serviu, se agregaron las municipalidades, aun cuando están facultadas por ley para hacer concesiones. Lo que sucede es que son de carácter precario desde el punto de vista de la relación con el sistema financiero, lo cual produce un efecto negativo, pues si un privado toma una concesión municipal y quiere darla en garantía en un banco, éste la rechaza por considerarla insuficiente y tratarse de una concesión que puede ser retirada por cualquier necesidad del municipio.


Un último ejemplo: un privado podría hacer una remodelación de un edificio institucional a cambio de terrenos prescindibles del Serviu o de los municipios.


La iniciativa en análisis recoge aspectos parecidos, no iguales, a los de la ley de concesiones del Ministerio de Obras Públicas, y el mecanismo opera sobre la base de licitación pública.


Respecto de este tema, hubo discusión en la Comisión. Si se revisa el informe, se puede apreciar que, incluso, en la discusión en general se debatió la relación entre el texto original y el del Senado, en lo que se refiere a las municipalidades.


La Comisión, para aunar criterios, agregó, en una indicación, la obligatoriedad de que las decisiones que se tomen por parte del municipio en este plano, deban estar de acuerdo con el plan de desarrollo comunal, a lo menos.


Había preocupación, pues donde existe conurbación en una misma ciudad entre varias comunas pueden presentarse diferencias con respecto a los planes regionales. De ahí que se insistió en la necesidad de que coincidieran los planes de desarrollo comunal e intercomunal. 


En la Comisión, el ministro hizo una observación bastante interesante, relativa al interés que podrían tener los privados en invertir en las comunas más pobres. Indicó que puede suceder que los privados no tengan interés en hacer ese tipo de negocios en territorios donde existe pobreza, porque les resultará difícil cobrar por esos servicios, ante lo cual probablemente preferirán realizarlos en sectores donde existe mayor poder adquisitivo. Al parecer, por lo que la Cámara Chilena de la Construcción insinuó en el seno de la Comisión, así ocurrirá. Sin embargo, el ministro manifestó que si los privados prefieren invertir en las zonas donde hay más dinero, porque les significa mejor negocio, el Estado puede quedar liberado de efectuar inversiones en esas zonas y, por tanto, destinar los recursos a territorios más pobres.


En definitiva, si se abre la posibilidad de financiar obras de equipamiento urbano por parte de privados, el Estado puede tener más dinero disponible para invertir en otros sectores, más pobres, y producir lo que, personalmente, llamo la igualdad de oportunidades espaciales, que significa hacer mejor ciudad en todos los territorios. 


En la discusión en general del proyecto participó la Cámara Chilena de la Construcción y hubo una destacada y permanente participación de personeros del Ministerio de Vivienda.


La discusión en particular fue amplia y bastante profunda en determinados aspectos. Uno de ellos, el referido a los planes de desarrollo comunal. También se discutió sobre las licitaciones.


En ese sentido, se rechazó por unanimidad, después de una amplia discusión, el artículo 5º, que contenía la posibilidad de que estos contratos pudieran adjudicarse directamente a un privado cuando se declarara desierta la licitación. 


La objeción que hicimos algunos es que si se deja establecido por ley que, en un llamado a propuesta en que la licitación se declara desierta, la autoridad queda facultada para otorgársela, por ejemplo, a un cuarto proponente que no se había presentado, perfectamente puede producirse un sistema perverso que abra una oportunidad de corrupción, pues se podría tener un pequeño cartel de privados que se pusieran de acuerdo para que las obras se fuesen adjudicando mediante contratos directos de manera permanente, en la medida en que se pongan de acuerdo el resto de los licitantes para quedar fuera de las bases. 


La discusión fue amplia y, al final, la Comisión resolvió rechazar la posibilidad de otorgar el trato directo.


Señor Presidente, por su intermedio, le concedo una interrupción al diputado señor Jaramillo.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique 
Jaramillo por la vía de la interrupción.


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, sólo quería hacer notar que el diputado señor Hales formuló la indicación relacionada con el artículo 5º. Me alegra mucho saber esto, porque, conocedor del tema de vivienda y urbanismo, el distinguido arquitecto y diputado señor Patricio Hales no ha hecho otra cosa que conjugar lo que en justicia debe ser. Tal como él dice, se estaría creando legalmente un sistema perverso si no se hubiese rechazado por unanimidad ese artículo.


Muchas gracias.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Pido a los señores diputados formular sus consultas una vez que el diputado señor Hales termine su exposición como diputado informante. 


Puede continuar, señor diputado. 


El señor HALES.- Señor Presidente, agradezco las palabras del diputado señor Jaramillo, pero he preferido plantear la exposición del informe de manera plural. En él se encuentra el detalle de esa discusión.


Si se compara el texto del proyecto del Ejecutivo con el del Senado, se podrá comprobar que en el primero figuraba un artículo 4º que hablaba sólo de licitaciones, pero no otorgaba ninguna posibilidad de hacer tratos directos. El Senado agregó un artículo 5º, que dice: “Declarada desierta una licitación, se podrá adjudicar directamente el contrato de participación en caso que se presente un interesado que cumpla todos los requisitos exigidos en las bases de la licitación y siempre que su oferta no difiera en más de un diez por ciento del valor mínimo o máximo señalado en las respectivas bases”.


La Comisión eliminó este artículo, manteniendo sólo la licitación.


Durante la discusión particular se introdujeron diferentes modificaciones de carácter formal. Por ejemplo, artículos que debían ser aclarados en mejor forma, cuestiones similares que estaban incluidas en normas diferentes y que era necesario refundir en una sola, etcétera.


También se introdujeron modificaciones a las disposiciones relativas a la licitación y a la Comisión Conciliadora. La más importantes es, tal vez, el cambio de culpa levísima por culpa leve, en caso de incumplimiento de contrato. Esta modificación fue aprobada por unanimidad.


Quiero hacer presente a la Sala que la Cámara Chilena de la Construcción formuló dos observaciones:


La primera, que los contratos entre los privados y el Serviu para estas prestaciones y contraprestaciones deberán llevar, a modo de garantía, la firma del ministro. La Comisión escuchó atentamente a los representantes de la Cámara Chilena de la Construcción durante una jornada completa y, finalmente, resolvió que eso no era pertinente, toda vez que hay contratos en curso y en plena normalidad.


La segunda fue planteada durante la discusión del artículo 35, que pasa a ser 33. El presidente de la Asociación de Concesionarios de Obras Públicas, señor Vicente 
Domínguez, señaló que era partidario de establecer en la ley la facultad de los Serviu y de las municipalidades para estipular restricciones o limitaciones al celebrar nuevos contratos, porque, después de firmado el contrato de prestación y contraprestación, podrían aparecer otras obras que pudieran competir con estos negocios.


El diputado José Antonio Galilea, cuya participación fue una de las más importantes en la discusión y elaboración del proyecto, dijo que era inevitable que el Estado ejecutara obras, las que, finalmente, terminarían compitiendo con las de los privados que habían ganado las concesiones, pero que pensaba que era un hecho imposible de prever y que esas dificultades deberían ser asumidas por el concesionario.


Otros diputados planteamos que en estas licitaciones se conocen las reglas del juego, y que no podíamos dejar atados de manos a los Serviu o a los municipios para que continúen realizando obras de mejoramiento. Por ejemplo, si un privado invierte en obras destinadas a diversión, esparcimiento o cultura en un determinado parque o territorio, no se le puede impedir por ley a un municipio o a los Serviu que realicen una obra similar en un lugar cercano. Puede haber diversos criterios sobre la materia, pero se supone que la ley fija los marcos generales.


Por lo tanto, se adoptó el criterio de la Comisión y no la sugerencia de los concesionarios de obras públicas.


El último artículo, el 34, introduce diversas modificaciones al decreto ley Nº 1.305, de 1975, que reestructura y regionaliza el Ministerio de Vivienda, con la finalidad de adecuar su normativa al funcionamiento de este sistema.


Finalmente, la Comisión tuvo en consideración no sólo la idea matriz del proyecto, sus fundamentos y la idea de avanzar en el mejoramiento de la calidad del espacio urbano público, sino que, además, trabajó con la convicción de que, siendo las ciudades un eje de vida para las naciones, también lo son para el 85 por ciento de los chilenos, quienes tienen una necesidad evidente: mejorar sus condiciones desarrollo. De manera que este proyecto, que apunta a incentivar la inversión privada, abre un cauce para que ésta se materialice en el mejoramiento del espacio urbano.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Lily Pérez.


La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, el proyecto ha sido muy bien informado por el diputado Patricio Hales, con quien hemos trabajado en los dos últimos períodos como titulares de la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano.


Sólo deseo hacer algunas reflexiones relacionadas con los objetivos del proyecto. Tal como lo señaló el diputado Hales, tiene su origen en mensaje, y corresponde a una iniciativa del ministro de Vivienda y Bienes Nacionales, quien nos acompaña esta mañana en la Sala. Cumplió su primer trámite constitucional en el Senado e ingresó a la Cámara en segundo trámite constitucional a comienzos del año pasado.


En primer lugar, la iniciativa regula el régimen administrativo denominado “financiamiento urbano compartido”, en cuya virtud los servicios de vivienda y urbanización, dentro de las políticas, planes y programas del propio ministerio, así como también las municipalidades, dentro de su competencia, pueden celebrar contratos de participación, y la contraparte, llamada participante, se obliga a adquirir, ejecutar, operar o mantener obras de equipamiento comunitario u otras, tales como plazas, áreas verdes, parques, etcétera, a cambio de una contraprestación, que puede consistir en un derecho sobre bienes muebles o inmuebles o en la explotación de uno o más inmuebles u obras.


En segundo lugar, regula el sistema de licitación para adjudicar el contrato de participación.


En tercer lugar, establece mecanismos de inspección y sanciones y multas por incumplimiento del contrato.


Por último, contempla un mecanismo de solución de controversias -a mi juicio, es uno de los puntos más importantes- entre los Serviu o las municipalidades y los participantes privados.


El fundamento de la iniciativa dice relación con que, en la actualidad, más del 85 por ciento de los chilenos vive en ciudades, la mayoría de las cuales ha crecido de manera increíble en espacio físico y en número de habitantes. Dicho crecimiento se ha manifestado principalmente en el gran aumento de la cantidad de viviendas, lo que, a mi juicio, no ha ido acompañado de los servicios que el incremento poblacional requiere con tanta urgencia.


Lo anterior ha determinado que nuestras ciudades hayan acumulado, año a año, un déficit cada vez mayor en aspectos tales como áreas verdes, vialidad, evacuación y drenaje de aguas lluvia -problema que vivimos con mucha intensidad en algunos sectores de la Región Metropolitana, particularmente en comunas como La Florida, que represento en esta Corporación-, espacios públicos y, en fin, en infraestructura urbana en general. En consecuencia, se trata de un verdadero pasivo urbano que es urgente revertir.


¿Cuáles son las principales obligaciones de las partes intervinientes?


En primer lugar, los beneficios que pueden recibir los Serviu o las municipalidades del partícipe adjudicatario son: ejecución, operación o mantención total o parcial de una obra por un período determinado; entrega en propiedad de uno o más bienes inmuebles; entrega en propiedad de uno o más bienes muebles que estén destinados a los fines del contrato de participación; uso o goce por un período determinado de uno o más bienes inmuebles; uso o goce por un período determinado de uno o más bienes muebles que estén destinados a los fines del contrato de participación, y, por último, una suma de dinero, adicional a uno o más de los beneficios anteriores.


En relación con las modificaciones generales que se le hicieron al proyecto, ya fueron comentadas por el diputado Hales. A mi juicio, uno de los aspectos más importantes es que el proyecto original sólo permitía celebrar estos contratos de participación a los Serviu, y el Senado incluyó a las municipalidades, lo que constituye uno de los avances sustantivos del proyecto. De manera que los municipios podrán celebrar directamente contratos de participación mediante el sistema de financiamiento urbano compartido, para lo cual el alcalde deberá contar con el acuerdo del concejo, que es un punto no menor.


Otro aspecto que también concitó nuestra atención -también fue mencionado por el diputado informante- se refiere al sistema de licitación que se adopte, a fin de evitar la adjudicación de proyectos a empresas de escasa idoneidad, como ocurrió en el pasado en materia de construcción de viviendas sociales, ya que estos contratos suponen necesariamente una prolongación en el tiempo. Es decir, no son proyectos transitorios, sino obras que van a perdurar. Además, este tipo de contratos en algún minuto podrían generar el traspaso de activos, es decir, de bienes muebles e inmuebles, a un tercero.


Una de las cosas que nos interesaba era cómo resolver el problema de las garantías para asegurar el fiel cumplimiento de las obligaciones emanadas del contrato respectivo, pero, durante la discusión del proyecto en la Comisión, esta materia, después de ser discutida en profundidad, a mi juicio, fue bien resuelta.


Es cuanto quería aportar al informe entregado por el diputado Hales.


He dicho.


El señor HALES.- Señor Presidente, pido la palabra por una cuestión de Reglamento.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra su Señoría.


El señor HALES.- Aunque reglamentariamente estoy autorizado, por deferencia a la Sala quiero informar que debo participar en la Comisión especial investigadora de las plantas de revisión técnica. Como soy diputado informante, quiero pedir la autorización de la Sala para ausentarme durante una hora, a fin de asistir a dicha Comisión.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Hay un acuerdo de la Sala para votar los proyectos al término del Orden del Día, a fin de que los diputados puedan asistir a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos. De manera que su Señoría también puede asistir a la Comisión especial.


El señor HALES.- Me refiero a que no podré responder consultas.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Los diputados tienen el informe en sus escritorios, de manera que pueden leerlo.


Tiene la palabra el diputado señor 
Montes.


El señor MONTES.- Señor Presidente, en verdad considero que el informe ha sido bueno, muy bien presentado. Creo que existe consenso en cuanto a que es necesario mejorar la calidad del espacio y del equipamiento urbano y a que tenemos que buscar nuevas modalidades para lograrlo.


El modelo actual tiene muchas limitaciones y presenta un fuerte déficit porque está basado en un financiamiento público que no siempre es posible. Por lo tanto, los sectores en los cuales viven personas de menores ingresos siempre van quedando muy rezagados. Así, tenemos ciudades con muchos déficit, a pesar de todo lo que se ha hecho en pavimentación urbana y de los grandes avances logrados con financiamiento público en el curso de estos años.


Entiendo que la idea que inspira este proyecto se fundamenta en el gran incremento experimentado por las concesiones de carreteras y ejes viales urbanos. Entonces, decimos ¿por qué no extenderlas al desarrollo de las ciudades? Y se nos propone un modelo respecto del cual llamo la atención de los diputados presentes en la Sala -que no son muchos-, por cuanto tiene muchos riesgos. Por lo mismo, este proyecto no puede ser aprobado sin discutirlo más a fondo.


Aquí estamos haciendo transables bienes de utilidad pública o equipamiento comunitario; es decir, intercambiamos esos bienes, algunas prestaciones o contraprestaciones a cambio de obtener ciertas cosas. En muchos casos podría ser algo válido, pero los riesgos que ello implica son grandes. En el proyecto original podían hacerlo los Serviu y estaba orientado a obras mayores; pero el Senado lo hizo aplicable a obras menores. Por lo tanto, en un conjunto de situaciones puede ocurrir que la comunidad termine siendo seriamente perjudicada. Por ejemplo, un colegio -sé cual es y podría mencionarlo- puede decidir licitar e invertir en la multicancha o en el complejo deportivo que está al lado. Entonces, a cambio de eso, aparte de usarlo, puede cobrarles a los que viven alrededor. Aparentemente, suena muy interesante que la multicancha tenga mejor equipamiento y preste servicios a la comunidad. El colegio se va a quedar con la cancha y cobrará por su uso para los efectos de recuperar su inversión; pero la comunidad quedará limitada para acceder a ella, debido a que deberá pagar más de lo que está en condiciones de hacer. Y esto se va repetir en muchos barrios. 


En consideración a que estamos ante una lógica global que se relaciona con equipamiento y bienes urbanos, esto también se podría extender al manejo de los consultorios. El día de mañana un grupo de médicos de determinado sector podría decidir mejorar el equipamiento de dicho consultorio, y harían una propuesta. Entonces, deben participar en una licitación pública y ganarla. De manera que esto puede aplicarse a muchas otras cosas.


Por lo tanto, lo que era bueno para los Serviu, al extenderlo a las municipalidades se entra a un conjunto de complejidades nuevas que el proyecto no aborda en detalle, ni regula de manera que no genere desproporciones; tampoco lo acota ni lo restringe para que no genere restricciones mayores.


Cuando se habla de planes de desarrollo comunal, todos sabemos en qué consisten y que son muy genéricos. Por ejemplo, tengo mucho temor por una norma que hace mucho tiempo incluimos en otra ley y que permite a los municipios desafectar y modificar el destino de los terrenos que los urbanizadores entregan a la municipalidad. ¿Qué está ocurriendo en estos momentos? Que los alcaldes, con un criterio de muy corto plazo, acuerdan cambiar el destino de esos terrenos y se los venden al urbanizador para que construya más casas. Sin duda, el urbanizador hace la cesión, sabiendo que se lo venderán de nuevo. He sabido que, en algunos casos, se transa antes de que esté construida la población, por lo que su valor es mucho más bajo que el que tendría si ya estuviera construida.


De manera que, en aras del bien común, es necesario asumir las implicancias que pueden tener las micro, pequeñas, medianas y grandes decisiones que provengan de la diversidad de criterios de los alcaldes. En ese sentido, si miráramos hacia atrás y viéramos cuántos años se demoró la ciudad de Santiago en transformar el cerro Santa Lucía en lo que es hoy día, cuánto se demoró en construir el Parque Forestal y el cerro San Cristóbal, con todo lo que hoy puede ofrecer a la ciudadanía, comprobaríamos que existía un criterio de ciudad, de beneficio público y una visión de largo plazo.


Los alcaldes no deben actuar con una lógica de corto plazo que sólo tenga que ver con su período. Lo que ocurrió en la comuna de Santiago cuando el alcalde Lavín decidió vender el agua porque necesitaba plata para hacer obras durante su período, demuestra algo tremendamente peligroso: la lógica de corto plazo de una autoridad en beneficio personal sin pensar en la ciudad ni en la comuna.


Cuando legislemos sobre una multiplicidad de decisiones municipales, debemos incorporar cuestiones más específicas. Entre otras cosas, me parece que a nivel municipal, para cualquier decisión superior a las 500 UTM, el acuerdo debe ser adoptado, como mínimo, por dos tercios del concejo, y no por la simple mayoría, como establece el artículo 65. Eso puede ser válido para inversiones menores, que signifiquen operaciones inferiores a las 500 UTM, por ejemplo. En fin, hay que establecer un conjunto de restricciones.


En realidad, no me convence mucho este enfoque global del Ministerio de Vivienda, porque si vemos el debate que hay en América Latina, en Estados Unidos y en Europa, nos daremos cuenta de que va por otro lado: la generación de un sistema que capte plusvalías, a fin de compartirlas entre el inversionista y lo público; que no queden sólo para el inversionista. Muchas plusvalías derivadas de una inversión pública -por ejemplo, el Metro-, quedan para la inmobiliaria, el inversionista o el propietario, y el Estado no es capaz de captar nada a cambio. Si miramos la legislación norteamericana, veremos que eso no ocurre. Allí gran parte de las obras urbanas se financian sobre la base de compartir ese beneficio; en algunos casos, cincuenta y cincuenta; en otros, setenta y treinta. Hay distintos criterios.


Colombia está aplicando el mismo sistema; incluso, está establecido en su Constitución Política. A partir de una inversión pública que beneficia a ciertos privados, éstos deben entregar una parte de ese beneficio para inversión urbana. Este sistema también se aplica en Brasil; pero allí está consignado en las leyes urbanas. Ésa es la tendencia de todos los enfoques modernos: la solidaridad urbana, la solidaridad territorial, establecida en las nuevas leyes de urbanismo francesas, y la manera en que se está haciendo la nueva intervención urbana, en el caso inglés.


Considero necesario asumir también este enfoque. Creo que no hay ningún país que subsidie a los constructores de casas, como ocurre en Chile. ¿En qué país sucede eso? El año pasado se les regalaron 84 mil millones de pesos a los inversionistas de la construcción, y se les devolvió el 65 por ciento del IVA, incluso por los grandes edificios de lujo. ¿Por qué? Porque se piensa que con eso se estimula la construcción. Esos mismos 84 mil millones de pesos podrían haberse destinado a la demanda, a las personas que están optando a una vivienda. Sin embargo, se hizo por el otro lado, y eso genera distorsiones en el mercado.


Además, cuando a través de los municipios estamos multiplicando decisiones, debemos asegurar que ellas respondan a una lógica general de ciudad y de comuna. Esto también es válido para los Serviu, y, tal como están planteadas, las definiciones pueden ser de buen criterio, o a la inversa. Por eso, hay que estudiarlo.


Por último, no me convence mucho la idea de dejar sujeta a la buena voluntad, la posibilidad de captar recursos en las comunas más ricas o que atienden a segmentos de la población con mayores ingresos, porque los privados se interesarán en invertir allí, debido a que podrán cobrar por entrar a una plaza. Perdónenme, señores diputados; digo esto porque la Escuela de Economía de la Universidad Católica, en un seminario de la Cámara, planteó que debía cobrarse por entrar a las plazas y que éstas debían tener una administración privada. Acepto ese enfoque; pero creo que es complicado cuando lo público se va transformando en algo no tan público, puesto que es medido por la capacidad de comprar el uso de lo público.


Lo que quiero decir con esto es que si en los sectores de más altos ingresos va a ocurrir lo que señalaba el diputado Hales, ¿cómo aseguramos que parte de esos beneficios vayan a otros sectores? ¿Se creará algún fondo de compensación que permita establecer que en otros sectores se hará una inversión de otra naturaleza?


Considero necesario efectuar una segunda discusión sobre estas materias. No podemos aprobarlas y permitir que se conviertan en ley sin hacer una discusión que considere más escenarios y posibilidades.


Por eso, he presentado un conjunto de indicaciones, con el propósito fundamental de asegurar que la iniciativa vaya a segunda discusión y de que en ella asumamos a cabalidad lo que implica incorporar a los municipios. No es lo mismo los Serviu, con decisiones de macrociudad, que los municipios, con decisiones micro. Muchas de estas decisiones pueden ser muy potentes; pero otras pueden ser muy contradictorias con el rol fundamental de los municipios, que es administrar las comunas en beneficio de todos y, por lo tanto, construir los espacios públicos y los equipamientos comunitarios, a fin de que quienes viven en ellas compartan, convivan y sean parte de una misma realidad, y no se vayan segmentando y segregando según su poder de compra e ingresos, dejando de lado la definición fundamental de ciudad: el lugar donde se conversa entre gente distinta y diversa.


La materia amerita un segundo debate, y por eso he presentado las indicaciones ya mencionadas.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado José Antonio Galilea.


El señor GALILEA (don José Antonio).- Señora Presidenta, mi intervención será muy breve y está motivada por la del colega Carlos Montes.


Empiezo manifestando que celebro que en el trámite legislativo del proyecto se haya tomado la determinación, por lo demás, mayoritaria, de incorporar a las municipalidades en el sistema de financiamiento urbano compartido. Considero que es un paso modesto, pero importante en la dirección de apoyar el proceso de descentralización en Chile. Me habría parecido inexplicable haber excluido a los municipios de la posibilidad de hacer uso de este sistema, que puede llevar importantes inversiones a las comunas. Además, de alguna manera en este proyecto -gracias a la modificaciones introducidas por el Senado, en cuanto a incorporar a los municipios al sistema de financiamiento urbano compartido- hay una manifestación real de creer en las comunas, en los gobiernos locales y en el criterio y buen juicio de sus autoridades.


Ahora, que los sistemas de esta naturaleza tienen riesgos, por cierto que los tienen. Cualquier sistema novedoso como éste, por lo menos en el ámbito de los espacios urbanos, trae consigo riesgos, y en la medida en que las decisiones se acerquen al nivel local, naturalmente esos riesgos pueden aumentar. En definitiva, es necesario ir avanzando en el otorgamiento de mayores facultades a las autoridades comunales, aunque ello implique riesgos. Creo que hay que quedarse con el avance del proceso de descentralización y elevar el grado de toma de decisiones a nivel regional y comunal, aun asumiendo los riesgos del caso, porque, al final del día, si no se asumen, el proceso de descentralización quedará estancado. Es muy valioso que esta idea se haya incorporado durante el trámite legislativo de la iniciativa y que, para los efectos de su concreción, haya sido acogida por el Ministerio de Vivienda.


Por otro lado, básicamente por un problema de rentabilidad, no hay que hacerse demasiadas expectativas respecto de los beneficios que traerá a las comunas pequeñas este sistema de financiamiento urbano compartido. No puede escapar a nadie el hecho de que, con seguridad, las inversiones más importantes tenderán a localizarse en las grandes ciudades o comunas, donde existen mayores probabilidades de que el sistema genere rentabilidad a los inversionistas que deseen incorporarse a él. Pero, al igual que el sistema de concesiones de carreteras y de obras públicas, en general, a la larga esto beneficia directamente a las comunas más pequeñas, porque libera recursos del nivel central hacia éstas, que es lo que se quiere resguardar.


Tal vez un inversionista no tenga mucho interés en llegar a un acuerdo con el municipio de alguna pequeña comuna, por ejemplo, de la Novena o Décima regiones, a fin de hacer uso de la idea matriz contenida en este proyecto. Es probable que eso no ocurra; pero si llega a suceder en la capital de la región, es decir, en Temuco o Puerto Montt para los ejemplos que he dado, sin duda permitirá liberar recursos al Ministerio de Vivienda, a fin de llevar a cabo obras de adelanto urbano en las comunas pequeñas.


Comparo esto con lo que está haciendo el Ministerio de Obras Públicas porque, en la práctica, es lo que ha ocurrido. ¿Por qué hoy todo el mundo celebra que los caminos secundarios de nuestras regiones estén en muy buen estado? Porque el Estado dejó de invertir gigantescas sumas de dinero en la Ruta 5 Sur o en los caminos más importantes, lo que ha permitido a dicho ministerio destinar más recursos a mejorar la red vial secundaria de las regiones.


Si podemos trasladar una parte del efecto que se ha producido en el caso de las concesiones de Obras Públicas a las pequeñas comunas, habremos hecho una importante contribución al incorporar al Serviu y a las municipalidades, por las enormes expectativas de generar obras reales de mejoramiento urbano en los sectores más pobres, en los cuales, probablemente, no habrá en un principio interés en invertir.


Me quiero quedar con este elemento del proyecto, porque, a ratos, en la muy interesante y profunda discusión que tuvimos en la Comisión de Vivienda, existía un poco la idea de que no había confianza en los municipios ni en el principio de la descentralización para incorporarlos. Me alegro mucho de que, finalmente, haya prevalecido ese criterio.


No me habría parecido correcto que de una muy buena iniciativa, por la cual felicito al ministro de Vivienda, señor Ravinet, no hubiéramos sacado provecho en favor de los municipios. Me habría parecido una grave falencia.


Renovación Nacional va a votar favorablemente el proyecto, por considerarlo importante y de gran utilidad.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el señor ministro.


El señor RAVINET (ministro de 
Vivienda y Urbanismo).- Señora Presidenta, por su intermedio, quiero partir agradeciendo la exposición del diputado informante, extraordinariamente completa, como asimismo las palabras de la diputada Lily Pérez y del diputado José Antonio Galilea, quienes participaron activamente en la Comisión junto al resto de sus integrantes, en un proyecto que, debo confesarlo, ha sido bastante mejorado en su redacción, en sus mecanismos de control y en su transparencia y eficacia.


Agradezco el estupendo trabajo realizado, porque un texto, aprobado unánimemente por la Comisión de Vivienda y Urbanismo del Senado y, posteriormente, por la Sala, esto es, tanto por los senadores designados como por los de los distintos colores políticos, con la revisión jurídica que eso implica, fue de tal manera bien analizado en el seno de la Comisión de Vivienda y Urbanismo de la Cámara, que muchas de sus disposiciones pudieron ser aclaradas, en especial las que aseguran la transparencia de los mecanismos de asignación de los contratos.


Agradezco -reitero- a los integrantes de esa Comisión y muy particularmente al equipo de su secretaría técnica.


Confieso estar muy sorprendido por algunos de los juicios que aquí se han dado. Siguiendo la teoría de que los bienes públicos no deben ser transados al sector privado, deberíamos proponer la derogación de la ley de concesiones del Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, que tan buenos rendimientos y efectos ha generado. Sólo una mentalidad muy retardataria, propia de los años 50, podría pensar en volver a la idea de que el Estado construye y fiscaliza todo. 


La ley de concesiones ha tenido un efecto notable. Ha permitido multiplicar por cuatro las dobles vías de las carreteras, y por seis, los caminos pavimentados; además, mejorar puertos, aeropuertos, y hoy, mejorar las cárceles. ¿Por qué impedir beneficios similares para las ciudades?


El diputado José Antonio Galilea fue clarísimo al señalar que gracias a que el Estado ha podido ahorrar dineros que antes destinaba a las autopistas, hoy puede destinar recursos a mejorar notablemente la pavimentación de caminos secundarios. Eso es lo que está en la filosofía del proyecto; eso es lo que quisiéramos ver aprobado.


En verdad, respetando la unanimidad de los integrantes de la Comisión de Vivienda, quisiera que la Cámara se pronunciara con rapidez sobre la materia, de modo que el proyecto entrara así al tercer trámite constitucional para que, ojalá, se convirtiera en ley de la República al inicio de 2003, con el fin de permitir que los Serviu y los municipios puedan acogerse a sus beneficios.


Se ha citado con profusión un popurrí de leyes internacionales -de Estados Unidos, Francia, España- sin indicar en qué consisten. En verdad, los ejemplos concretos que se han puesto no son necesariamente los más eficientes en América Latina. Por eso y sin perjuicio de debatir la materia, creo importante que la Cámara se pronuncie sobre ella.


Se ha especulado sobre la iniciativa, interpretando en forma confusa su espíritu; se ha dicho que el proyecto estaría sólo orientado a grandes obras y no a obras chicas. Como autor, puedo decir que da para obras grandes y obras chicas, salvo que se interprete en forma “genial” por algunos integrantes de esta Corporación.


El proyecto está dirigido a grandes parques urbanos, pero también a municipios, como el de Pichilemu, que quiere mejorar su costanera a través de unos cuantos casinos entregados en concesión, o a comunas muy pequeñas que, al concesionar el stand de una plaza o la ribera de un río, pueden generar recursos para mejorar el déficit urbano en materia de equipamiento.


El proyecto apunta a lo grande y a lo pequeño. Por eso el Ejecutivo acogió la petición unánime de la Comisión de Vivienda del Senado para incorporar a los municipios, y no, como superficialmente se ha afirmado, para que aquéllos tengan más poder. Eso significa desconocer la ley municipal.


Hoy, los municipios pueden concesionar el colegio aludido por un señor diputado; pueden cobrar por entrar a las plazas, pero el tema no es ése. Si se tiene desconfianza, plantéese modificar la ley orgánica de Municipalidades.


El proyecto busca lo opuesto a lo mencionado en la Sala. Por un lado, establece, en primer lugar, la condición esencial de que la licitación sea pública, y mejora la transparencia y los procedimientos, y, en segundo lugar, la capacidad de prenda sobre la concesión y los flujos del contrato, de manera de hacerla más sólida, más transparente y más estable.


Afirmo que no se está concediendo una facultad más a los municipios -cuánto quisiera que se les diera muchas más-, sino que simplemente se está reglamentando de mejor manera el otorgamiento de concesiones que autoriza su ley orgánica.


Me preocupa este ánimo de desconfianza en relación con los municipios, como si los integrantes de la Cámara o de los ministerios fuéramos más capaces y probos que los del sistema municipal. La República de Chile, en su democracia, se va a construir en la medida en que se descentralice, en la medida en que se acerquen las decisiones a la gente, en la medida en que haya confianza, transparencia, fiscalización y probidad. No creo que por dejar las cosas a nivel central 
-Congreso o Presidente de la República-, necesariamente la eficiencia sea mejor.


Los tiempos modernos apuntan a la descentralización y no a la concentración que defiende un pequeño grupo de “iluminados” que creen tener la verdad y dar cátedra sobre lo que debe hacerse a lo largo del país.


En mi opinión, el proyecto constituye un esfuerzo por captar recursos privados, en la misma línea en que lo hace la ley de concesiones del Ministerio de Obras Públicas. Incorporar inversión privada en las ciudades no significa capacidad de privatizar colegios, plazas o consultorios, porque eso lo pueden hacer hoy los municipios, como se ha reconocido en la Cámara, pero ése no es el tema en discusión. Queremos que los municipios tengan un mecanismo de licitación pública más transparente en la asignación de las concesiones. En ese sentido, el proyecto, lejos de empeorarla, mejora la gestión municipal.


En consecuencia, solicito a la honorable Cámara que lo apruebe para que la futura ley pueda aplicarse en 2003.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor González.


El señor GONZÁLEZ (don Rodrigo).- Señora Presidenta, el proyecto establece instrumentos muy importantes para el desarrollo urbano, mediante la incorporación del esfuerzo mancomunado de los sectores público y privado. Sin embargo, no contempla la incorporación del financiamiento privado de acuerdo con sus propias leyes y a su arbitrio, sino a través de una alianza entre ambos sectores para desarrollar las ciudades, en la cual el sector privado procurará velar por sus propios objetivos y el sector público tratará de cautelar los intereses generales que representa.


En ese contexto, es pertinente y acertado haber incorporado a los municipios en el proyecto, pues se encuentran en una gran desventaja en la aplicación de los sistemas de concesiones.


Las concesiones del Ministerio de Obras Públicas cuentan con una serie de normas, facilidades y procedimientos que no se aplican a las concesiones municipales, las que en la actualidad no se hallan suficientemente reguladas. Las municipalidades tienen más dificultades para concesionar que el Ministerio de Obras Públicas, por lo que ojalá el sistema que tiene dicha cartera para concesionar también pueda aplicarse a los municipios, habida cuenta de una aplicación constructiva y creativa.


Por lo tanto, las indicaciones que se presenten deberían apuntar a establecer las facilidades y posibilidades de garantías y de articulación con el sector privado que se otorgan al sistema de concesiones del Ministerio de Obras Públicas, las cuales le han permitido ejecutar sus obras.


Por otro lado, es importante tener en cuenta que existe una gran superposición de facultades entre los organismos nacionales, regionales y municipales, las cuales se entrecruzan de tal modo que muchas veces los municipios se ven afectados por decisiones de nivel nacional y regional que, la mayor de las veces, no son las más acertadas para las comunas. En consecuencia, lo mismo que se dice en cuanto al peligro o al riesgo de que una decisión de carácter municipal pudiera afectar el interés público, debiera señalarse en cuanto a las decisiones y a la intervención de los niveles centrales. A veces, es muy peligroso que el nivel central tome decisiones o intervenga a nivel de los municipios sin contemplar la debida participación del nivel comunal. De hecho, se han cometido muchos errores históricos en las ciudades por no haber contemplado la participación municipal.


De esta manera, la necesaria articulación entre los distintos niveles del Estado, así como la entrega de facilidades a las municipalidades para que puedan concesionar, en el marco de entregar cada vez más facultades descentralizadas a los organismos que tienen que decidir en relación con la vida comunal, deberían formar parte de la lógica y de la línea de orientación de las ideas matrices de los proyectos que aprueba la Cámara de Diputados. En ese sentido, en la actualidad una verdadera línea de descentralización debiera entregar cada vez más facultades a los municipios para que decidan sobre las materias que son de su competencia.


Al respecto, no deberíamos temer que esas facultades vayan a ser mal utilizadas. Pero si tenemos ese temor, la solución no está en no entregárselas a las municipalidades, sino en fortalecerlas, en capacitar más a su personal y en dotarlas de más recursos para la participación de la comunidad.


En ese sentido, creo que la iniciativa podría incorporar mecanismos de participación comunal similares a los de los proyectos medioambientales. Es decir, habría que establecer mecanismos de comunicación para que cada vez que se presen-
ten proyectos de financiamiento compartido, la comunidad entregue sus observaciones y aportes para el desarrollo de los mismos.


Por lo tanto, me inscribo plenamente en la línea de argumentación dada a conocer tanto por el ministro de Vivienda y Bienes Nacionales como por el diputado señor José Antonio Galilea, en el sentido de que, para resguardar el interés público en las facultades que entrega el proyecto a los municipios, habría que fortalecer, sobre todo, sus mecanismos de participación y su institucionalidad. No debemos tener desconfianza respecto de las municipalidades, porque si existen planes de desarrollo comunal y estrategias de desarrollo regional adecuados, no tenemos que pensar, a priori, que los municipios, en forma persistente, vayan a equivocar sus decisiones.


En consecuencia, debemos aprobar el proyecto en los términos presentados por el Ejecutivo, a fin de fortalecer las posibilidades de la alianza público-privada para el desarrollo de las ciudades, en el entendido de que el sector público tendrá que cumplir con sus funciones, y el sector privado, con las suyas.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra la diputada señora Caraball.


La señora CARABALL (doña Eliana).- Señora Presidenta, en primer lugar, quiero reconocer que el trabajo efectuado por la Comisión en relación con el proyecto, contó con la permanente asesoría y compresión de los funcionarios del Ministerio de Vivienda y Bienes Nacionales, quienes colaboraron en el esclarecimiento de los problemas y en la proposición de soluciones que realmente ayudaran a mejorar la iniciativa.


Tal como lo señaló el diputado informante, el proyecto busca obtener financiamiento privado para obras de construcción en aquellos sectores de la ciudad que, de otra manera, continuarían abandonados o formando parte de las denominadas áreas grises.


Dicho financiamiento privado tiene algunas condicionantes, aspecto del cual da cuenta la iniciativa. Como se trata de áreas urbanas, no podríamos pensar en el cobro de peajes, como sucede con las concesiones de las vías intercomunales o interprovinciales. Por lo tanto, hablamos de contraprestaciones, mediante la entrega de servicios, de terrenos, de posibilidades de implementar obras y otras facilidades que se darían a la empresa privada a cambio de su inversión.


Por otra parte, se establece que los proyectos deben estar dentro de los planes y programas de los Serviu y que las municipalidades tendrán que actuar de conformidad con sus planes de desarrollo comunal. Ésa fue una indicación presentada en la Comisión, respecto de la cual particularmente insistí, porque hay muchos municipios que hoy todavía no cuentan con planes de desarrollo comunal.


Como en ocasiones es difícil establecer prioridades en cuanto a inversiones y, por lo tanto, también hacer atractivos aquellos lugares que queremos ofrecer para ser financiados por el sector privado, nos pareció muy atingente establecer que los municipios actúen dentro de sus planes de desarrollo comunal. Si bien ello parece obvio, no lo es tanto, desde el momento en que hay muchas municipalidades que aún no cuentan con ellos.


No voy a entrar en mayores detalles, porque tanto el ministro de Vivienda y Bienes Nacionales como los diputados que me antecedieron en el uso de la palabra se refirieron al proyecto, pero quiero decir que hubo algunas aprensiones por parte del sector privado, como, por ejemplo, que la firma, en el caso de los Serviu, fuera sólo del director del Serviu; y en el caso de los municipios, sólo del alcalde.


A sus representantes les parece mejor y más fácil para obtener financiamiento si las firmas corresponden a las de los ministros de Vivienda y de Hacienda, como lo establece la ley de concesiones, dados los cuantiosos montos que se comprometerán en los proyectos urbanos que se van a financiar con este sistema compartido.


Parece exagerado que todos los contratos sean firmados por los ministros, en circunstancias de que lo que se busca, como se señaló, es la descentralización y que cada región pueda disponer con independencia de los terrenos o proyectos que quiera llevar adelante. Lo mismo sucede con los municipios. 


Durante la discusión del proyecto, se concordó en la necesidad de mejorar los sistemas de control, tanto municipales como de los Serviu, no sólo respecto de las licitaciones que se declaren desiertas y se presten a malas interpretaciones, por decir lo menos, sino también de las asignaciones. Y como se trata de buscar transparencia, se suprimió el artículo 5º introducido por el Senado, que permitía la posibilidad de declarar desierto un concurso o una licitación y, después, asignar el proyecto a un tercero. Eso generaba desconfianza respecto del sistema, puesto que operó en otros casos. Por desgracia, nunca se puede dejar absolutamente establecida la transparencia. Por lo tanto, se prefirió señalar que si la licitación resultaba desierta, se podría llamar a otra, con todos los antecedentes, de manera que se respete el derecho de los postulantes de participar.


El proyecto llevará progreso a las ciudades porque permitirá al Ministerio de Vivienda y Bienes Nacionales invertir en los sectores más pobres y que más necesitan. Los lugares más acomodados o con mejores condiciones socioeconómicas serán más atractivos para las empresas privadas. Por lo tanto, se utilizarán mejor los recursos públicos.


Muchas gracias.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Esteban Valenzuela.


El señor VALENZUELA.- Señora Presidenta, la discusión me recuerda la maravillosa frase del urbanista inglés Kevin Lynch, quien decía que “lo importante en la ciudad y en los pueblos es que, aunque no estén construidos la plaza, los paseos peatonales y los equipamientos comunitarios, el espacio exista”. Y el proyecto, con mucha fuerza 
-por eso hay que apoyarlo con gran entusiasmo-, entrega un instrumento de gestión concreta a los municipios, a los Serviu, a las instancias regionales.


Como le conté al diputado Delmastro, estuve de visita en Valdivia y troté por su costanera, que es muy corta. Va de puente a puente.


Cuando fui alcalde de Rancagua, mantuve difíciles diálogos con la Contraloría, a propósito del intento de llevar a cabo un proceso -el diputado señor Barros lo conoció- de renovación urbana por la vía de las concesiones, a pesar de las dificultades. Muchas veces faltó coordinación entre el municipio y el Serviu. Otras, surgieron voces en el sentido de que eso podría prestarse para negocios privados. 


Se remodeló -replicando lo que el proyecto de ley pretende- un segmento de la alameda de Rancagua. El sector privado invirtió el equivalente al 15 por ciento. Le resultó un mal negocio. Pero se hizo una obra de remodelación importante en la ciudad y no se distrajeron los recursos del pavimento participativo ni del combate a la pobreza.


Lo ha dicho bien el ministro: hay que desatar las energías de nuestro país sin temores, y este instrumento lo hace; no hay que llenarlo de centralización. Lo digo por las aprensiones de un señor diputado.


Chile es un país que no permite a los municipios endeudarse ni emitir bonos; que no permite que los gobiernos regionales puedan constituir empresas mixtas ni ser parte de universidades. Estamos llenos de limitaciones. 


El proyecto significará un instrumento de gestión territorial moderno. Es, además, creativo, porque en período de baja en los recursos, con un acuerdo político que se va a prolongar hasta el año 2005, recién se lograrán nuevos ingresos para los municipios.


Por otra parte, si la ley entrara en vigencia a comienzos de 2003, muchos municipios podrían realizar gestiones para atraer recursos del sector privado y así lograr el bien común.


El profesor de urbanismo señor Lisandro Silva decía: “Hay una clave en la gestión pública: lograr negocios privados con virtudes públicas”. Esto abre una posibilidad de asociación o alianza de enorme relevancia. Por lo tanto, llamo a dejar de lado las aprensiones y a votar por unanimidad a favor del proyecto.


Termino señalando que Chile no tiene los instrumentos legales que existen en otros países, como los impuestos de planificación e impacto urbano de mejoramiento de un área. Asimismo, hay un municipio del barrio alto cuestionado por negociaciones previas con una inmobiliaria. A veces, ello se debe a la falta de instrumentos más transparentes que permitan ocupar espacios públicos para bienes de uso común. Esto ayuda a transparentar.


Por eso, vamos a apoyar, con mucho entusiasmo, el proyecto de ley.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Cerrado el debate en general.


La votación se efectuará al término del Orden del Día.


-Posteriormente, la Sala se pronunció sobre este asunto en los siguientes términos:

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Corresponde votar, en general, el proyecto de ley sobre financiamiento urbano compartido.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 81 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Aprobado en general el proyecto.


Se deja constancia de que se reunió el quórum constitucional requerido de 67 votos.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, 
Becker, Bertolino, Burgos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Correa, Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Díaz, Errázuriz, Escobar, Espinoza, Forni, García (don René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hales, Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Jaramillo, Jarpa, Kast, Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, Lorenzini, Luksic, Martínez, Masferrer, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, Monckeberg, Moreira, Muñoz (doña Adriana), Norambuena, Ojeda, Olivares, Palma, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Rebolledo, 
Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Sepúlveda (doña Alejandra), Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Ulloa, Urrutia, Valenzuela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches y Villouta.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Como el proyecto ha sido objeto de indicaciones, debe volver a la Comisión correspondiente.


-El proyecto fue objeto de las siguientes indicaciones:

Todas las indicaciones que se transcriben a continuación tienen por autor al diputado señor Montes.

Al artículo 1º
1.
Para eliminar la referencia a las municipalidades en sus tres incisos.

Al artículo 2º
2.
Para eliminar la inclusión de las municipalidades en sus incisos primero y segundo.

3.
Para reemplazar, en su inciso segundo, la frase: “el Alcalde correspondiente deberá contar con el acuerdo del Concejo” por “el Alcalde correspondiente deberá contar con el acuerdo de 2/3 del Concejo cuando la operación sea superior a 500 Unidades Tributarias Mensuales y con sujeción a lo etablecido en el artículo 65 de la ley Nº 18.695 para las operaciones de menos de 500 Unidades Tributarias Mensuales.”.

Al artículo 3º
4.
Para eliminar, en su inciso tercero, la referencia a la Municipalidad.

Al artículo 5º
5.
Para eliminar, en sus incisos primero y tercero, la referencia a las Municipalidades.

Al artículo 7º
6.
Para eliminar, en su inciso final, la referencia a la Municipalidad.

Al artículo 10
7.
Para eliminar en su inciso primero y en la letra i) de su inciso segundo, la referencia a la Municipalidad.

Al artículo 11
8.
Para eliminar la referencia a la Municipalidad.

Al artículo 12.
9.
Para eliminar la referencia al Alcalde.

Al artículo 13.
10. Para eliminar, en su letra c) de su inciso segundo y en el inciso final, las referencias a la Municipalidad.

Al artículo 15
11. Para eliminar las referencias al Alcalde y a la Municipalidad.

12. Para eliminar las referencias al Alcalde y a la municipalidad en el resto del articulado del proyecto.

PROCEDIMIENTO DE PUBLICIDAD PARA GESTIONES ADMINISTRATIVAS RELACIONADAS CON LA CONSTRUCCIÓN. Primer trámite constitucional.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Corresponde conocer, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley que establece un procedimiento de publicidad para gestiones administrativas relacionadas con la construcción. 


Diputado informante de la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano es el señor Boris Tapia.


Antecedentes:


-Mensaje, boletín Nº 3011-14, sesión 21ª, en 30 de julio de 2002. Documentos de la Cuenta Nº 1.


-Informe de la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano, sesión 13ª, en 5 de noviembre de 2002. Documentos de la Cuenta Nº 12.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado informante.


El señor TAPIA.- Señora Presidenta, el objetivo principal del proyecto de ley es establecer una presunción de conocimiento respecto de la aprobación de los anteproyectos y del otorgamiento de los permisos de construcción que efectúan las direcciones de obras municipales, mediante un procedimiento voluntario de publicidad, con el objeto de otorgar certeza jurídica a los inversionistas del sector de la construcción y de dar a conocer al público la existencia de ciertas gestiones administrativas vinculadas a dicha actividad.


En efecto, en el mensaje se sostiene, por una parte, que los anteproyectos y permisos de construcción, instituciones fundamentales de la actividad inmobiliaria, constituyen actos administrativos de especial importancia en cuanto a los efectos que producen en las decisiones y compromisos de inversión de los agentes inmobiliarios, y, por otro lado, se agrega que, en el último tiempo, algunos permisos aprobados han sido impugnados por terceros interesados cuando el proceso de construcción se encontraba en estado muy avanzado, con lo cual se ha afectado a un conjunto de inversiones y decisiones empresariales ya consumadas, lo que ha producido fuertes pérdidas y ha afectado la confianza en la actividad inmobiliaria. 


Los objetivos básicos que se mencionan en el mensaje son los siguientes:

1.
Establecer un procedimiento de publicidad con el objeto de dar a conocer al público ciertas gestiones administrativas vinculadas a la actividad de la construcción, tales como la aprobación de un anteproyecto y el otorgamiento de una autorización, de un permiso de edificación, de urbanización o de un cambio de destino de un edificio existente.

2.
Determinar una fecha a partir de la cual se cuenten los plazos que las leyes consagran para impugnar los respectivos actos administrativos.

3.
Otorgar certeza a las gestiones administrativas publicitarias, evitando que se afecte la estabilidad de nuestro sistema jurídico-administrativo.


Para cumplir con los propósitos señalados, el mensaje propone introducir modificaciones en el decreto con fuerza de ley 
Nº 458, de 1975, ley general de Urbanismo y Construcciones, mediante un artículo único, compuesto de tres números, cuyo contenido es el siguiente:


En el número 1 se propone incorporar un inciso segundo, nuevo, al artículo 4º, con el objeto de establecer que las interpretaciones de los instrumentos de planificación territorial que las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo emitan, en el ejercicio de sus facultades, regirán a partir de su fecha de emisión, y que deberán evacuarse dentro de los plazos que señale la ordenanza general.


En el número 2 se propone reemplazar el inciso séptimo del artículo 116, con el propósito de incluir, dentro de las actuaciones que requieren aprobación del director de obras municipales, los anteproyectos de edificación o de urbanización o cualquier proyecto futuro, a fin de dar mayor precisión al ámbito de aplicación de la norma, favoreciendo la seguridad jurídica de los propietarios.


En el número 3 se propone agregar un artículo 116 bis C, nuevo, con la finalidad de disponer que el propietario a quien le sea aprobado por el director de obras municipales un anteproyecto u otorgada una autorización o un permiso de edificación, de urbanización o de cambio de destino de un edificio existente, podrá informar al público sobre dichas gestiones administrativas mediante el procedimiento de publicidad que regula la misma norma.


Asimismo, preceptúa que las direcciones de obras municipales deberán exhibir un listado de los anteproyectos aprobados y los permisos otorgados, con indicación de los que se hubieren acogido al procedimiento mencionado.


Del mismo modo, regula un procedimiento de publicidad simplificado que será aplicable respecto de anteproyectos o permisos de edificación, reconstrucción, reparación, alteración, ampliación y demolición de edificios, y de anteproyectos o permisos de subdivisiones o loteos de terrenos.


Finalmente, consagra una presunción de derecho respecto del conocimiento de las actuaciones publicitadas, de conformidad con el procedimiento que se señala en este número.


En la discusión habida en la Comisión se valoró el hecho de que, a través de la iniciativa, se establece un procedimiento para determinar una fecha cierta a partir de la cual se entienda conocido el permiso de construcción por todas las personas, de modo que se comiencen a contar todos los plazos legales para reclamar respecto de esa actuación.


Para tales efectos, el proyecto establece un procedimiento de publicidad, de carácter voluntario, con el objeto de permitir su utilización por las empresas que desean tener certeza respecto de sus inversiones. Una vez transcurrido el plazo que se señala en el articulado del proyecto, la dirección de obras municipales respectiva emite un certificado en el que consta que, hasta la fecha de su emisión, no ha ingresado un reclamo de ilegalidad ni se ha notificado judicialmente un recurso de protección que recaiga sobre la gestión publicitada.


En razón de lo anterior, se destacó que el proyecto contribuye a llenar un vacío legal que hasta la fecha había provocado perjuicios a los inversionistas y a las empresas constructoras, toda vez que éstas solicitan créditos bancarios para ejecutar las obras y que la paralización de las mismas, cuando se decreta una orden de no innovar, implica una gran pérdida financiera.


Sin embargo, hubo consenso entre los diputados integrantes de la Comisión, en que con este solo procedimiento los vecinos no pueden tener claridad respecto de la forma en que serán afectados por una edificación y del perjuicio o molestia que les causará.


En efecto, si bien la determinación de una fecha cierta a partir de la cual se deben contar los plazos para impugnar los permisos de construcción, otorga certeza a los inversionistas que financian las obras, se suscitan dudas acerca de si dichos plazos son razonables y suficientes para presumir que los vecinos han comprendido a cabalidad la incidencia que para ellos tendrá dicha obra en construcción.


En razón de lo anterior, se concordó en la necesidad de que la iniciativa debiera propender hacia un equilibrio justo, en virtud del cual el empresario inmobiliario tenga certeza para realizar su inversión y, en forma simultánea, se resguarden los derechos de los vecinos que pueden verse afectados. 


Por otra parte, se valoró el hecho de que se disponga que las direcciones de obras municipales deben mantener, a disposición de cualquier persona que lo requiera, los antecedentes completos relacionados con las aprobaciones o permisos, toda vez que hasta la fecha no existe esa posibilidad.


No obstante lo anterior, la Comisión consideró que, dentro de la obligación de informar al público acerca de la aprobación u otorgamiento de anteproyectos, subdivisiones y permisos de edificación, debiera incluirse la de poner en conocimiento de dichas actuaciones al concejo y a las juntas de vecinos de la unidad vecinal correspondiente en forma previa a la publicación del aviso en el Diario Oficial. De este modo, se propone garantizar la información a los entes representativos y, por medio de ellos, a la comunidad.


Por otra parte, se estimó que este procedimiento de publicidad debiera establecerse con carácter general en la ley, de modo de evitar la regulación excesiva que se contiene en el articulado del proyecto, la que es más propia de un reglamento.


Durante la discusión en particular, se recogieron las inquietudes planteadas en el seno de la Comisión por medio de una indicación sustitutiva, que reemplaza el texto del artículo único, patrocinada por la diputada señora Eliana Caraball y por los diputados señores José Antonio Galilea, Patricio Hales, Carlos Montes y Boris Tapia, cuyo tenor consta en el proyecto aprobado por la Comisión.


Dicha indicación sustantiva tiene por objeto introducir las siguientes modificaciones en el artículo único:

a)
Efectuar correcciones formales en los números 1 y 2;

b)
Consagrar, en forma separada, en el número 3, nuevo, la obligación de las direcciones de obras municipales de exhibir nóminas que den cuenta de la aprobación de los anteproyectos, subdivisiones y permisos, y de informar de ellas al público, al concejo y a las juntas de vecinos de la unidad vecinal correspondiente, y

c)
Establecer, en el número 4, que corresponde al número 3 del mensaje, las características principales del procedimiento de publicidad y dejar entregada a la ordenanza general la reglamentación del mismo.


Se hace presente que el artículo único del proyecto, que fue objeto de una indicación sustitutiva, fue aprobado, tanto en general como en particular, por la unanimidad de los integrantes presentes en la Comisión.


Cabe señalar que la Comisión determinó que el proyecto no contiene artículos que deban votarse con quórum especial y que no requiere cumplir trámite en la Comisión de Hacienda.


El proyecto fue tratado y acordado en las sesiones celebradas los días 2, 16 y 30 de octubre de 2002, con asistencia de la presidenta de la Comisión, diputada señora Eliana Caraball, y de los diputados señores Sergio Aguiló, José Antonio Galilea, Patricio 
Hales, Jaime Jiménez, Iván Norambuena; de la diputada señora Lily Pérez, y de los diputados señores Víctor Pérez, Alberto 
Robles, Boris Tapia y Gonzalo Uriarte.


Concurrieron a las sesiones, en calidad de reemplazantes, los diputados señores Javier Hernández y Carlos Montes.


Debo destacar la excelente colaboración que prestaron a la Comisión los funcionarios directivos del Ministerio de Vivienda y Bienes Nacionales.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra la diputada Eliana Caraball.


La señora CARABALL (doña Eliana).- Señora Presidenta, la idea fundamental que tuvo el Ejecutivo a la vista para mandar este proyecto a tramitación a la Cámara fue, simplemente, fijar una fecha cierta a partir de la cual se pudiera entender conocido por todos el procedimiento que se seguirá respecto de una determinada construcción, y asignar a los instrumentos administrativos, como permisos, anteproyectos, etcétera, la calidad que tienen. Por lo tanto, que cuando éstos se utilicen en procedimientos judiciales, se sepa a partir de qué fecha pueden empezar a aplicarse o si están caducos.


Me explico: una actitud podría ser la de una persona que, de repente, se da cuenta de que un edificio de doce o más pisos le molesta, porque le tapa el sol o proyecta sombra sobre su terreno. Pero manifiesta su molestia ante los tribunales después de que se construyen esos doce pisos, y su explicación puede ser que andaba por Europa y que llegó hace dos días. Presenta un recurso de protección, esperando que la corte, por tratarse de bienes cuantiosos, pueda acoger una orden de no innovar y, por lo tanto, paralizar las obras. Esta es una situación extrema que produce un daño enorme a la construcción, por cuanto los créditos involucrados están devengando intereses diarios y cada paralización significa un daño adicional. Finalmente, lo más probable es que la corte determine que el permiso está bien dado y que la construcción está bien hecha, pero ya el daño está hecho.


Por otro lado, si consideramos que la comunidad tiene derecho a saber qué tipo de construcciones se van a hacer en su entorno, pareciera que faltara un instrumento como el que hoy discutimos a objeto de informarla y también para dar certeza jurídica a los juicios que eventualmente pudieren iniciarse.


En la discusión del proyecto se introdujo una modificación que, a mi manera de ver, mejora sustantivamente la situación actual, puesto que se hace obligatorio para las direcciones de obras municipales, publicar, a la entrada del recinto que ocupan, una lista de todos los proyectos aprobados durante el mes anterior, de manera que cualquier vecino que quiera saber cuál es la situación dentro de su comuna, simplemente debe dirigirse a la dirección de obras correspondiente, leer ese listado y, si hay algún proyecto que le llame particularmente la atención, puede solicitar al director o a algún funcionario que le explique en qué consiste, y así podrá iniciar acciones si le parece que dicho proyecto pasa a llevar sus derechos.


Fundamentalmente, esto se hizo por lo siguiente: avisar a los vecinos por medio de una carta certificada era un trámite bastante engorroso, por cuanto no había certeza de que efectivamente les llegara. Hubo una discusión bastante larga acerca de dónde se dejaba la carta si no había quién la recibiera; si se tiraba por debajo de la puerta o se ponía sobre la reja, etcétera. Son detalles, pero, de alguna manera, van enardeciendo a la opinión pública cuando se trata de temas que la afectan. Buscamos una solución bastante definitiva, cual es -reitero- que la dirección de obras -entidad encargada de dar los permisos- sea la que publique todos los meses los proyectos que aprobó, de manera que cualquier vecino, informado en detalle, pueda actuar si, eventualmente, se ve atropellado en sus derechos. Esto es un subproducto del proyecto, porque no lo traía originalmente, y creemos que es muy útil.


Por supuesto, el objetivo fundamental del proyecto es que deja a voluntad del empresario el hecho de hacer pública la condición de que su obra, de tales y cuales características, la va a iniciar en tal fecha, lo cual protege sus intereses, por cuanto, cumplidos los requisitos que la ley establece -esto es, de tantos días en un lugar público y, después, en el Diario Oficial-, se entenderá que toda la comunidad tuvo conocimiento sobre las características del proyecto y contó con un plazo de sesenta días para hacer sus observaciones, a contar de la fecha de publicación de los antecedentes.


El proyecto va en la línea correcta de lo que significa la interacción entre los inversionistas, el sector privado y la comunidad, puesto que, hoy, la falta de información es la que produce mayores roces y molestias.


Sin duda -insisto-, la iniciativa va en la línea correcta. Fue aprobada por la unanimidad -como destacó el diputado informante-, tanto en general como en particular. Por tanto, ojalá la Sala la apruebe exactamente igual.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra la diputada Lily Pérez.


La señora PÉREZ (doña Lily).- Señora Presidenta, la discusión de este proyecto en la Comisión de Vivienda nos motivó a todos y nos produjo bastante entusiasmo, porque dice relación con un tema muy relevante: la información y el acceso a ella por parte de la gente, de los vecinos que, el día de mañana, serán afectados cuando se comience, sobre todo, la construcción de un edificio o de una obra de gran impacto urbano y social.


El proyecto tuvo una sola indicación sustitutiva, porque, en general, nos pareció bastante bien desarrollado y acertado en su presentación. Diría que lo más importante es que los vecinos no van a ser sorprendidos, como habitualmente ocurre, cuando vean, por ejemplo, el inicio de las obras de un edificio de veinte pisos con una publicidad fantástica que señala todas las bondades de la nueva construcción; pero la gente nunca alcanza a imaginarse los perjuicios que puede tener ella.


Por eso, cuando se pone énfasis en que las empresas constructoras, con carácter voluntario, van a poder hacer publicidad respecto de sus proyectos, hay que aclarar que uno de los aspectos que más se discutió en la Comisión es que esa información debe ser muy transparente y fidedigna.


Quiero hacer mucho hincapié en que para nosotros es muy importante que la información que den las empresas constructoras e inmobiliarias con respecto al desarrollo de sus proyectos sea fidedigna, porque, muchas veces, un proyecto que se anuncia como fantástico, termina siendo tal que, en vez de arreglar la vida de los vecinos, produce conflictos, porque genera problemas de acceso a la luz natural, de seguridad, e incluso afecta la plusvalía de las propias viviendas.


A mi juicio, el proyecto apunta en la línea correcta, puesto que permite a los vecinos mayor acceso a la información, con prevenciones respecto de la publicidad, de los letreros y del envío de cartas certificadas.


Además, hace un par de años, con un grupo de parlamentarios enviamos este proyecto a la Comisión de Vivienda para que allí se estudiara que cualquier modificación al plan regulador que afectara clara y seriamente la calidad de vida de las personas, también fuera comunicada a través del correo certificado.


Por esa razón, como lo ha dicho el diputado informante, Boris Tapia, aprobamos por unanimidad esta iniciativa y esperamos que la Sala también se pronuncie en el mismo sentido, porque -reitero- va en la línea correcta, y, de alguna forma, contribuirá a disminuir los juicios. Hoy, cuando los vecinos se sienten afectados, pueden recurrir ante los tribunales de justicia, aunque, en honor a la verdad, muy poca gente puede hacerlo, porque no tiene dinero para contratar a un abogado. Por tanto, las empresas serias -sin lugar a dudas, la mayoría- van a querer evitar las contiendas en los tribunales y van a optar por informar en forma clara, transparente y fidedigna a los vecinos respecto de los proyectos que les puedan afectar. Por lo demás, esas contiendas son muy largas, caras y burocráticas o terminan en nada, porque -insisto- los vecinos no tienen apoyo jurídico para interponer una demanda.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el señor ministro.


El señor RAVINET (ministro de 
Vivienda y Bienes Nacionales).- Señora Presidenta, quisiera agradecer, por su intermedio, al diputado informante su muy completa exposición, como asimismo a las diputadas señoras Eliana Caraball y Lily 
Pérez, quienes, al igual que otros señores diputados, aprobaron el proyecto por unanimidad en el seno de la Comisión.


Sus integrantes mejoraron la redacción del proyecto original, simplificando, además, los trámites por realizar para cumplir con sus objetivos.


Por tanto, agradezco nuevamente a los integrantes de la Comisión el trabajo realizado en cuanto a perfeccionar la idea del Ejecutivo en esta materia. 


Respecto de la duda planteada acerca de qué tipo de información debe publicarse en el Diario Oficial o informarse a los vecinos y al concejo, debe ser precisamente el anteproyecto o proyecto aprobado por el respectivo municipio. Así se señala en el articulado del proyecto; cualquier otra información sería no cumplir con lo establecido en la iniciativa.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Cerrado el debate.


Se va a llamar a los señores diputados por cinco minutos a fin de efectuar la votación.


Se suspende la sesión.


-Transcurrido el tiempo de suspensión:

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Corresponde votar, en general, el proyecto de ley que establece un procedimiento de publicidad para gestiones administrativas relacionadas con la construcción.


Como este proyecto no ha sido objeto de indicaciones, propongo a la Sala votarlo en general y en particular.


Acordado.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 52 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Dado que muchos votos no se han registrado, se va a repetir la votación.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 72 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Aprobado en general y en particular.


Despachado el proyecto.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Alvarado, Álvarez, Allende 
(doña Isabel), Araya, Ascencio, Barros, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Burgos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Correa, Cubillos (doña Marcela), Díaz, Errázuriz, Escobar, Espinoza, García (don René Manuel), García-Huidobro, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Jaramillo, Jarpa, Kast, Kuschel, Leal, Letelier (don Juan 
Pablo), Letelier (don Felipe), Longton, 
Lorenzini, Luksic, Martínez, Mella (doña María Eugenia), Meza, Moreira, Muñoz (doña Adriana), Norambuena, Ojeda, Olivares, Palma, Paredes, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Sánchez, Sepúlveda (doña Alejandra), Soto (doña Laura), Tapia, Ulloa, Urrutia, Valenzuela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches y Villouta.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO
INVESTIGACIÓN SOBRE MERCADOS DE DISTRIBUCIÓN Y COMERCIALIZACIÓN DE COMBUSTIBLES.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- El señor Prosecretario dará lectura al proyecto de acuerdo Nº 132.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 132, de los diputados señores Pérez, don Aníbal; Saffirio, Vargas, Lagos, Encina, Galilea, don Pablo; Villouta, Vilches, Leal y Tapia:


“Considerando:


Que es un hecho público y notorio que en el país ha existido, en los últimos años, una espiral de alzas en el precio de los combustibles derivados del petróleo.


Que la ciudadanía tiene serias dudas sobre la corrección de los procedimientos empleados por los agentes del mercado de la distribución y venta de combustibles, quienes trasladan con especial celo y rigurosidad las alzas en los precios de sus productos y no así las disminuciones de los precios de referencia que proporciona la Empresa Nacional del Petróleo.


Que el mercado de la producción y distribución del petróleo y de sus derivados es imperfecto como fruto de la posición dominante de los proveedores en el mercado y de la dependencia externa de nuestro país de los carburantes importados.


Que, pese a que se han dado a conocer múltiples denuncias sobre la existencia de posibles concertaciones de precios o, derechamente, de abuso de posiciones dominantes en el mercado -unas formales y otras de carácter medial- hasta el momento no ha habido iniciativas públicas por parte de los organismos encargados de resguardar el cumplimiento de la ley Antimonopolios y de Derechos del Consumidor para defender los intereses sociales en juego.


Que existe, de parte del Estado, el derecho y, además, el deber de proveerse de los medios institucionales más idóneos para asegurar el buen desempeño de los mercados, como es propio del modelo de libre empresa que gobierna la economía nacional.


Que, en consecuencia, se hace necesario que una comisión especializada, como es la Comisión de Minería y Energía de la Cámara de Diputados, efectúe una investigación a fondo de la realidad del mercado de combustibles derivados del petróleo que establezca y califique el desempeño que les ha correspondido a los organismos públicos encargados de velar por el imperio de las leyes sobre libre competencia y de derechos de los consumidores en esta materia. Asimismo, deberá indagar las posibles falencias normativas existentes en esta campo y proponer las modificaciones legales pertinentes, así como recomendar las medidas de carácter meramente administrativo que han de adoptar los órganos de la Administración Pública.


La Cámara de Diputados acuerda:


Mandatar a la Comisión de Minería y Energía para que, en calidad de Comisión Investigadora, estudie el mercado de la distribución y comercialización de combustibles líquidos derivados del petróleo, indagando, en particular, el desempeño que han tenido los órganos estatales encargados de asegurar la libertad y la transparencia de los mercados en la investigación y persecución de posibles infracciones del decreto ley N° 211, ley Antimonopolios como, asimismo, las acciones llevadas a cabo por parte del Servicio Nacional del Consumidor y por el propio Ministerio de Economía para asegurar la legalidad de las actuaciones de los agentes privados involucrados.


La Comisión deberá, además, examinar el estatuto jurídico aplicable a este mercado, inquiriendo las posibles falencias normativas existentes y proponiendo las modificaciones legales pertinentes. 


Para el desempeño de este encargo, la Comisión tendrá el plazo de sesenta días corridos, el que podrá prorrogarse por acuerdo de la Sala.


Para el cumplimiento del mandato, la Comisión podrá citar a funcionarios públicos e invitar a personas con conocimientos o intervención relevantes en este mercado”.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Leal.


El señor LEAL.- Señor Presidente, este proyecto fue redactado con anterioridad a la presentación hecha por el fiscal nacional ante la Comisión Resolutiva para acoger las peticiones que diversos parlamentarios hemos formulado a la fiscalía nacional en cuanto a determinar inequívocamente que hay una violación a la ley Antimonopolios por parte de las grandes empresas distribuidoras de combustible líquido en nuestro país. El fiscal nacional no ha acogido una parte de la presentación que habíamos hecho en relación con la concordancia de precios, porque después de la investigación fue difícil probar, pese a los antecedentes pormenorizados que diversos parlamentarios entregamos en los distintos períodos, que existió dicha concordancia. Sin embargo, el fiscal económico hace una denuncia que es bastante grave: las trabas que se colocan en el acceso al mercado de los combustibles líquidos. Ello conlleva la imposibilidad en la práctica de que nuevas empresas y nuevos actores ingresen al mercado para garantizar mayor competencia y así regular la libre competencia en un sector en el cual, permanentemente, los usuarios tienen la percepción de que se concuerdan los precios o de que cuando se genera una baja en el mercado internacional de los combustibles, en particular del precio del petróleo, ella no se revierte en el usuario, y de que, generalmente, cuando se produce un alza, ésta es más o menos semejante en todas las empresas distribuidoras de combustibles.


Por estas razones, cabe destacar, en primer lugar, que el fiscal económico está cumpliendo con su cometido. Sin embargo, espero que aprobemos la ley que reemplaza a la Comisión Resolutiva por un tribunal de libre competencia, a fin de vigilar aún más el proceso, pues un mercado, para ser competitivo, requiere, además, ser transparente. Mientras tanto, me parece importante que la Comisión de Minería y Energía pueda abocarse a discutir este tema y a tomar conocimiento de la situación real que se vive en el mercado de los combustibles líquidos.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto, tiene la palabra el diputado señor Carlos Vilches.


El señor VILCHES.- Señor Presidente, apoyamos este proyecto de acuerdo, que faculta a la Comisión de Minería y Energía de esta Cámara para investigar el tema de los mercados de distribución y comercialización de los combustibles, porque creemos que ello es absolutamente necesario, en primer lugar, por las fluctuaciones de precio que ha habido en los mercados internacionales. En segundo lugar, porque la normativa que hoy rige -y que tiene una parte importante en relación con los precios libres para que vendan los distribuidores-, tiene como referencia el precio que la Comisión Nacional de Energía y la Empresa Nacional del Petróleo, Enap, fijan semana a semana. Como es de gran utilidad, llamo a los señores parlamentarios a apoyar este proyecto, porque nos va a permitir esclarecer el mercado de los combustibles. Además del estudio y la investigación que se haga al respecto, ver las posibilidades de flexibilizar los impuestos que están afectando a la venta de los combustibles.


Estamos convencidos de que si apoyamos este proyecto, lograremos un importante avance, en el cual los grandes beneficiados serán los propios usuarios de combustibles.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra.


En votación el proyecto de acuerdo 
Nº 132.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 55 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca, Araya, Barros, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Burgos, Caraball (doña Eliana), Cornejo, Correa, Delmastro, Díaz, Dittborn, Espinoza, García-Huidobro, Jaramillo, Jarpa, Kast, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Martínez, Meza, Molina, Mora, Ojeda, Ortiz, Paredes, Pérez (don José), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Quintana, Recondo, Riveros, Robles, Rojas, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salaberry, Salas, Sánchez, Sepúlveda (doña Alejandra), Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Ulloa, Urrutia, Valenzuela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches y Villouta.


ADOPCIÓN DE MEDIDAS FRENTE A ACUSACIONES DE ORGANISMOS INTERNACIONALES FORMULADAS EN CONTRA DE LA INDUSTRIA EXPORTADORA NACIONAL.


El señor SALAS (Vicepresidente).- El señor Prosecretario dará lectura al proyecto de acuerdo Nº 133.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 133, de los diputados señores Recondo, Alvarado y Galilea, don Pablo:


“Considerando:


Que Chile se ha dado una institucionalidad medioambiental basada en la ley de Bases del Medio Ambiente, que garantiza que todas las actividades económicas y productivas deben someterse a los requerimientos y exigencias de la ley, que hace sustentables las intervenciones a través de actividades productivas compatibles con nuestro nivel de desarrollo y que nadie puede eludir.


Que la legislación chilena ha ido incorporando exigencias para las actividades productivas y las inversiones públicas y privadas en cada una de las normas sectoriales, lo cual permite el objetivo de hacer sustentable cada una de ellas y mantener la biodiversidad y los equilibrios de los ecosistemas intervenidos.


Que el desafío implícito en los criterios que nuestro país ha definido para dictar las normas medioambientales cumple el propósito compartido por la sociedad en su conjunto, el cual es compatibilizar en forma adecuada y armónica los conceptos de crecimiento económico y de respeto al medio ambiente y la biodiversidad.


Que igual criterio y propósitos han inspirado la legislación laboral vigente, que ha sido modificada y perfeccionada en forma permanente, de manera de dar adecuada 



protección al trabajador y crearle condiciones de dignidad y de retribución justa. Todas estas normas han sido siempre concordadas con la legislación internacional, los tratados y las normas universalmente aceptadas a través de las organizaciones internacionales de trabajadores.


Las normas laborales vigentes, igual que las normas ambientales, han perseguido mantener exigencias que permitan condiciones de competitividad y de productividad en las empresas, compatibles con las exigencias de la globalización e internacionalización de la economía chilena.


Que el Estado de Chile debe garantizar a toda la población nacional y también a la comunidad internacional que la institucionalidad chilena en materias de medio ambiente y laboral se cumple y que para ello existen los mecanismos de fiscalización y control del cual el propio Estado es responsable y garante.


Que los crecientes niveles de competencia internacional en la producción de todo tipo de bienes y servicios y, por lo tanto, el también creciente intercambio comercial y la conquista de mercados para esos bienes y servicios han obligado a organismos como la OMC y otros que hagan concordar a los países en normas que hagan transparente y fluido el comercio internacional.


Que los países desarrollados, promotores de la mayor libertad de comercio y de apertura económica, han visto muchas veces amenazadas sus cuotas de mercado por parte de economías emergentes que aspiran a conquistarlos. Como una forma de reaccionar en defensa de sus mercados, en especial cuando son sobrepasados por economías más competitivas o por industrias especificas más eficientes y productivas, surgen las acusaciones de “dumping”. Se han hecho cada vez más frecuentes las acusaciones de “dumping” laboral y “dumping” ambiental.


Que la industria chilena del salmón y la industria forestal han sido objetivos permanentes de los ataques de organizaciones internacionales y nacionales, que, bajo el rótulo de ambientalistas o en una pseudodefensa de los trabajadores, las acusan de no respetar las normas laborales y ambientales, de manera de desplazarlas de los mercados donde han conquistado una cuota con eficiencia y competitividad.


En los últimos días y en especial en momentos difíciles del país, donde todo el mundo exige sacrificios, hay quienes están haciendo campañas en contra del empleo. Tal es el caso de la fundación TERRAM y la fundación Amigos de la Tierra, las que en Norteamérica, así como en Europa, se han dedicado a desprestigiar las exportaciones de salmón chilenas, alegando que los trabajadores chilenos no cumplen con las normativas medioambientales respecto de la elaboración de sus productos.


Que, al revisar las declaraciones y las acusaciones hechas por este tipo de instituciones, llama la atención que sean hechas precisamente por algunas cuyas fuentes de financiamiento son totalmente desconocidas. Por otra parte, sorprende que estas declaraciones y acusaciones se hagan en los países desarrollados y en contra de productos y trabajadores chilenos, favoreciendo a las empresas y accionistas de países desarrollados que son menos competitivos en la elaboración de estos productos.


Que es indispensable recalcar que, para resolver este problema, es necesario que el Gobierno y la Oposición, los empresarios y los trabajadores trabajen unidos en defensa de nuestros productos cuando cumplen con todos los estándares nacionales e internacionales vigentes.


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar al Presidente de la República que instruya a la Ministra de Relaciones Exteriores a fin de que se confiera un certificado diseñado especialmente para que las empresas exportadoras puedan acreditar que cumplen con todas las normas legales que Chile establece para desarrollar alguna actividad económica.


Frente a casos de acusaciones infundadas de ONGs, tanto nacionales como extranjeras, es menester que el Ministerio de Relaciones Exteriores otorgue el certificado en forma expedita, con copia al embajador o representante diplomático del país donde se materializa la acusación y con instrucciones imperativas a las representaciones diplomáticas de Chile ante esos países para que lo difundan en todas las instituciones u organismos que tengan vínculo o relación con la industria amenazada.


En caso de que la acusación sea genérica, dirigida en contra de la industria del país, sin distingo de empresas, ha de ser el Gobierno de Chile quien preste la colaboración y los soportes tanto técnicos como financieros a las organizaciones que representan a esa industria para que emprendan su defensa.


Solicitar, además, que el Gobierno de Chile colabore en la elaboración de todas las acciones judiciales que los trabajadores y productores chilenos puedan interponer en contra de los promotores de las campañas pseudoambientales y laborales.”


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Carlos Recondo.

El señor RECONDO.- Señor Presidente, cada vez es más reconocido el importante aporte de la industria salmonera al desarrollo de la economía nacional, en general, y a las regiones del sur, en particular. Como todos sabemos, se trata de una actividad que exporta alrededor de 1.000 millones de dólares al año y cuyas expectativas a futuro se basan en el crecimiento y en una mayor inversión. Así las cosas, es posible duplicar las actuales cifras de exportación. El desarrollo de esta industria tiene su origen no sólo en las ventajas comparativas que esta actividad sustenta en el sur del país, basadas en las condiciones naturales para desarrollar la acuicultura, sino, además, en la exitosa gestión de las empresas, en particular por el aporte hecho por los trabajadores en pos del desarrollo de esta industria. Ellos, que en forma directa o indirecta suman más de 45 mil trabajadores, han aportado en forma creciente a la especialización y competitividad del sector, lo que ha posibilitado que la industria haya conquistado amplios mercados en el mundo.


Estos logros han despertado reacciones en los mercados internacionales, como acusaciones de dumping, las que primero surgieron en Estados Unidos y luego en algunos países de la Unión Europea. Adicionalmente, organizaciones no gubernamentales han iniciado campañas en contra de este sector industrial, para lo cual argumentan el hecho de que las industrias nacionales no cumplen con las normas ambientales vigentes. No obstante, todos sabemos que nuestro país se ha dado una institucionalidad medioambiental moderna, a la que todas las empresas se deben someter.


Así las cosas, las acusaciones y las campañas internacionales no tienen verdadero fundamento. Por esa razón, es necesario que el Estado avale a estas empresas que, en el desarrollo de sus faenas, cumplen con la normativa medioambiental vigente.


En los últimos meses hemos sido testigos de campañas llevadas adelante por determinados organismos de ciertos países para impedir que el salmón chileno llegue a sus mercados. Esas acciones han sido impulsadas precisamente en países donde Chile compite en condiciones ventajosas gracias al mejor desarrollo de su industria, lo que le ha permitido -repito- conquistar esos mercados. Esta situación de menoscabo debe ser reparada por el Estado. Por esa razón, se ha solicitado que el Ministerio de Relaciones Exteriores, a través de un instrumento diseñado especialmente para el efecto, emita, cuando se generen este tipo de acusaciones, un certificado que garantice que las empresas que funcionan en Chile cumplen con la institucionalidad medioambiental exigida, de modo que pueda ser difundido a través de las embajadas y organizaciones que nuestro país mantiene en esos países, y cumpla con el objetivo de neutralizar las campañas que tanto daño ocasionan a una industria que, como señalé al inicio de mi intervención, ha sido tan exitosa y que ha generado una importante cantidad de empleos. Sin duda, esa situación continuará siendo favorable en la medida en que podamos contrarrestar los efectos negativos de campañas de la naturaleza mencionada.


Por los argumentos invocados, la Cámara debiera aprobar el proyecto de acuerdo, sobre todo atendido el hecho de que existe una opinión consensuada respecto de los aportes que entrega la industria salmonera. En los próximos días, la Comisión de Pesca viajará a la Unión Europea a plantear lo inconveniente que resulta formular acusaciones infundadas.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 58 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Álvarez, Araya, Barros, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Burgos, Bustos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Correa, Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Díaz, Dittborn, Egaña, Escalona, Escobar, Espinoza, García-Huidobro, González (doña Rosa), Hernández, Jaramillo, Jarpa, Kuschel, Leal, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Meza, 
Molina, Norambuena, Ortiz, Paredes, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Quintana, Rebolledo, Recondo, Robles, Rojas, Salaberry, Salas, Sánchez, Sepúlveda (doña Alejandra), Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Ulloa, Urrutia, Valenzuela, Varela, Venegas, Vilches, Villouta y Von 
Mühlenbrock.
PROGRAMA DE APOYO A LAS LIGAS RURALES Y CAMPESINAS DE FÚTBOL.


El señor SALAS (Vicepresidente).- El señor Prosecretario dará lectura al proyecto de acuerdo siguiente.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 134, de los señores Espinoza, Robles, Saffirio, Pérez, don José; Paredes, Barros, Aguiló, Forni, Bustos y Prieto.


“Considerando:


Que, sin ninguna duda, el deporte aficionado de mayor masividad y popularidad que se practica en el país es el fútbol “amateur”, que se desarrolla, fundamentalmente, a través de las diversas federaciones, ligas o asociaciones, que, a su vez, están integradas por miles de clubes, organizados en torno a la Asociación Nacional de Fútbol Amateur, constituyendo una actividad deportiva que agrupa a más de medio millón de deportistas cada fin de semana.


Que, en este marco deportivo aficionado, existe una red particular y paralela de organización ligada de manera directa y estrecha a las actividades rurales, agrícolas, campesinas o, derechamente, precordilleranas: las ligas rurales, las campesinas o, en el caso del norte, las andinas, compuestas mayoritariamente por trabajadores, campesinos, temporeros, agricultores, ganaderos y pastores.


Que estas ligas reproducen las particularidades propias de quienes las integran y, por ello, en medio de extensas jornadas laborales y el desarrollo de tareas durante todos los días de la semana, existe el espacio para la práctica de esta actividad deportiva, constituyéndose no sólo en el único momento de esparcimiento y recreación de los trabajadores de las zonas rurales, sino también, de hecho, en un espacio de reunión y de disfrute colectivo de sus grupos familiares, formando parte de su identidad social, regional y cultural.


Que estas ligas campesinas o rurales constituyen el sector más desfavorecido del fútbol aficionado, toda vez que su distancia o lejanía de los grandes centros urbanos los alejan también de los apoyos institucionales, gubernamentales, municipales y sectoriales y, lo que es peor, los distancia de los recursos que les pudieren permitir fortalecer su organización, especialmente en lo que se refiere al desarrollo de infraestructura y equipamiento. Por esta razón, los pocos recursos que manejan son utilizados en la adquisición de sus vestimentas deportivas y en el traslado que les significa interrelacionarse deportivamente con otras zonas rurales.


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar al Subsecretario de Deportes que desarrolle una política específica orientada a los deportistas campesinos, que masivamente practican el fútbol aficionado, por medio de la creación de un Programa de Apoyo a las Ligas Rurales y Campesinas, que se traduzca en la destinación de fondos -por la vía de presupuestos permanentes y fondos concursables-, para el fortalecimiento y desarrollo de la actividad deportiva rural, especialmente considerando el impacto social y cultural que ésta genera.”


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Fidel Espinoza.


El señor ESPINOZA.- Señor Presidente, junto a un grupo de parlamentarios pertenecientes a todas las bancadas, hemos presentado esta iniciativa por razones que consideramos muy importantes.


Gran parte de los diputados presentes representamos a distritos de características eminentemente rurales. Cuando visitamos nuestras zonas durante la semana distrital o en cumplimiento de nuestras actividades normales, nos percatamos de que la única actividad de esparcimiento y recreación que se desarrolla en los diferentes campos de nuestro país se relaciona con la actividad deportiva, organizada a través de las ligas campesinas rurales.


Todos estamos en conocimiento de que el Gobierno ha hecho importantes esfuerzos, a través de Chiledeportes, para mejorar la actividad deportiva. No obstante, consideraríamos de mucha relevancia apoyar esta iniciativa, la que persigue oficiar al subsecretario de Deportes, señor Arturo Salah, a fin de desarrollar una política específica 
-orientada a los deportistas campesinos que masivamente practican el fútbol aficionado- por medio de la creación de un programa de apoyo a las ligas rurales y campesinas que tengan carácter regional. Hoy, los clubes deportivos rurales prácticamente están imposibilitados de acceder a recursos del Estado, por cuanto tienen que postu-
lar en igualdad de condiciones a las iniciativas concursables, lo que no les es posible, ya que no cuentan con capacidad para hacerlo.


Por eso, consideramos de mucha importancia esta iniciativa, la que esperamos que sea complementada por los colegas que, de una u otra forma, puedan apoyarla.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto, tiene la palabra el diputado señor Eduardo Saffirio.


El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente, seré muy breve, a fin de que, si la Sala lo tiene a bien, pueda intervenir a favor del proyecto el diputado señor Barros.


Simplemente, quiero agregar dos antecedentes a los entregados por el diputado señor Fidel Espinoza.


En el mundo campesino, el desarrollo del deporte, en particular del fútbol, es una poderosa herramienta para combatir dos problemas: uno, el flagelo del alcoholismo, derivado de la falta de oportunidades y de la dureza de la vida campesina. Las cifras son inquietantes en regiones rurales. En el caso de la Novena Región, prácticamente el 44 por ciento de los hombres son bebedores-problema, y el deporte es una manera complementaria de sacar a la gente de este mal o de evitar que los niños y los jóvenes caigan en él.


En segundo lugar, está el problema de la atomización del mundo campesino. Hoy existe debilidad en las organizaciones populares urbanas y rurales. 


Muchas veces, y lo hemos visto en la práctica, en torno al fútbol florecen las organizaciones. El club deportivo se organiza en una comunidad rural, se construye una sede, la gente comienza a conocerse y en torno a ello florece una multiplicidad de otras organizaciones que hacen un gran bien no sólo a sus afiliados, sino también a la calidad de vida comunitaria y al capital social de este país. 


Por estas razones, complementarias de las que ha dado el diputado señor Espinoza, la Sala debiera dar su apoyo a este proyecto de acuerdo.


He dicho. 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Solicito el acuerdo de la Sala para dar la palabra al diputado señor Ramón Barros, uno de los autores del proyecto de acuerdo. 


¿Habría acuerdo? 


Acordado. 


Tiene la palabra, señor diputado. 


El señor BARROS.- Señor Presidente, para el mundo rural es de importancia suprema el hecho de que nos preocupemos también de que tenga actividades con financiamiento permanente. Solamente en mi distrito, el 35, funcionan más de 1.500 clubes deportivos rurales y una cantidad creciente de escuelas de fútbol. 


Por lo tanto, con la bancada de la UDI apoyaré con entusiasmo este proyecto de acuerdo, que de alguna manera persigue que tengamos presupuestos permanentes para una actividad que, sin lugar a dudas, es la más popular y la que concita la mayor cantidad de participantes en el mundo rural.


Además, con iniciativas de esta naturaleza, de alguna manera ayudaremos a superar problemas de alcoholismo y de drogadicción de nuestra juventud. Por lo tanto, espero que el Ejecutivo tenga a bien oficiar al subsecretario de Deportes para éste implemente una política en favor del mundo deportivo rural y campesino.


Agradezco la oportunidad de haber hecho uso de la palabra.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará por unanimidad el proyecto de acuerdo.


¿Habría acuerdo? 


Aprobado.

VII. INCIDENTES
CONSTRUCCIÓN DE CASETAS SANITARIAS EN VIVIENDAS MAPUCHES. Oficios.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado señor Edmundo Villouta.


El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, en la comuna de Los Sauces, de mi distrito, hace aproximadamente dos años se inició un programa especial de viviendas mapuches, así como también en las de Lumaco y Purén, de la Novena Región.


Con mucha visión, el alcalde de Los Sauces consiguió fondos para agregar casetas sanitarias a esas viviendas mapuches, pero lamentablemente la empresa tuvo problemas económicos y hasta el momento esas casas no se han entregado, si bien algunas pocas han sido ocupadas por sus propietarios.


Este programa de casetas sanitarias rurales ha sido bien considerado por el Gobierno, y hace algún tiempo se nos dijo que existía la posibilidad de concretar estos programas, en el sector campesino, como un programa nacional.


Por lo tanto, pido oficiar al ministro del Interior para consultar en qué situación se encuentra, en Los Sauces específicamente, la entrega de viviendas rurales con sus casetas sanitarias. 


Asimismo, oficiar a los ministros de Vivienda y de Hacienda para saber si hay alguna posibilidad de que a futuro se cree un programa nacional de construcción de casetas sanitarias para el sector rural porque se trata de una buena medida. 


Por otra parte, los organismos internacionales están pidiendo mejorar las condiciones sanitarias de las viviendas rurales como una forma de asegurar que los productos agrícolas enviados al exterior no sean víctima de contaminación, lo que después significaría su rechazo. 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los diputados señores Ortiz, Ojeda, Mulet, Tapia, Araya, Jaramillo, Rossi y de las diputadas señoras Alejandra Sepúlveda, Ximena Vidal y Laura Soto. 

ACTUALIZACIÓN DE SEÑALES DE TRÁNSITO. Oficios.


El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, hace aproximadamente dos meses se aprobó la nueva normativa sobre velocidad en el tránsito, tanto para las carreteras concesionadas de doble tránsito como para las de vías simples. Unas, hasta 120 kilómetros por hora, y otras, en los sectores urbanos, hasta 60 kilómetros, pero resulta que hay caminos, como los accesos a Nacimiento y a Renaico, y otras comunas, donde no se ha actualizado la señalización. Incluso, algunas personas me han comentado que Carabineros seguiría pasando partes porque la señalización en el camino se mantiene con la velocidad antigua, que lógicamente está obsoleta. 


Por lo tanto, pido que se oficie al ministro del Interior para que haga presente a los municipios la necesidad de adoptar las medidas, a la brevedad, para regularizar los letreros de velocidad máxima. 


Asimismo, oficiar al ministro de Obras Públicas en lo que compete a esa cartera de Estado en algunos sectores cercanos al radio urbano de las comunas. Esto, por supuesto, no se refiere sólo a mi distrito, sino también a todas las comunas del país. 


He dicho. 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los diputados señores Ortiz, Ojeda, Mulet, Tapia, Araya, Jaramillo, Rossi y de las diputadas señoras Alejandra Sepúlveda, Ximena Vidal y Laura Soto. 

NO PAGO DE ASIGNACIONES ESPECIALES A FUNCIONARIOS DE LA SALUD DE ATACAMA. Oficios.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jaime Mulet.


El señor MULET.- Señor Presidente, quiero hablar de un tema que preocupa fundamentalmente a los funcionarios de la salud de mi distrito.


Los funcionarios del Servicio de Salud de Atacama, quienes atienden a los habitantes de la Tercera Región, enfrentan un problema económico que, fundamentalmente, afecta a los choferes de ambulancias de los distintos servicios, y también a todos aquellos que los acompañan en los traslados de pacientes a las diferentes ciudades dentro de la región de Atacama, y también hacia otros destinos. Por ejemplo, por disposiciones del Ministerio de Salud, habitualmente ellos deben trasladar a pacientes a distintos establecimientos hospitalarios: de Antofagasta, de Coquimbo y de la ciudad de Santiago.


Estimo que debiera reglamentarse con absoluta claridad el pago de horas extraordinarias de los funcionarios que participan en esos traslados, y también el pago de viáticos si realizan traslados más allá de la distancia que señala el decreto que regula los viáticos, porque no existe una disposición clara en esta materia. 


En particular, a los trabajadores que laboran en la ciudad de Vallenar, a pesar de que están dentro del mismo servicio de salud de Atacama, se les están aplicando criterios distintos de aquellos que rigen para los funcionarios que laboran en los hospitales de Huasco o Copiapó. En efecto, a aquellos les han cambiado las reglas del juego, toda vez que a muchos hoy no les están pagando viáticos y horas extraordinarias, en circunstancias de que se los cancelaban hasta hace algunas semanas.


Por eso, solicito que se oficie al ministro de Salud, a fin de que informe de manera circunstanciada, con la mayor cantidad de detalles posibles, la forma en que se deben pagar las horas extraordinarias y los viáticos a los choferes y a los demás funcionarios del Servicio de Salud Atacama que realizan desplazamientos para el traslado de pacientes o cumplen órdenes de las autoridades respectivas.


Asimismo, pido oficiar, con la misma finalidad, a la Contraloría General de la República, a fin de que ésta informe a este parlamentario de qué manera se deben pagar, reitero, los viáticos y las horas extraordinarias a los funcionarios que se desplazan por distintas ciudades, en los términos en que he señalado.


Finalmente, solicito acompañar ambos oficios, para que sean más explícitos, con copia del texto de mi intervención.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de la diputada y los diputados de su bancada, señora Alejandra Sepúlveda, y señores Boris Tapia, Pedro Araya, José Miguel Ortiz; de la diputada y diputado del Partido por la Democracia señora Ximena Vidal y señor Felipe Letelier; del diputado del Partido Radical señor 
Alberto Robles; de los diputados del Partido Socialista señores Fulvio Rossi y Sergio Aguiló, y de quien habla.

SITUACIÓN POLÍTICA Y NECESIDAD DE TRANSPARENTAR LA GESTIÓN DE DIPUTADOS PRESUNTAMENTE INVOLUCRADOS EN ILÍCITOS.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Partido por la Democracia, tiene la palabra la honorable diputada señora Ximena Vidal.


La señora VIDAL (doña Ximena).- Señor Presidente, a raíz de los últimos acontecimientos que han afectado a diputados de nuestro partido y de la Concertación, no puedo dejar de compartir algunos puntos de vista al respecto.


No podemos quedarnos con la sensación de impotencia, de vergüenza o de rabia que nos provocó la denuncia de presuntas coimas y la eventual responsabilidad que puedan tener algunos de nuestros colegas -con la anécdota-, y tampoco quedarnos sin fuerza y energía suficientes para actuar, más que nunca, con una actitud firme, honesta y de cara a la ciudadanía.


Estos hechos demostrarían algunas acciones oscuras del quehacer político, así como ha ocurrido en la Iglesia, las Fuerzas Armadas y también en otros organismos de la sociedad. También deberían servirnos para ser capaces de cambiar la forma de hacer política.


¿Cómo? Por ejemplo, tomando las medidas que está auspiciando el Gobierno para mejorar y transparentar la gestión previniendo, enfrentando y no tapando los actos de corrupción o ilícitos que se detecten o presenten en las instituciones y en la ciudadanía, en general. Debe quedar claro que éste no es un grave problema de la clase política de nuestros tiempos, como algunos quieren hacer creer, sino que de toda la sociedad, en su conjunto.


Frente a esto, se hace necesario recalcar, de manera explícita y enfática, que ha sido el propio Gobierno el que, a través de los órganos correspondientes, se ha encargado de enviar y de promover, de manera ágil, los proyectos de ley que vayan en franco ataque contra el flagelo de la corrupción, cualquiera sea la forma y el sector político desde el cual proviene. Un ejemplo de esta afirmación es el proyecto de ley que controla el gasto electoral -que está siendo exitosamente tramitado-, como el que regula la contratación de obras y de funcionarios en los municipios; el que fija los honorarios máximos de los directivos de las empresas del Estado, establece las normas sobre declaración patrimonial que deben hacer los funcionarios públicos antes de proveer el cargo, y otros que el Ejecutivo irá implementando paulatinamente, a fin de hacer claro y posible el objetivo que se ha propuesto, cual es el del combate frontal a cualquier manifestación de corrupción.


Éste es un problema de fondo y de forma. De ahí que el camino para recuperar la confianza en las personas y el sentido genuino de la política pasa necesariamente por recrear las acciones políticas. Entonces, si ello es así, también pasará por buscar las respuestas adecuadas para las realidades que vivimos en el siglo XXI. Es un largo camino que debemos estar dispuestos a reconocer y recorrer, lo que, de alguna manera, ya estamos haciendo, pero en forma errática y poco cohesionada, sin la visión consistente que entrega, también en la política, la manera de concretar la realización de los sueños.


En cuanto recuperemos el contacto y la sintonía fina con nuestros manoseados valores, como la verdad, la bondad, la belleza, la justicia, la cooperación, la libertad, el amor, la paz, seremos capaces de llevar a la práctica nuestros discursos y teorías.


Tal vez sea básica y simple mi mirada, pero estoy convencida de que, con un lenguaje directo y con voluntad, a pesar de que nuestros valores son pesados y de alta densidad, seremos capaces de transformar el discurso en acciones que nos permitan cambiar la política y la cultura en lo que queremos y necesitamos para ser ciudadanos más felices. Debemos trabajar para que exista mayor igualdad de oportunidades, es decir, invertir para disminuir la falta de educación y de calidad de salud para todos.


No podemos negar que, más allá de las encuestas, el Presidente Lagos y el Gobierno están bien evaluados por la ciudadanía, porque han sido coherentes en el discurso y en las acciones políticas y de gestión que, aunque a destiempo, han sido realizadas, no obstante la persistente mirada puntillosa de la Oposición que se fija más en los errores que en los innumerables aciertos que ha tenido y tendrá este Gobierno y en la acción ciudadana con que construimos, día a día, más democracia. 


Reconozcamos los logros y, junto con aplaudirlos, multipliquemos los esfuerzos por hacer un trabajo político creativo, sin miedo a realizar las transformaciones necesarias para responder adecuadamente a las expectativas de las ciudadanas y de los ciudadanos, quienes, igual que nosotros, se la juegan por hacer de este Chile un país mejor, más libre, justo y solidario.


No nos defraudemos a nosotros mismos. Si creemos en esa opción, tengamos la voluntad para innovar; ejercitémonos para la acción y transformemos la política, porque cuando se tiene la fuerza de creer, todo es posible.


He dicho.

REANUDACIÓN DE IMPORTACIÓN DE CARNE DESDE ARGENTINA. Oficios.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el diputado señor Carlos Hidalgo.


El señor HIDALDO.- Señor Presidente, durante los últimos días, especialmente el fin de semana, nos hemos enterado de que el Servicio Agrícola y Ganadero ha resuelto impedir el ingreso de carne de Brasil, específicamente del Mato Grosso, que representa el 30 por ciento del 68 por ciento de la carne que Chile importa desde ese país, debido a que allí se ha producido un problema zoosanitario.


Anteriormente, se había impedido el ingreso de carne desde Paraguay, en circunstancias de que también está suspendida, desde hace un tiempo, la importación de carne desde Argentina.


Esta resolución -que, me imagino, es técnicamente loable desde todo punto de vista, ya que no quiero pensar que se trate de una situación eminentemente política que beneficiará a algunos, en perjuicio de todos los chilenos- nos tiene tremendamente preocupados, porque significa que el precio de la carne subirá aproximadamente en 40 ó 50 por ciento, lo que ocasionará un doble perjuicio para todos los chilenos: primero, que esta alza de precio impedirá automáticamente que la gente pueda comprar la cantidad de carne que necesita; segundo, habrá un aumento del IPC, lo que pone en grave riesgo la meta antiinflacionaria fijada por el Banco Central y por el Gobierno, que considera que sólo llegue al 3 por ciento.


Debemos recordar que el IPC ya llegó al 3 por ciento, pero restan dos meses para que termine el año. No creo que el IPC de esos meses sea tan negativo como para que baje esa meta del 3 por ciento, o permita mantenerla.


Destaco esta grave situación, porque es correcto señalar que desde hace más de un mes y medio el SAG está en condiciones técnicas de reanudar la importación de carne desde Argentina.


Por lo tanto, solicito oficiar al director del SAG y a los ministros de Hacienda, de Economía y de Agricultura, con el objeto de que nos informen por qué no se ha permitido el ingreso de carne desde Argentina, en consecuencia que no existen problemas zoosanitarios en la actualidad.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los diputados señores Ojeda, Bertolino, Letelier, don Felipe, Rossi, Robles y Jarpa.

REITERACIÓN DE ANTECEDENTES POR CONTAMINACIÓN DEL RÍO ELQUI. Oficios.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el diputado señor Mario Bertolino.


El señor BERTOLINO.- Señor Presidente, frente a una situación vivida hace 45 días y que, desgraciadamente, se ha repetido el 8 de noviembre recién pasado, debo informar a esta honorable Cámara -y por ello reitero la petición de enviar una serie de oficios con el objeto de evitar que se repita la situación- sobre la segunda contaminación de las aguas del río Elqui, Cuarta Región, a la altura de la quebrada Marquesa, ocurrida el viernes 8 recién pasado con relaves de la compañía minera Cobrex, que opera allí.


Esta situación se vivió también el 22 de septiembre de 2002, fecha en la que, a través del diputado Encina y con la adhesión de otros diputados y de quien habla, se pidió a la honorable Cámara el envío de una serie de oficios a los respectivos ministerios para saber la forma en que se estaba enfrentando esa situación; oficios de los cuales, hasta el día de hoy, no hemos recibido respuesta.

Ahora nuevamente se repite esta lamentable situación. La primera vez se derramaron ocho mil toneladas de material de relave y de alto contenido de fierro, manganeso, cobre y otra serie de microelementos, las que ocasionaron gravísimos perjuicios y daños a los usuarios del agua del río Elqui, que abastece preferentemente a la ciudad de La Serena y también a pequeños y medianos agricultores.


Este material de relave se solidifica 
rápidamente y, además, es contaminante, por lo cual se originó una serie de embancamiento de canales y también pérdidas en el rendimiento de cultivos, muerte de plantas, impermeabilización del suelo e, igualmente, la muerte de fauna piscícola de la zona.


Desgraciadamente, en las reuniones que han desarrollado las distintas instancias de la región, no se ha tomado en cuenta a la junta de vigilancia del río Elqui. Es así como ella tuvo que duplicar de 4 a 9 metros cúbicos por segundo la evacuación de aguas del tranque Puclaro para poder diluir esta contaminación, la cual la hizo perder 7 millones de metros cúbicos.


A esta situación se suma una contaminación por, más o menos, tres mil metros cúbicos de relaves, por lo cual de nuevo se deberá evacuar otra cantidad de agua para poder diluirla.


Hemos sabido que el comité de emergencia se habría reunido el viernes 8 recién pasado, oportunidad en la que tampoco, desgraciadamente, se invitó a la junta de vigilancia.


Por ello, reitero mi petición de oficios a una serie de instituciones, entre ellas a la Conama, a los Ministerios de Obras Públicas, de Agricultura, de Minería y de Salud, para que nos informen, a través de la DGA, del SAG, de la Sernageomín y de la seremi de Salud de Coquimbo sobre cuál ha sido el daño y la evaluación de éstos ante estos dos hechos de contaminación de las aguas del río Elqui, qué información se tiene hasta el día de hoy y cuáles son las medidas que se han adoptado para evitar esta situación, ya que las tomadas en la primera oportunidad no dieron resultado, dado que se repitió la misma situación de que los relaves fueron a dar al río Elqui.


También se publicó en el diario de la zona que se realizó una gira tecnológica a Estados Unidos, en la que participaron representantes de Sernageomín, DGA, Seremi de Salud Coquimbo y de Conama, a fin de estudiar y conocer el procedimiento para el cierre de minas o abandono de ellas. Son las mismas personas que debieron adoptar las medidas para que esta catástrofe no se hubiese repetido por segunda vez.


Por tanto, solicito que los ministerios antes aludidos informen a la brevedad acerca de cuáles han sido las medidas tomadas, porque -como se puede ver- fallaron, ya que no fueron suficientes para evitar una segunda contaminación.


También pido oficiar al ministro del Interior para que, a través del intendente, informe qué medidas se han coordinado y cuál fue el motivo para no incorporar a la junta de vigilancia del río Elqui, que agrupa a todos los pequeños y medianos agricultores, quienes han visto afectados sus cultivos por esta catastrófica situación de contaminación ecológica.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, adjuntando copia de su intervención.

REALIZACIÓN DE ENCUESTA CAS POR MUNICIPIOS DE LA REGIÓN DE LA ARAUCANÍA. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo correspondiente al Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra al diputado Jaime Quintana.


El señor QUINTANA.- Señor Presidente, solicito que se oficie a la señora ministra de Mideplan, doña Cecilia Pérez, para que tenga a bien remitir a este diputado copia del informe que dicha repartición le hiciera llegar a la Contraloría General de la República en relación con algunas irregularidades detectadas en municipios de la región de La Araucanía, referidas a la encuesta CAS, en el cual se señala que existirían anormalidades que irían desde la aplicación de la encuesta hasta eventuales adulteraciones, situación sobre la que este diputado entregó, hace dos semanas, antecedentes preliminares a la Contraloría Regional.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio en la forma solicitada por su Señoría.

PRECISIONES SOBRE RESPONSABILIDADES EN CASOS DE CORRUPCIÓN.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Socialista y Radical, tiene la palabra el diputado señor Fulvio Rossi.


El señor ROSSI.- Señor Presidente, la corrupción debe ser combatida sin importar el lugar de donde provenga. Detrás de cada acto de corrupción y falta de probidad se esconde una sociedad que ha hecho de la acumulación de dinero y de poder, su Dios.


El dinero se transforma en la mayor expresión de éxito y status. Pero debemos también apreciar que detrás de una coima, hay un privado ansioso de comprar la influencia política para favorecer sus propios negocios. ¡Cuidado con caer en la hipocresía de pensar que los hechos que hoy afectan a algunos miembros de la Concertación son sólo patrimonio de nuestro conglomerado! No debemos olvidar -insisto- que detrás de estos hechos está siempre un empresario inescrupuloso e, incluso, un dirigente empresarial. Son los mismos que fueron cómplices o encubridores de la estafa más grande del siglo: Javier Vial Cox, Rolf Lüder, Sergio Molina, César Valdés Zegers, Patricio Mayo Correa, Héctor Ovando, Juan Manuel Castro Cuevas, Carlos Bassino Galli y César Sepúlveda. Todos ellos, después de 19 años de proceso, han sido absueltos en un fallo de segunda instancia absolutamente cuestionable.


Estos señores se robaron el dinero de miles de personas sencillas y modestas de nuestro país. Ahora salen a la calle, gozan de la más vergonzosa impunidad y no ha habido sobre esta situación ninguna cobertura relevante en los medios de comunicación. Hoy no deberán cancelar la multa de 600 millones de dólares que les impuso en el año 1997 el magistrado Rafael Huerta. Entonces, yo me pregunto: ¿la triangulación entre el Banco de Chile, el Banco Andino de Panamá y las empresas del BHC en Chile es menos grave que los hechos acaecidos recientemente?


Estos personajes salen a la calle y nadie les dice nada, no los insultan ni les tiran monedas.


Al parecer, los dos ministros de la Corte de Apelaciones que los absolvieron no tienen el mismo estilo del ministro Aránguiz o, quizás, es muy riesgoso enfrentarse a los grupos económicos que controlaban y aún controlan este país.


Sin embargo, quiero destacar la tremenda entereza y valentía de la ministra Amanda Valdovinos, cuyo comportamiento en éste y en otros casos, nos hace seguir creyendo en la justicia. Hago un llamado a separar la paja del trigo, porque así como debemos combatir la corrupción con mano dura y drasticidad, de igual forma debemos defender a quienes son inocentes.


Este último es el caso de nuestro colega y Segundo Vicepresidente de nuestra Corporación, Juan Pablo Letelier, hombre honesto cuya rectitud ha marcado su vida pública. Tanto es así que la petición por desaforarlo ha despertado el más profundo rechazo de la gente simple y sencilla que cree y confía en él.

Por tanto, debemos tener cuidado 
-incluidos nuestros ministros- en no mezclar la paja con el trigo, porque una cosa es sancionar con dureza a los corruptos -cosa que apoyo con fuerza- y otra muy distinta es enlodar la honra de gente decente, más aún cuando sabemos que detrás de esto se esconden montajes y operaciones realizadas por oscuros personajes que operan con el único objetivo de dañar a ciertos sectores políticos y destruir las instituciones del Estado.


He dicho.

RESPUESTA A CRÍTICAS DEL SUBSECRETARIO DE SALUD. Oficios.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En nombre del Comité Socialista y Radical, tiene la palabra el diputado Alberto Robles.


El señor ROBLES.- Señor Presidente, la semana pasada solicité una audiencia para conocer, saludar y expresar el apoyo de la bancada Radical Social Demócrata a la gestión del nuevo subsecretario de Salud, doctor Antonio Infante.


Junto al diputado Fernando Meza, concurrí a la cita, que había sido fijada para las 16 horas. Sin embargo, la secretaria del subsecretario nos informó que había salido a trámites personales. Con posterioridad, supe que, a esa misma hora, estuvo dando una teleconferencia, entre otras, a la Región de Atacama, a la cual represento. En dicha teleconferencia expresó opiniones que, en verdad, me parece importante que dé cuenta de ellas y nos explique las razones que las motivaron.


El señor subsecretario señaló que el diputado que habla debiera preocuparse por trabajar más en beneficio de los electores que en defender, en la Cámara Baja, los intereses de sus colegas médicos, entre otras cosas.


Al respecto, hago presente que la reforma de salud consta de seis proyectos, todos importantes. En la Comisión de Salud estamos votando el del Auge; en las Comisiones Unidas de Salud y de Hacienda, también estamos votando el proyecto de gestión y de recursos humanos; asimismo, debemos revisar el proyecto de ley de las isapres, su financiamiento y establecer los derechos y deberes de los pacientes.


Quiero manifestar que soy un diputado de la Concertación, y como tal he estado discutiendo y votando esos artículos en términos de apoyar al Gobierno de la Concertación. Sin embargo, para que los proyectos satisfagan las necesidades de la población, no sólo hay que escuchar al Gobierno -si eso fuera así no existiría Congreso para dictar leyes-, sino a todos los sectores: a los gremios, a los usuarios, a las facultades de medicina de las universidades, a las escuelas de salud pública, etcétera. Lo hice, y los parlamentarios de las comisiones citadas con anterioridad hemos escuchado a la gente de los distintos sectores.


Y para que lo sepa el señor Antonio 
Infante, la democracia permite estar en desacuerdo con algunos de los puntos planteados por el Gobierno. En ese accionar democrático, en lo que uno piensa cuando emite un juicio y da su voto, es en el bienestar de las personas a las que respondemos en definitiva. Nos debemos a ellas. Es muy importante que la gente conozca el accionar de sus diputados.


En esa misma ocasión, la intendenta, señora Yasna Provoste, señaló que la gente debe saber lo que hace su diputado. Por ello, de cara a la gente de mi región y del país, aclaro que vamos a votar los proyectos de reforma de salud después de escuchar a todas las organizaciones y que prestaremos nuestro apoyo a todo lo que beneficia al país. Por cierto, escucharé al Colegio Médico y sus indicaciones, porque ése es mi deber como parlamentario; pero ese deber también involucra oír la opinión de otros sectores, lo que hemos hecho.


Deseo aclarar al señor Antonio Infante que soy parlamentario de la Concertación y no de la Derecha. Y si él se fijara en las votaciones de todos los proyectos de ley, se daría cuenta de que mi votación, junto con la de la gran mayoría de los parlamentarios de la Concertación, siempre ha sido en apoyo de la gestión del Gobierno.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Conforme a lo solicitado por su Señoría, se enviarán oficios al Presidente de la República y al ministro de Salud con la queja correspondiente y la adhesión de su bancada, de la UDI y de la Democracia Cristiana.

CUMPLIMIENTO DE DICTAMEN DE LA CONTRALORÍA ACERCA DE PROGRAMA “DESARROLLO TERRITORIAL EN LA REGIÓN DEL BIOBÍO”. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Andrés Egaña.


El señor EGAÑA.- Señor Presidente, en la Octava Región, junto con los diputados Jorge Ulloa, Iván Norambuena, Víctor Pérez y quien habla, hemos venido cumpliendo la labor que nos asigna la Constitución, cual es fiscalizar los actos de Gobierno. Es así como hemos hecho presentaciones a la Contraloría General de la República acerca de temas en los cuales se nos ha ido dando la razón. En esa dirección, denunciamos el mal uso de recursos en la gobernación provincial, irregularidades en el Servicio de Salud de Arauco y en la Unidad Eléctrica Rural.


La Contraloría nos ha dado la razón. Lamentablemente, cuando hicimos esas acusaciones, la autoridad regional nos descalificó y dijo que estábamos actuando en forma politiquera, pero le hicimos notar que estábamos cumpliendo con nuestra labor fiscalizadora.


Quiero informar que todas esas infracciones fueron dadas a conocer con mucha antelación a las que hemos visto durante el último tiempo.


Por último, también denunciamos en su oportunidad, ante la opinión pública regional, que se estaba cometiendo un ilícito respecto de la creación del proyecto denominado “Desarrollo Territorial de la Región del Biobío”.


En esa ocasión, los diputados mencionados con anterioridad sostuvimos que era un despropósito y un enorme despilfarro gastar 633 millones de pesos en la contratación de ocho funcionarios que, a todas luces, se veía que era innecesario, más aún si se considera que una región como la nuestra muestra los índices más altos de cesantía. Afirmamos que no correspondía aumentar la burocracia regional, en la cual ya tenemos al señor intendente, cuatro gobernadores, veintidós consejeros regionales, quince secretarios regionales ministeriales, cincuenta jefes de servicio, más los directorios de las empresas estatales.


Reitero que esta denuncia la presentamos a fines de mayo del presente año. Esperamos con calma. La Contraloría confirmó lo que sosteníamos y con fecha 4 de noviembre concluyó: “Respecto de la ejecución del programa denominado “Desarrollo Territorial en la Región del Biobío”, que éste, por contemplar básicamente la contratación de personal para realizar las labores que se proyectan, no se ajusta a la normativa vigente sobre estas materias por las razones que en el citado dictamen se plantean y desarrollan”.


Más adelante agrega: “En tal sentido, y sobre la base del citado pronunciamiento, este organismo contralor devolvió sin tramitar la resolución Nº 158, de 2002, de la Subsecretaría de Desarrollo Regional”.


Lo más preocupante es que informaciones de prensa publicadas en el diario “Crónica”, de la semana pasada, señalan que este proyecto continuó su marcha. Lo afirma el secretario ministerial de Planificación, don Haroldo Yévenes



Por ello, en nombre de los diputados Ulloa, Norambuena, Víctor Pérez y de quien habla, solicitamos al Ministerio del Interior verificar con la autoridad regional el cumplimiento del dictamen de la Contraloría General de la República en cuanto al rechazo del programa “Desarrollo Territorial en la Región del Biobío”.


Por último, hemos hecho estas denuncias en nuestra región, dando cumplimiento a nuestra labor fiscalizadora. Se ha tratado de interpretar esta situación como algo personal con la autoridad de la región. Nada más lejano de nuestra intención ni nada más lejano de nuestra obligación como diputados. Estamos cumpliendo con nuestra labor fiscalizadora y, si algo le molesta, corresponde que asuma su responsabilidad política y no llevar este asunto a un plano personal.


Por lo anteriormente señalado, reitero nuestra petición de oficiar al ministro del Interior, a fin de que nos informe si se está ejecutando el proyecto denominado “Desarrollo Territorial de la Región del Biobío”.


He dicho.


El señor SALAS (Presidente).- Se enviará el oficio en los términos solicitados por su Señoría.


Por haberse cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 14.01 horas.
JORGE VERDUGO NARANJO,
Jefe de la Redacción de Sesiones.

VIII. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de acuerdo que aprueba el Tratado de asistencia judicial en materia penal entre la República de Chile y la República Italiana, suscrito en Roma, el 27 de febrero de 2002. (boletín Nº 3118-10)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Tratado de Asistencia Judicial en Materia Penal entre la República de Chile y la República Italiana, suscrito en Roma, el 27 de febrero de 2002.

I. ANTECEDENTES.

Este Tratado, que constituye un necesario complemento del Tratado de Extradición suscrito con igual fecha entre ambos Estados, permite que las causas penales, tratándose de delitos transnacionales o de delitos en que el delincuente ha evadido la acción de la justicia, experimenten un efectivo avance.


Ello porque, en consonancia con los objetivos planteados en el respectivo Mensaje relativo al antedicho Tratado de Extradición, resulta imprescindible que los órganos jurisdiccionales y del Ministerio Público de ambos países, cuenten con normas comunes, modernas y expeditas, que aporten la necesaria certeza jurídica a sus actuaciones en el marco de la cooperación judicial recíproca.

II. ESTRUCTURA Y CONTENIDO.

Este instrumento internacional consta de un Preámbulo, donde las Partes Contratantes manifiestan el deseo de desarrollar su cooperación en el campo de la asistencia judicial en materia penal, y de XIX Artículos Permanentes, en los que se contienen y regulan los mecanismos y condiciones de la asistencia judicial penal que mutuamente se brindarán las Partes.

1.
Objeto de la asistencia.


Cada Parte se compromete a prestar a la otra Parte, de conformidad a las normas y condiciones establecidas en el Tratado, la más amplia asistencia en los procesos penales conducidos por una Autoridad Judicial de la Parte requirente (Artículo I número 1.).


En este sentido, se explicitan las medidas de asistencia particularmente comprendidas por el Tratado: la notificación de actuaciones judiciales, el interrogatorio de sospechosos o acusados, la realización de la actividad de búsqueda de pruebas, el traslado para los fines probatorios de personas privadas de libertad por resolución judicial, y la información de antecedentes penales de las personas y de las condenas penales dictadas contra nacionales de la otra Parte. En tanto, queda expresamente excluida la ejecución de las medidas restrictivas de la libertad personal y de las condenas (Artículo I números 2. y 3.).


Luego, en sus disposiciones se consagran las normas precisas aplicables a la transmisión de actas, documentos y objetos (Artículo IX); a la notificación de acciones legales (Artículo X); a la comparecencia de personas en la Parte requirente, como sospechosos, acusados, testigos o expertos (Artículo XI); a la comparecencia de personas en la Parte requerida 
(Artículo XII); a la comparecencia en la Parte requirente de personas privadas de libertad (Artículo XIII); a la comunicación de condenas (Artículo XV) y de antecedentes penales (Artículo XVI) y a las denuncias para promover acciones penales (Artículo XVII).

2.
Hechos que dan lugar a la asistencia. 


La amplitud de la asistencia que se concederán las Partes ha obviado la doble incriminación como requisito para que ella tenga lugar, toda vez que se concederá aun cuando los hechos por los cuales se procede no constituyan delitos punibles para la ley de la Parte requerida (Artículo II número 1.).


Sin embargo, el principio de doble incriminación sí se aplica respecto de la ejecución del examen sobre personas, de registros y embargos, casos en que la asistencia podrá prestarse siempre y cuando los hechos que la motivan constituyan delitos para la ley de la Parte requerida (Artículo II número 2.).

3.
Rechazo de la asistencia.


Con todo, la asistencia no será concedida cuando las diligencias solicitadas estén prohibidas por la ley de la Parte requerida o sean contrarias a los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, o cuando la Parte requerida considere que la prestación de la asistencia puede afectar a su propia soberanía, su propia seguridad u otros intereses nacionales esenciales. Asimismo, se excluyen del ámbito de la cooperación los delitos políticos y los delitos exclusivamente militares (Artículo III número 1.).

4.
Ejecución de las solicitudes.


En concordancia con los principios generales del Derecho Internacional en esta materia, la ejecución de las diligencias solicitadas deberá ajustarse a la legislación interna de la Parte requerida (Artículo VIII número 1.).

5.
Garantías, derechos e inmunidades.


Asimismo, y junto con las variadas formas de cooperación previstas y reguladas en sus disposiciones, se contemplan en el Tratado las correspondientes garantías, derechos e inmunidades para las personas que participan tanto activa como pasivamente en la ejecución de las correspondientes solicitudes de asistencia judicial (Artículo XIV).

6.
Gastos derivados de la asistencia.


Como norma general, son de cargo de la Parte requerida los gastos sostenidos por la misma para llevar a efecto la prestación de la asistencia comprendida en el Tratado. Sin embargo, corren por cuenta de la Parte requirente aquellos gastos derivados del traslado internacional y en su territorio de personas privadas de libertad, los gastos de estadía, los del viaje y el viático e indemnización de los testigos expertos citados a comparecer (Artículo XVIII). 

7.
Disposiciones finales.


Por último, este instrumento internacional contempla una serie de cláusulas usuales referidas a su ratificación, entrada en vigor, duración y denuncia del mismo.


Así, el presente tratado tendrá una duración indefinida y comenzará a regir el primer día del segundo mes sucesivo a aquel del intercambio de los instrumentos de ratificación. Asimismo, su denuncia producirá efectos seis meses después de la fecha en que la otra Parte ha recibido la correspondiente notificación (Artículo XIX).


En mérito de lo precedentemente expuesto, someto a vuestra consideración para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del honorable Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el “Tratado de Asistencia Judicial en Materia Penal entre la República de Chile y la República Italiana”, suscrito en Roma, el 27 de febrero de 2002.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; CRISTIÁN 
BARROS MELET, Ministro de Relaciones Exteriores (S); JOSÉ ANTONIO GÓMEZ URRUTIA, Ministro de Justicia”.

TRATADO DE ASISTENCIA JUDICIAL EN MATERIA PENAL 

ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA REPÚBLICA ITALIANA

La República de Chile y la República Italiana, en el deseo de desarrollar su cooperación en el campo de la asistencia judicial en materia penal, han acordado lo siguiente:

ARTÍCULO I

OBJETO DE LA ASISTENCIA
1.
Cada Parte se compromete a prestar a la otra Parte, de acuerdo a las normas y condiciones establecidas en el presente Tratado, la más amplia asistencia en los procesos penales conducidos por una Autoridad Judicial de la Parte requirente. Para los efectos del presente Tratado, por Autoridades judiciales se entenderán los órganos habilitados según el ordenamiento de la Parte requirente para solicitar las diligencias que constituyan asistencia judicial internacional, según las disposiciones que siguen.

2.
Dicha asistencia comprende en particular la notificación de actuaciones judiciales, el interrogatorio de sospechosos o acusados, la realización de la actividad de búsqueda de pruebas, el traslado para los fines probatorios de personas privadas de libertad personal por resolución judicial, la información de antecedentes penales de las personas y de las condenas penales dictadas contra nacionales de la otra Parte.

3.
La asistencia no comprende la ejecución de medidas restrictivas de la libertad personal, ni la ejecución de las condenas.

4.
Cada Parte puede solicitar a la otra informaciones relativas a la legislación y a la jurisprudencia.

ARTÍCULO II

HECHOS QUE DAN LUGAR A LA ASISTENCIA
1.
La asistencia será concedida aun cuando los hechos por los cuales se procede no constituyan delitos punibles para la ley de la Parte requerida.

2.
Para la ejecución del examen sobre personas, de registros y embargos, la asistencia se prestará sólo si el hecho por el cual se procede en la Parte requirente está previsto como delito también en la ley de la Parte requerida, o si está probado que la persona respecto a la cual se está procediendo ha expresado libremente su asentimiento. Para la realización de interceptación de comunicaciones la asistencia se prestará solamente si en relación al delito por el cual se está procediendo, y en circunstancias análogas, la interceptación fuera admisible en procesos penales en la Parte requerida.

ARTÍCULO III

RECHAZO DE LA ASISTENCIA
1.
La asistencia no será concedida:

a)
si las diligencias solicitadas están prohibidas por la ley de la Parte requerida o si son contrarias a los principios fundamentales del ordenamiento jurídico de dicha Parte;

b)
si el hecho en relación al cual se procede es considerado por la Parte requerida delito político o delito exclusivamente militar;

c)
si la Parte requerida tiene fundados motivos para pensar que consideraciones inherentes a la raza, la religión, el sexo, la nacionalidad, el idioma, las opiniones políticas o a las condiciones personales o sociales, puedan influir negativamente en el desarrollo o el resultado del proceso;

d)
si la persona respecto a la cual se procede en la Parte requirente ha sido ya juzgada por el mismo hecho en la Parte requerida, siempre que no se haya sustraído a la ejecución de la pena;

e)
si la Parte requerida considera que la prestación de la asistencia puede afectar a su propia soberanía, su propia seguridad u otros intereses nacionales esenciales.

2.
Sin embargo, en los casos previstos en las letras b), c) y d) del párrafo 1, la asistencia se prestará si se ha comprobado que la persona respecto de la cual se procede ha expresado libremente su asentimiento.

3.
La Parte requerida deberá comunicar rápidamente a la Parte requirente la decisión de no prestar totalmente o en parte la asistencia, indicando las motivaciones.

ARTÍCULO IV

MODALIDAD DE LAS COMUNICACIONES

Para los fines del presente Tratado, todas las comunicaciones serán efectuadas por escrito y por vía diplomática; por la República de Chile por el Ministerio de Relaciones Exteriores y por la República Italiana por el Ministerio de Gracia y Justicia.

ARTÍCULO V

IDIOMAS
1.
La solicitud de asistencia judicial y los documentos que se adjuntan deberán ser redactados en el idioma de la Parte requirente y acompañados por una traducción oficial al idioma de la Parte requerida.

2.
Las actas y documentos relativos a la ejecución de las solicitudes serán remitidos a la Parte requirente en el idioma de la Parte requerida.

3.
Las solicitudes de informaciones relativas a la legislación y a la jurisprudencia y sus respectivas respuestas serán transmitidas en el idioma de la Parte requerida.

ARTÍCULO VI

EXENCIÓN DE LA LEGALIZACIÓN

Para los fines del presente Tratado, las actas, las copias y las traducciones redactadas o autenticadas por las Autoridades competentes de cada Parte y que estén provistas de la firma y timbre o sello oficial, están exentas de toda forma de legalización para su uso ante las Autoridades de la otra Parte.

ARTÍCULO VII

FORMA Y REQUISITOS DE LA SOLICITUD
1.
La solicitud de asistencia judicial revestirá la forma de comisión rogatoria, debiendo contener las siguientes indicaciones:

a)
la Autoridad judicial de la que emana la petición y los antecedentes de la persona objeto del proceso, como asimismo el motivo y la naturaleza del proceso y las normas penales aplicables al caso;

b)
el objeto y la motivación de la solicitud;

c)
toda otra indicación útil para la ejecución de las diligencias requeridas y en particular la identidad y, si fuere posible, la dirección de la persona objeto de las actuaciones a efectuar. Se indicará, además, el plazo dentro del cual se desea que sea satisfecha la solicitud.

2.
La solicitud, si tiene por objeto la búsqueda y recolección de pruebas, debe además contener una exposición sucinta de los hechos objeto de investigación, como asimismo cuando se trate de interrogatorios o careos, la indicación de las preguntas a efectuarse.

ARTÍCULO VIII

EJECUCIÓN DE LAS SOLICITUDES
1.
En la ejecución de las diligencias solicitadas se aplicará la ley de la Parte requerida. Cuando la Parte requirente solicite el cumplimiento de particulares formalidades, éstas se aplicarán si no son contrarias a los principios fundamentales del ordenamiento jurídico de la Parte requerida.

2.
Cuando los datos y los elementos proporcionados por la Parte requirente sean insuficientes para darle curso a la solicitud, la Parte requerida, si no puede hacerlo directamente, deberá solicitar a la Parte requirente los necesarios elementos adicionales.

3.
Si la Parte requirente lo solicita, la Parte requerida deberá informar la fecha y el lugar de la ejecución de las diligencias solicitadas.

4.
La solicitud debe ser llevada a cabo sin demora. Sin embargo, la ejecución de las diligencias requeridas puede ser diferida o sometida a determinadas condiciones, cuando sea necesario, debido a un proceso penal en curso en la Parte requerida.

5.
Si no es posible darle curso a la solicitud, si no es posible satisfacerla dentro del plazo deseado por la Parte requirente o si la ejecución de las diligencias debe ser diferida o sometida a determinadas condiciones de acuerdo a lo establecido en el párrafo 4, la Parte requerida deberá dar aviso inmediato a la Parte requirente indicando los motivos.

ARTÍCULO IX

TRANSMISIÓN DE ACTAS Y OBJETOS
1.
Cuando las solicitudes de asistencia tienen como objeto la entrega de actas o documentos, la Parte requerida puede hacer entrega de copias o fotocopias autenticadas, salvo que la Parte requirente pida expresamente los originales.

2.
Las actas, los documentos originales y los objetos enviados durante el curso de una solicitud de asistencia judicial deben ser devueltos a la brevedad por la Parte requirente, salvo que la Parte requerida no esté interesada en la devolución.

ARTÍCULO X

NOTIFICACIÓN DE ACCIONES LEGALES
1.
La solicitud que tiene por objeto la notificación de acciones legales debe ser transmitida con no menos de noventa días de anticipación a la fecha del vencimiento del plazo útil para la notificación de la misma. Sin embargo, en caso de urgencia, la Parte requerida deberá hacer lo posible para efectuar la notificación en el plazo más breve solicitado.

2.
La Parte requerida deberá comprobar que se haya efectuado la correspondiente notificación enviando un recibo fechado y firmado por el destinatario o una declaración de las modalidades y de la fecha de la notificación, como también de la identidad y características de la persona que eventualmente recibió el documento. Si el documento que debe ser notificado fuera transmitido en dos copias, el recibo o la certificación puede ser efectuado en la copia misma que debe ser devuelta.

ARTÍCULO XI

COMPARECENCIA DE PERSONAS EN LA PARTE REQUIRENTE
1.
Si la solicitud tuviera como objeto la notificación de una citación a comparecer en el Estado requirente, la persona sospechosa, el acusado, el testigo o el experto que no se presente no podrá ser sometido por la Parte requerida a sanciones o medidas coercitivas.

2.
El testigo o el experto que se presente a la citación tiene el derecho al reembolso de los gastos y al pago de los viáticos previstos por la ley de la Parte requirente. Este derecho será especificado en la citación a comparecer.


ARTÍCULO XII

COMPARECENCIA DE PERSONAS EN LA PARTE REQUERIDA
1.
Si la solicitud tiene como objeto la notificación de una citación de personas para el desarrollo de actuaciones en la Parte requerida, dicha Parte puede aplicar las medidas coercitivas y las sanciones previstas por su propia ley en caso de la no comparecencia.

2.
Sin embargo, cuando se trate de la citación de sospechosos o inculpados la Parte requirente debe especificar las medidas que serían aplicables según su legislación y la Parte requerida no podrá sobrepasar tales medidas.

ARTÍCULO XIII

COMPARECENCIA EN LA PARTE REQUIRENTE 

DE PERSONAS PRIVADAS DE LIBERTAD PERSONAL
1.
Si una Parte solicita la comparecencia, como testigo a los fines de un careo, ante una Autoridad judicial propia, de una persona privada de libertad personal por resolución judicial en el territorio de la Parte requerida, dicha persona debe ser trasladada provisoriamente al territorio de la Parte requirente, a condición que la misma sea devuelta dentro del plazo fijado por la Parte requerida, teniéndose siempre en cuenta lo dispuesto en el artículo 14.

2-
El traslado podrá ser denegado:

a)
si la persona privada de libertad personal no lo consiente;

b)
si con el traslado existe la posibilidad de alargar el período de privación de libertad;

c)
si a juicio de las Autoridades competentes de la Parte requerida existiesen razones imperiosas que se oponen a la ejecución de la medida.

3.
La persona trasladada debe permanecer privada de libertad personal en el territorio de la Parte requirente, salvo que la Parte a la que ha sido solicitado el traslado disponga su libertad.

ARTÍCULO XIV

INMUNIDADES
1.
En los casos en que la solicitud tuviere por objeto la citación de un testigo, de un experto, de un sospechoso o de un acusado a comparecer en la Parte requirente, la persona citada, cualquiera que sea su nacionalidad, en el caso que compareciere, no podrá ser objeto de la restricción de la libertad personal para la ejecución de penas o medidas de seguridad, ni quedar sujeta a otras medidas restrictivas de la libertad personal por hechos anteriores a la notificación de la citación.

2.
La inmunidad prevista en el Párrafo 1 quedará sin efecto si la persona que comparece, habiendo tenido la posibilidad de hacerlo, no hubiere dejado el territorio de la Parte requirente una vez transcurridos quince días del momento en el cual ya no fue requerida su presencia por la Autoridad judicial o, en el caso que habiendo dejado el territorio, hubiere regresado al mismo voluntariamente.


ARTÍCULO XV

COMUNICACIÓN DE CONDENAS

Cada parte debe enviar anualmente a la otra Parte copias de las sentencias irrevocables de condena, dictadas por las respectivas Autoridades judiciales, respecto a los nacionales de la otra Parte que sean residentes en su territorio.

ARTÍCULO XVI

ANTECEDENTES PENALES

Los certificados de antecedentes que solicite la Parte requirente, para la realización de un procedimiento penal, serán enviados a dicha Parte si en las mismas circunstancias ellos pueden ser otorgados a las Autoridades judiciales de la Parte requerida.

ARTÍCULO XVII

DENUNCIA PARA PROMOVER UN PROCESO PENAL
1.
Toda denuncia cursada por una Parte para obtener que se inicie un proceso penal ante las Autoridades judiciales de la otra Parte, será objeto de una comunicación en conformidad con los procedimientos previstos por los artículos 4 y 5.

2.
La Parte requerida notificará a la Parte requirente el curso dado a la denuncia.

ARTÍCULO XVIII

GASTOS
1.
Serán de cargo de la Parte requerida los gastos por la misma sostenidos para llevar a efecto la prestación de asistencia.

2.
Corren, sin embargo, por cuenta de la Parte requirente, todos los gastos relativos al traslado internacional y en su territorio de personas privadas de libertad personal y los gastos de estadía, así como los gastos de viaje y el viático e indemnización de los testigos y expertos citados a comparecer. Los gastos relativos a la realización de los peritajes en el territorio de la Parte requerida deben ser anticipados por ésta y posteriormente reembolsados por la Parte requirente.

ARTÍCULO XIX

RATIFICACIÓN Y VIGENCIA
1.
El presente Tratado deberá ser ratificado. Los instrumentos de ratificación serán intercambiados en la ciudad de Roma.

2.
El presente Tratado entrará en vigencia el primer día del segundo mes sucesivo a aquel de intercambio de los instrumentos de ratificación.

3.
El presente Tratado será de duración indefinida.

4.
Cada una de las Partes podrá en cualquier momento denunciarlo. La denuncia tendrá efecto seis meses después de la fecha en que la otra Parte haya recibido la notificación.


En fe de lo cual los representantes infrascritos debidamente autorizados por sus respectivos gobiernos han firmado el presente Tratado.


Hecho en Roma, a los veintisiete días del mes de febrero del año dos mil, en dos originales cada uno en lengua española e italiana, siendo todos los textos igualmente auténticos.


Por la República de Chile.


Por la República Italiana.


Conforme con su original.


(Fdo.): CARLOS PORTALES CIFUENTES, Subsecretario de Relaciones Exteriores 
subrogante.

Santiago, septiembre 4 de 2002”.

2.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de acuerdo que aprueba el Tratado de extradición entre la República de Chile y la 
República Italiana, suscrito en Roma, el 27 de febrero de 2002. (boletín Nº 3119-10)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Tratado de Extradición entre la República de Chile y la República Italiana, suscrito en Roma, el 27 de febrero de 2002.

I. ANTECEDENTES.

Este Tratado fue adoptado en el marco de los esfuerzos de ambos países en su lucha contra la criminalidad organizada, ligada al narcotráfico, el terrorismo y otras expresiones de la misma que alcanzan extrema peligrosidad.


Frente a estos fenómenos transnacionales, los procedimientos de extradición aparecen como instrumentos indispensables para su represión, en tanto hacen factible que los respectivos órganos jurisdiccionales puedan actuar eficazmente contra los criminales que evaden su acción. Por tal motivo, este Acuerdo Internacional fue suscrito simultáneamente con otro, entre las mismas Partes y de igual fecha, relativo a la Asistencia Judicial en Materia Penal.


El presente Tratado recoge cabalmente los principios del derecho internacional en materia de extradición, y su texto se enmarca en los criterios ya establecidos en precedentes instrumentos internacionales sobre la misma materia suscritos por Chile con otros países y que se encuentran en vigor, como son aquellos suscritos con España, en 1992, con Australia y con Nicaragua, en 1993 y con Corea, en 1994.


II. ESTRUCTURA Y CONTENIDO.

Este instrumento internacional consta de un Preámbulo, donde las Partes Contratantes manifiestan su intención de desarrollar la mutua cooperación judicial en materia de extradición, y de XXI Artículos Permanentes, en los que se contienen los principios y disposiciones que regirán las relaciones de las Partes en esta materia.

1.
Obligación de extraditar.


De esta forma, y con miras a una efectiva colaboración entre ambos países, cada Parte Contratante se compromete a entregar a la otra Parte, de conformidad a las normas y condiciones establecidas en el Tratado, a las personas que se encuentren en su territorio y que sean buscadas por la Autoridad Judicial de la otra Parte, por haberse iniciado en su contra un procedimiento penal o por haber sido condenadas a una pena privativa o restrictiva de la libertad personal (Artículo I).

2.
Principios de la Extradición.


Como se adelantara, las cláusulas del Tratado contemplan la aplicación de los siguientes principios fundamentales e inherentes a los procedimientos de extradición:

a.
Principio de la doble incriminación. 


Para que opere la extradición, debe tratarse de un hecho que revista caracteres de delito tanto en la legislación del país requirente como en la del país requerido (Artículo II número 1.).

b.
Principio de la mínima gravedad. 


El delito por el cual se solicita la extradición debe tener asignada una pena privativa o restrictiva de libertad superior a un año en su extensión máxima (Artículo II número 1.).

c.
Principio de la no prescripción de la pena y de la acción.


El Estado requerido no otorgará la extradición cuando estén prescritas la acción penal o la pena, de acuerdo con las leyes del Estado requirente o del requerido (Artículo IV letra b.).

d.
Exclusión de ciertos delitos. 


Se excluyen del ámbito de la extradición los delitos políticos y los delitos estrictamente militares (Artículo IV letras e. y j.).

e.
Principio de especialidad. 


La persona extraditada no puede ser sometida a restricciones o privaciones de la libertad, por hechos anteriores a su entrega, distintos de aquellos por los cuales la extradición fue otorgada, sin el consentimiento del Estado requerido (Artículo VII).

f.
No aplicación de la pena de muerte y su sustitución. 


En ningún caso se podrá imponer o aplicar la pena de muerte a la persona extraditada, y si los hechos que motivan la extradición fueren castigados con esa pena en la legislación de la Parte requirente, aquélla deberá ser sustituida por la pena privativa o restrictiva de libertad máxima prevista en su ordenamiento (Artículo V).

3.
Extradición de nacionales.


Por lo que dice relación con un aspecto tan relevante en esta clase de instrumentos, como es la extradición de los nacionales de la Parte requerida, el Tratado dispone que ésta tiene la facultad de denegar la extradición de las personas que gocen de su nacionalidad a la fecha de la solicitud. Sin embargo, rechazada la entrega por esta razón, se aplica el principio “aut dedere aut iudicare”, es decir, la Parte requerida, a petición de la otra Parte, debe someter el caso a sus propias instancias judiciales para la iniciación de un proceso penal (Artículo VI número 1.).

4.
Extradición por delitos fiscales.


De igual forma, el Tratado resuelve el caso relativo a los denominados “delitos fiscales”, disponiendo que la ausencia de una reglamentación idéntica en ambos Estados, requirente y requerido, en materia de tasas, impuestos, aduanas y cambios, no será una causal para denegar la extradición (Artículo III). 


Así, dicha cláusula se encuentra en consonancia con el criterio regularmente sostenido por nuestro país en esta materia, así como con la evolución que ha experimentado el Convenio Europeo de Extradición de 13 de diciembre de 1975, en sus modificaciones posteriores.

5.
Aspectos procesales de la extradición.


En otro orden de ideas, el Tratado se ocupa de regular ciertos aspectos procesales de importancia en este tipo de Convenios de extradición, como son la entrega postergada, la entrega provisional y la extradición simplificada.

a.
Entrega postergada.


La Parte requerida puede diferir la entrega de una persona cuya extradición fue acogida, cuando esa persona se encuentre procesada o cumpliendo una pena en el Estado requerido por delitos diferentes a los que motivaron la solicitud de extradición 
(Artículo XIV número 1.).


Asimismo, la Parte requerida puede justificar la postergación de la entrega de la persona reclamada en caso de enfermedad grave de ésta y por razones humanitarias 
(Artículo XIV número 3.).

b.
Entrega provisional.


La Parte requerida también puede entregar provisionalmente a la persona reclamada, para permitir el desarrollo de procedimientos penales en curso en la Parte requirente, a solicitud de ésta. En este caso, las Partes deben acordar los términos y modalidades de la entrega provisional (Artículo XIV número 2.).

c.
Extradición simplificada.


La extradición simplificada es una institución que permite evitar la necesidad de dar curso a un proceso de extradición de acuerdo a la legislación interna del Estado requerido, facilitando la pronta entrega de la persona reclamada al Estado requirente, pero con estricto respeto de todos los derechos y garantías que le otorga un procedimiento formal de extradición.


Por ello, el Tratado regula minuciosamente los requisitos que la hacen procedente, a saber: que se haya presentado una solicitud formal de extradición; que se trate de un delito extraditable de conformidad al Tratado; y que la persona reclamada, asistida por un abogado, preste su expreso consentimiento a ser extraditada (Artículo XX).

d.
Otros aspectos procesales.


Asimismo, cabe destacar la detallada regulación acordada respecto de una serie de aspectos procesales relativos a la extradición, como son la detención preventiva 
(Artículo XII); la extradición en tránsito (Artículo XVII); la entrega de la persona reclamada (Artículo XIII); la imputación de los gastos (Artículo XVIII), y la entrega de objetos (Artículo XV).


6.
Disposiciones finales.


Por último, este instrumento internacional contempla una serie de cláusulas usuales referidas a su ratificación, entrada en vigor, duración y denuncia del mismo. 


Así, el presente Tratado tendrá una duración indefinida y comenzará a regir el primer día del segundo mes sucesivo a aquel del intercambio de los instrumentos de ratificación. Asimismo, su denuncia producirá efectos seis meses después de que la otra Parte reciba la correspondiente notificación escrita dirigida por la vía diplomática (Artículo XXI).


En mérito de lo precedentemente expuesto, someto a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del honorable Congreso Nacional, el siguiente 

PROYECTO DE ACUERDO:

“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el “Tratado de Extradición entre la República de Chile y República Italiana”, suscrito en Roma, el 27 de febrero de 2002.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; CRISTIÁN 
BARROS MELET, Ministro de Relaciones Exteriores (S); JOSÉ ANTONIO GÓMEZ URRUTIA, Ministro de Justicia”.

TRATADO DE EXTRADICIÓN ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE 

Y LA REPÚBLICA ITALIANA

La República de Chile y la República Italiana, en lo sucesivo denominadas las Partes, deseando desarrollar la cooperación judicial en materia de extradición, han acordado lo siguiente:

ARTÍCULO I

OBLIGACIÓN DE EXTRADITAR

Cada una de las Partes se compromete a entregar a la otra Parte, de acuerdo a las normas y condiciones establecidas en el presente Tratado, las personas que se encuentren en su territorio y que sean buscadas por la Autoridad Judicial de la otra Parte, por haberse iniciado en su contra un procedimiento penal o por haber sido condenadas a una pena privativa o restrictiva de la libertad personal.


ARTÍCULO II

HECHOS QUE DAN LUGAR A LA EXTRADICIÓN
1.
Se otorgará la extradición por hechos que según la ley de ambas Partes constituyen delitos punibles con una pena restrictiva o privativa de la libertad personal, cuya duración sea superior en su máximo a un año o más severa.

2.
Además, si la extradición fuere solicitada para la ejecución de una pena, la duración de la pena aún por cumplir deberá ser superior a seis meses.

3.
Cuando la solicitud de extradición se refiera a diversos delitos, en algunos de los cuales no concurran las condiciones previstas en el párrafo 1, la extradición, si es otorgada por un delito en el cual las mencionadas condiciones concurren, podrá también ser otorgada por los otros delitos.


Además, en el caso que la extradición fuere solicitada para la ejecución de penas impuestas por delitos diversos, podrá ser otorgada si el período total de las penas aún por cumplir es superior a seis meses.

4.
Se otorgará además la extradición por delitos que convenciones multilaterales vigentes entre ambas Partes imponen o impongan la obligación de incluirlos en los tratados bilaterales como aquellos que dan lugar a extradición.

ARTÍCULO III

DELITOS FISCALES

En materia de tasas e impuestos, de aduanas y de cambio la extradición no podrá denegarse por el motivo de que la legislación de la Parte requerida no imponga el mismo tipo de tasas o de impuestos o no contenga el mismo tipo de reglamentación en estas materias que la legislación de la Parte requirente.

ARTÍCULO IV

RECHAZO DE LA EXTRADICIÓN

La extradición no será otorgada:

a.
si por el mismo hecho la persona reclamada se encuentra sometida a procedimiento penal o ya fue juzgada por las autoridades judiciales de la Parte requerida;

b.
si a la fecha de la recepción de la solicitud, la pena o la acción penal hubiera prescrito, según la ley de una de las Partes;

c.
si para el delito que ha motivado el pedido, en la Parte requerida se ha otorgado amnistía, siempre que este hecho recaiga bajo la jurisdicción penal que dicha Parte;

d.
si la persona reclamada es, fue o será juzgada por un tribunal de excepción en la Parte requirente;

e.
si el hecho por el cual es solicitada se considera por la Parte requerida como delito político;

f.
si la Parte requerida tiene serios motivos para considerar que la persona reclamada será objeto de actos persecutorios o discriminatorios por motivos de raza, de religión, de sexo, de nacionalidad, de idioma, de opinión política o de condición personal o social, o si la situación de dicha persona corra el riesgo de agravarse por uno de los elementos mencionados;

g.
si debido al hecho por el cual es solicitada, la persona reclamada ha sido o será sometida a un procedimiento que no garantiza el respeto de los derechos mínimos de defensa. La circunstancia de que tal procedimiento se ha desarrollado en rebeldía de la persona reclamada, no constituye de por sí motivo de rechazo de la extradición;

h.
si existen fundados motivos para estimar que la persona reclamada será sometida a penas o malos tratos que de todas maneras fueren considerados como violación de los derechos fundamentales;

i.
si la persona reclamada, al momento de la comisión del delito, era un menor según la ley de la Parte requerida, y la ley de la Parte requirente no la considera así o si no prevé para los menores un tratamiento procesal o sustancial para su reinserción social en conformidad con los principios fundamentales del ordenamiento jurídico de la Parte requerida, y

j.
si el hecho por el cual se solicita la extradición constituye, de acuerdo a la ley de la Parte requerida, un delito exclusivamente militar. A ese efecto se consideran delitos exclusivamente militares los hechos previstos y penados por la ley militar y que no constituyen delitos de derecho común.

ARTÍCULO V

PENA DE MUERTE
1.
En ningún caso se impondrá o aplicará la pena de muerte a la persona extraditada.

2.
Cuando los hechos por los cuales se solicitó la extradición sean castigados en el ordenamiento de la parte requirente con la pena de muerte, ésta en ningún caso se impondrá y se aplicará en su lugar una pena privativa o restrictiva de libertad personal prevista por el mismo ordenamiento.

3.
Cuando por los hechos por los cuales se solicitó la extradición ha sido impuesta la pena de muerte, la extradición será concedida sólo después que dicha pena haya sido sustituida por la pena privativa de libertad máxima prevista por el ordenamiento de la Parte requirente.

ARTÍCULO VI

RECHAZO FACULTATIVO DE LA EXTRADICIÓN
1.
La extradición podrá ser denegada si a la fecha de la solicitud la persona reclamada tiene la nacionalidad de la Parte requerida, salvo que tal nacionalidad hubiere sido adquirida con el propósito de impedir la extradición.

2.
Podrá ser igualmente rechazada la extradición si el hecho por el cual se solicita fue cometido, en su totalidad o en parte, en el territorio de la Parte requerida o en un lugar considerado como tal por la ley de esta misma Parte.

3.
En caso de rechazo, la Parte requerida, a petición de la otra Parte, deberá someter el caso a las propias autoridades competentes para la iniciación de un proceso penal. A tal objeto, la Parte requirente deberá proporcionar elementos útiles. La Parte requerida comunicará, sin demora, el trámite dado a la solicitud y, posteriormente, la decisión final.

ARTÍCULO VII

PRINCIPIO DE ESPECIALIDAD
1.
La persona extraditada no podrá ser sometida a restricciones o privaciones de la libertad personal con motivo de la ejecución de una pena, ni a otras medidas restrictivas o privativas de la libertad personal, por un hecho anterior a su entrega, distinto de aquel por el 
cual la extradición fue otorgada, salvo que:

a)
la Parte requerida lo consienta, o

b)
la persona extraditada, habiendo tenido la posibilidad, no hubiere abandonado el territorio de la Parte a la que ha sido entregada luego de transcurridos 45 días desde su definitiva liberación o, habiéndolo abandonado, ha retornado voluntariamente.

2.
Para obtener el consentimiento relativo al párrafo 1, letra a), la Parte adonde la persona ha sido extraditada deberá presentar una solicitud adjuntando la documentación especificada en el artículo X. Deberá, además, acompañar a dicha solicitud las declaraciones de la persona extraditada, efectuadas ante una Autoridad Judicial de dicha Parte, en relación a la solicitud de extensión de la extradición.

3.
Si la calificación jurídica asignada al hecho por el cual la extradición ha sido concedida es modificada en el curso del procedimiento, la persona puede ser sometida a privación o restricción de la libertad personal únicamente si por el hecho calificado en forma diferente es admitida la extradición.

4.
La persona entregada no puede ser reextraditada a un tercer Estado por un hecho anterior a su entrega, salvo que la Parte requerida lo consienta o que concurran las circunstancias previstas en el párrafo 1, letra b).

5.
Para obtener el consentimiento relativo al párrafo 4, la Parte hacia la cual la persona ha sido extraditada deberá formular una petición adjuntado la solicitud de extradición del tercer Estado y la correspondiente documentación. Deberá, además, acompañar a la solicitud las declaraciones relativas a la reextradición al tercer Estado, efectuadas por la persona extraditada ante una Autoridad Judicial de dicha Parte.

ARTÍCULO VIII

CÓMPUTO DEL PERÍODO DE DETENCIÓN

El período de detención del extraditado en la Parte requerida, a los fines del proceso de extradición, será computado en la pena a cumplir en la Parte requirente.

ARTÍCULO IX

MODALIDADES E IDIOMAS DE LAS COMUNICACIONES
1.
Para los fines del presente Tratado, las comunicaciones serán efectuadas por el canal diplomático.

2.
La solicitud de extradición y las otras comunicaciones serán redactadas en el idioma de la Parte requirente, adjuntándose una traducción autorizada o certificada en el idioma de la Parte requerida.

3.
Los actos y los documentos transmitidos en aplicación del presente Tratado estarán exentos del procedimiento de legalización. Cuando se acompañen copias de documentos, éstas deberán ser presentadas con la certificación de conformidad de la autoridad habilitada.

ARTÍCULO X

DOCUMENTOS QUE SUSTENTAN LA SOLICITUD
1.
La solicitud de extradición debe ser acompañada por el original o por una copia certificada de la orden restrictiva o privativa de libertad personal o de la sentencia irrevocable de condena, con indicación de la pena aún por cumplir.

2.
En los documentos presentados de acuerdo con el párrafo 1 o en una relación sumaria redactada a los fines de la extradición deben contenerse las siguientes informaciones:

a)
la descripción precisa del hecho, la fecha y el lugar donde fue cometido y su calificación jurídica;

b)
los elementos necesarios para determinar la identidad, la nacionalidad, la residencia de la persona reclamada y, si es posible, su fotografía, y

c)
tratándose de persona condenada, la indicación de la pena aún por cumplir.


A tales documentos debe ser adjuntada copia de las disposiciones legales de la parte requirente aplicables al hecho y de las relativas a la prescripción del delito y de la pena.

ARTÍCULO XI

INFORMACIONES SUPLEMENTARIAS

Si las informaciones comunicadas por la Parte requirente se demuestran insuficientes para permitir la decisión sobre la solicitud de extradición, la Parte requerida podrá pedir informaciones suplementarias, fijando un plazo para este objeto. A petición motivada, este plazo podrá ser prorrogado.

ARTÍCULO XII

DETENCIÓN PREVENTIVA

1.
Antes de la recepción de la solicitud de extradición una Parte puede, a pedido de la otra Parte, ordenar la detención preventiva de la persona reclamada o aplicarle otras medidas restrictivas de la libertad personal.

2.
En la solicitud de detención preventiva, la Parte requirente debe declarar que se ha dictado respecto de la persona una orden restrictiva o privativa de la libertad personal o una sentencia irrevocable de condena a una pena privativa o restrictiva de la libertad personal y que presentará una solicitud de extradición. Debe además proporcionar la descripción del hecho, la indicación de su calificación jurídica, de la pena prevista y de la pena aún por cumplir, como también los elementos necesarios para la identificación de la persona y los indicios existentes respecto a su localización. La solicitud de detención preventiva podrá ser presentada a la Parte requerida también a través de la Organización Internacional de Policía Criminal (Interpol O.I.P.C.).

3.
La Parte requerida informará inmediatamente a la otra Parte sobre el trámite dispensado a la solicitud, comunicando la fecha de la detención o de la aplicación de otras medidas restrictivas de la libertad personal.

4.
Si la solicitud de extradición y los documentos indicados en el Art. X no llegan a la Parte requerida dentro de 60 días, contados desde la fecha de la comunicación indicada en el párrafo 3, la detención preventiva y las otras medidas restrictivas de la libertad personal serán revocadas. Sin embargo, esto no impedirá una nueva detención o la aplicación de medidas restrictivas de la libertad personal, así como la extradición, si la solicitud llega después del vencimiento del plazo arriba mencionado.

ARTÍCULO XIII

DECISIÓN Y ENTREGA DE LA PERSONA
1.
La Parte requerida informará sin demora a la Parte requirente su decisión sobre la solicitud de extradición. El eventual rechazo, aunque sea parcial, debe ser fundamentado.

2.
Si la extradición es otorgada, la Parte requerida informará a la Parte requirente respecto del lugar y de la fecha a partir de la cual se realizará la entrega, dando igualmente precisas indicaciones acerca de las restricciones de la libertad sufridas por la persona reclamada para los fines de su extradición.

3.
El plazo para la entrega será de 20 días, a partir de la fecha referida en el párrafo anterior y, a solicitud fundamentada de la Parte requirente, puede ser prorrogada por igual período.

4.
Si en el plazo fijado la Parte requirente no se hace cargo de la persona reclamada, la decisión de conceder la extradición perderá eficacia y dicha persona será puesta en libertad. Si la Parte requirente presenta una nueva solicitud de extradición fundada en los mismos hechos, la parte requerida podrá rechazarla.

ARTÍCULO XIV

ENTREGA POSTERGADA O PROVISIONAL
1.
Si la persona a ser extraditada estuviere sometida a procedimiento penal o debiere cumplir una condena en el territorio de la Parte requerida por un delito diferente a aquel que motiva la solicitud de extradición, la Parte requerida deberá igualmente decidir sin demora sobre la solicitud de extradición y dar a conocer su decisión a la otra Parte. En caso de ser acogida la solicitud de extradición, la Parte requerida puede diferir la entrega de la persona hasta que dicho procedimiento penal esté concluido o la pena impuesta haya sido cumplida.

2.
Sin embargo, a solicitud de la otra Parte, la Parte requerida puede entregar provisionalmente la persona para permitir el desarrollo del procedimiento penal en curso en la Parte requirente, acordando los términos y modalidades de la entrega provisional. La persona entregada temporalmente será detenida durante su permanencia en el territorio de la Parte requirente y devuelta a la Parte requerida en el plazo convenido. La duración de esta detención, desde la fecha de la salida del territorio de la Parte requerida hasta el regreso al mismo territorio, será computada en la pena a cumplirse en la Parte requerida.

3.
La entrega de la persona a extraditar puede ser igualmente postergada:

a)
cuando debido a una documentada grave enfermedad el traslado puede poner en serio peligro su vida; o

b)
cuando razones humanitarias, determinadas por documentadas circunstancias excepcionales de carácter personal, así lo requieran.

ARTÍCULO XV

ENTREGA DE OBJETOS
1.
La Parte requerida, en la medida que sea autorizada por la propia ley, incautará y, si la extradición es otorgada, entregará, como medios de prueba, a la Parte requirente que lo haya solicitado, los objetos sobre los cuales o a través de los cuales se cometió el delito, los que constituyen el precio, el producto o la ganancia del delito, así como los que de cualquier manera puedan ser utilizados como prueba.

2.
Los objetos indicados en el párrafo anterior serán entregados aunque la extradición ya concedida no pueda tener lugar por la muerte o fuga de la persona reclamada.

3.
La Parte requerida podrá retener los objetos indicados en el párrafo 1 por el tiempo que sea necesario para un procedimiento penal en curso en dicha Parte o podrá, por la misma razón, entregarlos con la condición de que le sean devueltos.

4.
Serán salvaguardados los derechos de la Parte requerida o de terceros sobre los objetos entregados. Si tales derechos existen, los objetos serán devueltos sin demora a la Parte requerida al final del procedimiento.

ARTÍCULO XVI

TRÁNSITO
1.
El tránsito por territorio de una de las Partes de una persona que es extraditada por un tercer Estado hacia la otra Parte, será autorizado sin necesidad de procedimientos judiciales, previa solicitud acompañada por los originales o por copias certificadas de los documentos relativos al procedimiento de extradición y de los datos de identificación de los agentes que acompañan a la persona.

2.
La autorización para el tránsito puede ser denegada por los mismos motivos por los cuales puede ser rechazada la extradición en virtud del presente tratado así como por razones de orden público.

3.
En el caso en que sea utilizada la vía aérea y no estuviere previsto aterrizaje alguno, no es necesaria la autorización de la Parte cuyo territorio se sobrevuela. Sin embargo, la Parte requirente informará a la Parte en cuyo territorio se sobrevolará y declarará la existencia de uno de los documentos previstos en el párrafo 1 del artículo X. En el caso de aterrizaje fortuito esta comunicación producirá los efectos de una solicitud de detención preventiva de acuerdo con el artículo XII y la Parte requirente presentará una solicitud formal de tránsito.

ARTÍCULO XVII

CONCURSO DE SOLICITUDES DE EXTRADICIÓN

Si una Parte y otros Estados solicitan la extradición de la misma persona, la Parte requerida decidirá teniendo en cuenta las circunstancias del caso y, en particular, la gravedad, el lugar de ejecución del hecho o de los hechos, la nacionalidad y la residencia de la persona reclamada, la posibilidad de reextradición y la fecha de recepción de la solicitud.

ARTÍCULO XVIII

GASTOS
1.
Los gastos ocasionados por la extradición en el territorio de la Parte requerida serán de cargo de ésta, salvo los gastos de transporte internacional de la persona reclamada, que serán de cargo de la Parte requirente.

2.
Los gastos relativos al tránsito serán de cargo de la Parte que lo solicitó.

ARTÍCULO XIX

INTERVENCIÓN DEL ESTADO REQUIRENTE

La Parte requirente tendrá la facultad de intervenir en el procedimiento judicial en curso en la Parte requerida, haciéndose representar por un abogado habilitado frente a las Autoridades Judiciales competentes.

ARTÍCULO XX

EXTRADICIÓN SIMPLIFICADA
1.
La Parte requerida podrá entregar a la persona reclamada, sin dar curso al juicio de extradición previsto en su legislación interna, siempre que se den los siguientes requisitos:

a)
que se haya presentado una solicitud de extradición en conformidad con el Artículo X;

b)
que el hecho por el cual se solicita la extradición reúna las condiciones previstas en el Artículo II, y

c)
que la persona reclamada, asistida por un abogado habilitado, preste su expreso consentimiento a ser extraditado.

2.
El consentimiento, que será irrevocable, será prestado ante la Autoridad competente de la Parte requerida, luego que ésta le haya informado a la persona reclamada lo siguiente:

a)
el carácter irrevocable de su consentimiento;

b)
su derecho a un procedimiento formal de extradición y las garantías respectivas, y

c)
el procedimiento de la extradición simplificada.


Se dejará constancia de haberse reunido todos los requisitos precedentemente señalados en una acta que será inmediatamente transmitida a la parte requirente.

3.
La circunstancia de haber sido entregada la persona reclamada, sobre la base del procedimiento simplificado, en nada afectará a los derechos y garantías que el procedimiento formal de extradición le otorga.

ARTÍCULO XXI

DISPOSICIONES FINALES
1.
El presente tratado está sujeto a ratificación. El canje de los instrumentos de ratificación tendrá lugar en la ciudad de Roma.

2.
El presente tratado entrará en vigor el primer día del segundo mes sucesivo a aquel del intercambio de los instrumentos de ratificación.

3.
El presente tratado tendrá duración ilimitada.

4.
Cualquiera de las Partes podrá denunciar en cualquier momento el presente tratado mediante notificación por escrito dirigida a la otra Parte por vía diplomática. La denuncia producirá sus efectos seis meses después de recibida tal notificación.


En fe de lo cual los representantes infrascritos debidamente autorizados por sus respectivos gobiernos han firmado el presente Tratado.


Hecho en Roma, a los veintisiete días del mes de febrero del año dos mil dos, en dos originales cada uno en lengua española e italiana, siendo todos los textos igualmente auténticos.


Por la República de Chile.


Por la República Italiana.


Conforme con su original.


(Fdo.): CARLOS PORTALES CIFUENTES, Subsecretario de Relaciones Exteriores 
subrogante.

Santiago, septiembre 4 de 2002”.


3.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y la República Checa, suscrito en Santiago, el 7 de diciembre de 2000. (boletín 
Nº 3120-10).

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y la República Checa, suscrito en Santiago, el 7 de diciembre del año 2000.

I. ANTECEDENTES.

El Gobierno, consciente de la situación que afecta a los trabajadores migrantes en el orden previsional, ha suscrito Convenios de Seguridad Social con diferentes naciones europeas y americanas. 


El presente Convenio se encuadra en el contexto de dicha política, siendo su finalidad primordial que los nacionales de los Estados Contratantes puedan beneficiarse de las cotizaciones efectuadas por ellos en ambos Estados, manteniendo así la continuidad en su historia previsional, fundamento básico que permitirá, en definitiva, el goce de los beneficios que otorga la seguridad social en cada uno de los Estados Contratantes.


Estos beneficios, otorgados por uno de los Estados Contratantes, podrán percibirse en el otro Estado Contratante, sin exigencias de residencia en el primero de ellos y sin que el monto del beneficio sufra reducciones. Esto es lo que en términos internacionales se ha denominado “Exportación de Pensiones”.

II. CONTENIDO.

En lo esencial, el Convenio recoge los principios jurídicos de universal aceptación en materia de Seguridad Social, cuales son: la Igualdad de Trato, la Totalización de Períodos de Seguro, la Exportación de Beneficios, la Asistencia Mutua, etc.


En lo que atañe a la estructura del Convenio, éste consta de 22 Artículos, distribuidos en V Partes, en los que se desarrollan los principios antes señalados.

1.
Definiciones.


La Parte I, que comprende los Artículos 1º al 5º, comienza definiendo, en su Artículo 1º, una serie de conceptos o términos de uso frecuente, como “territorio”, “beneficio”, “legislación”, “autoridad competente”, “institución competente” y “período de seguro”, conceptos cuya descripción uniformará la base para una correcta interpretación del sentido que deba darse a cada una de las normas de este instrumento internacional.

2.
Ámbito de Aplicación.


Los Artículos 2º y 3º, por su parte, determinan el ámbito de aplicación material y personal del Convenio, respectivamente, delimitando el marco jurídico que cada una de las Partes Contratantes deberá utilizar en el otorgamiento de los derechos previsionales de que se trate, como asimismo, los sujetos destinatarios de ellos.


En este punto, cabe precisar que, en el caso de Chile, el Convenio se aplicará tanto al Sistema de Pensiones, basado en la capitalización individual, como a los regímenes de pensiones de las antiguas Cajas de Previsión, hoy fusionadas en el Instituto de Normalización Previsional.

3.
Principios.


Los Artículos 4º y 5º contienen los principios de la igualdad de trato y de exportación de beneficios, respectivamente.

a.
Igualdad de trato.


El Artículo 4º permite a los nacionales de una Parte, que residen en el territorio de la otra Parte, tener los mismos derechos y obligaciones que los nacionales de esta última.

b.
Exportación de beneficios.


La exportación de beneficios, expresada en el Artículo 5º, es de la mayor trascendencia, toda vez que permitirá a nuestros nacionales, que se hubieren pensionado o que se pensionen en el futuro en la República Checa, percibir en Chile sus pensiones, sin exigencia de residencia en aquel país y sin reducciones por este concepto.


En esta materia, debe tenerse presente que Chile jamás ha sujetado el goce de los derechos previsionales que conforme a su legislación confiere, al requisito de la residencia, a diferencia de lo que acontece en la gran mayoría de los otros Estados, en que si bien el derecho se adquiere, su percepción resulta condicionada a la residencia en el territorio del ente otorgante del beneficio.


Tampoco nuestro país reduce el monto de las pensiones por el hecho de que el beneficiario resida en el territorio del otro Estado, lo que también ocurre en numerosos países.

4.
Legislación aplicable.


En la Parte II del Convenio, que comprende los Artículos 6º, 7º y 8º, se contienen diversas disposiciones que determinan la legislación aplicable.


En primer término, el Artículo 6º consagra la regla general en esta materia, que atiende a la aplicación de la legislación de Estado en cuyo territorio se realiza la actividad laboral. 


En seguida, los Artículos 7º y 8º contienen una serie de normas especiales. 


Así, el Artículo 7º se refiere a la situación especial de los trabajadores desplazados, de los trabajadores al servicio del Gobierno, de los trabajadores itinerantes al servicio de empresas de transporte o cuyo domicilio social esté situado en el territorio de una Parte Contratante y, por último, a la de los que prestan servicios a bordo de un barco o aeronave.


Por su parte, el Artículo 8º faculta a las Autoridades Competentes de los Estados Contratantes para establecer, de común acuerdo, excepciones a las disposiciones de los Artículos 6º y 7º.

5.
Disposiciones relativas a prestaciones.


La Parte III, que comprende los Artículos 9º a 13, contiene las disposiciones relativas a prestaciones.

a.
Prestaciones de salud para pensionados.


El Artículo 9º, denominado “Prestaciones de Salud para Pensionados”, faculta a quienes gocen de una pensión conforme a la legislación de una Parte y residan en el territorio de la otra Parte, para incorporarse al seguro de salud de esta última Parte en iguales condiciones que los pensionados de esa Parte.

b.
Pensiones de invalidez, vejez y sobrevivencia.


El Artículo 10, se refiere a la “Totalización de Períodos de Seguro”, en virtud de la 
cual, los períodos de seguros cumplidos en un Estado se suman a los cotizados en el otro Estado, para generar el derecho a un beneficio previsional en cualesquiera de ellos.

c.
Calificación de invalidez.


Luego, el Artículo 11 trata de la “Calificación de Invalidez”, estableciendo que la Institución Competente de cada Parte Contratante será la que realice la evaluación conforme a su propia legislación, así como la forma y financiamiento en la que los informes y documentos médicos que obren en poder de la Parte Contratante en la que resida el peticionario serán puestos a disposición de la otra Parte.

d.
Aplicación de la legislación checa.


El Artículo 12º contempla la aplicación de la legislación checa, en cuanto al cumplimiento de los requisitos para optar a una prestación, a la determinación del valor del beneficio, a la base imponible, etc.

e.
Aplicación de la legislación chilena.


A continuación, el Artículo 13º establece la aplicación de la legislación chilena tanto en el sistema de capitalización individual, como en los regímenes administrados por el Instituto de Normalización Previsional. 


Así, se refiere a la consideración de la calidad de pensionado en la República Checa para los efectos de determinar el derecho a una pensión anticipada; al sistema de cálculo de los beneficios; a la consideración de los cotizantes o beneficiarios de pensiones checas como actuales imponentes del Instituto de Normalización Previsional; al otorgamiento de cobertura de salud a los pensionados en la República Checa que residan en Chile, en las mismas condiciones que nuestros pensionados; y al financiamiento de los exámenes médicos necesarios para obtener una pensión de invalidez.

6.
Otras disposiciones.


En seguida, la Parte IV del Convenio legisla sobre un cúmulo de materias diversas.


Así, en los Artículos 14 a 17 se regula la elaboración de los Acuerdos Administrativos que permitan la aplicación del presente Convenio; la obligación de designar los Organismos de Enlace correspondientes; el intercambio de información que debe existir entre ambas Partes; la asistencia administrativa que las Partes deben prestarse mutuamente y la exención de impuestos y cargos de las solicitudes y documentos que se presenten con motivo de la aplicación de este documento internacional.


Luego, los Artículos 18 y 19 se refieren a la moneda y forma de pago de los beneficios; al carácter confidencial que debe tener la información que se intercambie y a los mecanismos para la resolución de las controversias que se susciten en relación con la interpretación o aplicación del Convenio.


En esta última materia, se dispone que las controversias que pudieren surgir se resolverán mediante consultas entre las Autoridades Competentes, y si ello no fuera posible, mediante negociaciones de las Partes Contratantes, por vía diplomática.

7.
Disposiciones transitorias y finales.


La Parte V del Convenio comienza con el Artículo 20, de carácter transitorio, y que atiende a la cobertura que éste entregará respecto de aquellos hechos ocurridos con anterioridad a su entrada en vigencia. Así, si bien el Convenio se aplicará a las contingencias ocurridas con anterioridad a su entrada en vigor, el derecho al pago de las prestaciones que de ellas se deriven sólo se adquirirá a partir de la entrada en vigencia del mismo.


Luego, el Artículo 21 dispone que este Instrumento Internacional entrará en vigor el primer día del cuarto mes calendario siguiente a la fecha del intercambio de los instrumentos de ratificación.


Finalmente, el Artículo 21 se refiere a la duración indefinida y a la denuncia del Convenio, debiendo esta última ser notificada por escrito y enviada por vía diplomática a la otra Parte, a más tardar seis meses antes del término del año calendario en curso, produciéndose la terminación del mismo al 31 de diciembre de dicho año.


En mérito de lo señalado, y considerando que el presente Convenio constituye un cuerpo armónico y cohesionado, orientado fundamentalmente a la protección de los derechos de orden previsional, reconocidos como una derivación del esfuerzo laboral e impositivo de los beneficiados con sus normas, someto a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del honorable Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el “Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y la República Checa”, suscrito en Santiago, el 7 de diciembre de 2000.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARÍA SOLEDAD ALVEAR VALENZUELA, Ministra de Relaciones Exteriores; RICARDO SOLARI 
SAAVEDRA, Ministro del Trabajo y Previsión Social”.

CONVENIO DE SEGURIDAD SOCIAL

ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE

Y

LA REPÚBLICA CHECA

La República de Chile y la República Checa, animados por el deseo de regular sus relaciones en el área de la Seguridad Social, han convenido lo siguiente:

PARTE I

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1º
1.
Las expresiones y términos que se indican a continuación tienen, a efectos de la aplicación del presente Convenio, el siguiente significado:

a)
“Territorio”: respecto de Chile, el ámbito territorial fijado por la Constitución Política de la República de Chile y, en lo que respecta a la República Checa, el territorio de la República Checa.

b)
“Beneficio”: toda pensión u otra prestación pecuniaria, incluyendo suplementos, asignaciones y aumentos.

c)
“Legislación”: las leyes, reglamentos y disposiciones sobre cotizaciones y beneficios de los sistemas de Seguridad Social que se indican en el artículo 2º de este Convenio.

d)
“Autoridad Competente”: respecto de Chile, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y respecto de la República Checa, el Ministerio del Trabajo y de Asuntos Sociales y el Ministerio de Salud.

e)
“Institución Competente”: en relación a cada Parte Contratante, el Organismo o Autoridad responsable, en cada caso, de la aplicación de la legislación a que alude el 
artículo 2º de este Convenio.

f)
“Período de Seguro”: significa todo período definido como tal por la legislación bajo la cual se haya cumplido, así como cualquier período considerado por dicha legislación, como equivalente a un período de seguro.

2.
Los demás términos o expresiones utilizados en este Convenio tienen el significado que les atribuye la legislación que se aplica.

ARTÍCULO 2º

ÁMBITO DE APLICACIÓN MATERIAL
1.
El presente Convenio se aplicará:

A)
Respecto de la República Checa, a la legislación sobre:

a)
Seguro de pensiones, y

b)
Seguro de salud público para los beneficiarios de pensiones.

B)
Respecto de Chile, a la legislación sobre:

a)
El Sistema de Pensiones de vejez, invalidez y sobrevivencia, basado en la capitalización individual;

b)
Los regímenes de pensiones de vejez, invalidez y sobrevivencia administrador por el Instituto de Normalización Previsional, y

c)
Los regímenes de prestaciones de salud para los pensionados.

2.
Con las reservas establecidas a continuación, este Convenio se aplicará a toda la legislación que modifique, enmiende o complemente las legislaciones especificadas en el párrafo 1 de este artículo.

3.
Este Convenio se aplicará a cualquier legislación de una Parte Contratante que extienda la legislación mencionada en el párrafo 1 de este artículo a nuevas categorías de personas, siempre que esa Parte Contratante, dentro del plazo de seis meses contado desde la publicación de dicha legislación, no haya notificado a la otra Parte Contratante que el Convenio no se aplicará a dicha legislación.

4.
Este Convenio no se aplicará a la legislación que instituya una nueva rama de la Seguridad Social, a menos que las Partes Contratantes celebren un acuerdo para esos efectos.

5.
La aplicación de las normas del presente Convenio excluirá las disposiciones contenidas en otros Convenios bilaterales o multilaterales celebrados por una de las Partes Contratantes, en relación con la legislación que se indica en el párrafo 1 de este artículo.

ARTÍCULO 3º

ÁMBITO DE APLICACIÓN PERSONAL

Salvo que el presente Convenio disponga otra cosa, éste se aplicará para las personas que estén o hayan estado sujetas a la legislación señalada en el artículo 2º de este Convenio, y a las que deriven sus derechos de aquéllas.


ARTÍCULO 4º

IGUALDAD DE TRATO

Salvo que en el presente Convenio se disponga otra cosa, las personas mencionadas en el artículo 3º que residan o permanezcan en el territorio de una Parte Contratante, tendrán los mismos derechos y obligaciones establecidos en la legislación de esa Parte Contratante, para sus nacionales.

ARTÍCULO 5º

EXPORTACIÓN DE BENEFICIOS
1.
Salvo disposición en contrario en este Convenio, el derecho y el pago de los beneficios no se negarán, reducirán, suspenderán ni suprimirán por el hecho de que el titular resida en el territorio de la otra Parte Contratante.

2.
Salvo que el presente Convenio disponga otra cosa, las prestaciones otorgadas en virtud de la legislación de una Parte Contratante serán pagadas a las personas mencionadas en el artículo 3º que permanezcan o residan fuera de los territorios de cualquiera de las Partes Contratantes, bajo las mismas condiciones que las establecidas para sus nacionales en la legislación de la Parte Contratante que paga la prestación.

PARTE II

LEGISLACIÓN APLICABLE

ARTÍCULO 6º

DISPOSICIÓN GENERAL

Salvo disposición en contrario en el presente Convenio o que las Autoridades Competentes de las Partes Contratantes acordasen otra cosa, las personas que ejerzan una actividad laboral estarán sujetas a la legislación de la Parte Contratante en cuyo territorio se realizase dicha actividad laboral.

ARTÍCULO 7º

DISPOSICIONES ESPECIALES
1.
El trabajador dependiente al servicio de una Empresa cuya sede se encuentre en el territorio de una de las Partes Contratantes, que sea enviado al territorio de la otra Parte Contratante para realizar trabajos de carácter temporal, quedará sometido a la legislación que regula todas las ramas de la Seguridad Social de la primera Parte Contratante, siempre que la duración previsible del trabajo no exceda de dos años.

2.
El funcionario público que sea enviado por una de las Partes Contratantes al territorio de la otra Parte Contratante, continuará sometido a la legislación de la primera Parte Contratante, sin límite de tiempo.

3.
Los diplomáticos, los miembros del cuerpo diplomático y de la representación consular, así como también las personas empleadas al servicio de éstas, están sujetas en lo referente a la seguridad social a las disposiciones de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas del 18 de abril de 1961 y de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares del 24 de abril de 1963.

4.
El trabajador itinerante al servicio de empresas de transporte o cuyo domicilio social esté situado en el territorio de una Parte Contratante y que haya sido enviado al territorio de la otra Parte Contratante, estará sujeto a la legislación de la primera Parte, como si aún estuviera trabajando en el territorio de la primera Parte Contratante.

5.
El trabajador dependiente que ejerza su actividad a bordo de una nave estará sometido a la legislación de la Parte Contratante cuyo pabellón enarbole la nave.

ARTÍCULO 8º

EXCEPCIONES A LAS DISPOSICIONES DE LOS ARTÍCULOS 6º Y 7º

Las Autoridades Competentes de ambas Partes Contratantes o los Organismos facultados por éstas podrán, de común acuerdo, a petición del trabajador y del empleador, establecer excepciones a las disposiciones contenidas en los artículos 6º y 7º en beneficio de determinadas personas o categorías de personas.

PARTE III

DISPOSICIONES RELATIVAS A PRESTACIONES

CAPÍTULO I

BENEFICIOS DE SALUD

ARTÍCULO 9º

PRESTACIONES DE SALUD PARA PENSIONADOS

Las personas que residan en el territorio de una Parte Contratante y que perciban una pensión exclusivamente conforme a la legislación de la otra Parte Contratante, tendrán derecho a prestaciones no pecuniarias en caso de enfermedad de acuerdo con la legislación de la Parte Contratante en que residen, en las mismas condiciones que las personas que perciben prestaciones similares conforme a la legislación de esa Parte Contratante.

CAPÍTULO II

PENSIONES DE INVALIDEZ, VEJEZ Y SOBREVIVENCIA

ARTÍCULO 10º

TOTALIZACIÓN DE PERÍODOS DE SEGURO

Cuando la legislación de una de las Partes Contratantes exija el cumplimiento de determinados períodos de seguro para la adquisición, conservación o recuperación del derecho a beneficio de invalidez, vejez o sobrevivencia, los períodos cumplidos según la legislación de la otra Parte Contratante serán sumados, cuando sea necesario, a los períodos cumplidos bajo la legislación de la primera Parte, siempre que ellos no coincidan.

ARTÍCULO 11º

CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ
1.
Para la determinación de la disminución de la capacidad de trabajo a efectos del otorgamiento de las correspondientes pensiones de invalidez, la Institución Competente de cada una de las Partes Contratantes efectuará su propia evaluación de acuerdo con la legislación a la que está sometida. Los reconocimientos médicos necesarios serán efectuados por la Institución del lugar de residencia del peticionario.

2.
Para efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, la Institución de la Parte Contratante en que resida el peticionario pondrá a disposición de la Institución de la otra Parte, a petición de ésta y gratuitamente, los informes y documentos médicos que obren en su poder.

3.
En caso de que la Institución Competente checa estime necesario que en Chile se realicen exámenes médicos que sean de su exclusivo interés, estos exámenes serán financiados por la Institución Competente checa.

4.
En caso de que la Institución Competente chilena estime necesario la realización de exámenes médicos en la República Checa, que sean de su exclusivo interés, éstos serán financiados de acuerdo a la ley interna. Cuando se trate de trabajadores afiliados al sistema de Capitalización Individual, la Institución Competente chilena efectuará el reembolso del costo total de estos exámenes, debiendo requerir el interesado el porcentaje a su cargo. No obstante, la Institución Competente chilena podrá deducir el costo que le corresponde asumir al interesado, de las pensiones devengadas, o del saldo de la cuenta de capitalización individual.

ARTÍCULO 12º

APLICACIÓN DE LA LEGISLACIÓN CHECA
1.
Si bajo la legislación de la República Checa están cumplidos los requisitos para tener derecho a beneficios sin considerar los períodos cumplidos bajo la legislación de la República de Chile, la Institución Competente de la República Checa otorgará el beneficio exclusivamente sobre la base de los períodos cumplidos en virtud de su legislación.

2.
Si el derecho a los beneficios en virtud de la legislación checa solamente se adquiere tomando en consideración los períodos cumplidos de acuerdo con la legislación chilena, la Institución Competente checa:

a)
determina primero el valor teórico del beneficio a otorgar en el caso de que todos los períodos se cumpliesen de acuerdo a la legislación checa, y

b)
luego sobre la base del valor teórico calculado según la letra a), determina el valor real del beneficio a prorrata de los períodos cumplidos de acuerdo a la legislación checa y el total de períodos de seguro cumplidos en ambos Estados.

3.
Para establecer la base imponible para el cálculo de los beneficios en conformidad a las disposiciones legales checas, se excluyen los períodos obtenidos según las disposiciones legales chilenas en el período considerado.

4.
La condición del origen a la pensión completa para las personas cuya invalidez se produjo antes de cumplir la edad de 18 años y que no aportaron cotizaciones en el período necesario, es la permanencia definitiva en el territorio de la República Checa.

ARTÍCULO 13º

APLICACIÓN DE LA LEGISLACIÓN CHILENA
1.
Los afiliados a una Administradora de Fondos de Pensiones financiarán sus pensiones en Chile con el saldo acumulado en su cuenta de capitalización individual. Cuando éste fuere insuficiente para financiar pensiones de un monto al menos igual al de la pensión mínima garantizada por el Estado, los afiliados tendrán derecho a la totalización de períodos computables de acuerdo al artículo 10º de este Convenio para acceder al beneficio de pensión mínima de vejez o invalidez. Igual derecho tendrán los beneficiarios de pensión de sobrevivencia.

2.
Para los efectos de determinar el cumplimiento de los requisitos que exigen las disposiciones legales chilenas para pensionarse anticipadamente en el Nuevo Sistema de Pensiones, se considerarán como pensionados de los regímenes previsionales indicados en el párrafo cuarto, los afiliados que hayan obtenido pensión conforme a la legislación checa.

3.
Los trabajadores que se encuentren afiliados al Nuevo Sistema de Pensiones en Chile, podrán enterar voluntariamente en dicho Sistema cotizaciones previsionales en calidad de trabajadores independientes durante el tiempo que residan en la República Checa, sin perjuicio de cumplir, además, con la legislación de dicho país relativa a la obligación de cotizar. Los trabajadores que opten por hacer uso de este beneficio quedarán excluidos de la obligación de enterar la cotización destinada al financiamiento de las prestaciones de salud en Chile.

4.
Los imponentes de los regímenes de pensión administrados por el Instituto de Normalización Previsional, también tendrán derecho al cómputo de períodos en los términos del artículo 10º, para acceder a los beneficios de pensión establecidos en las disposiciones legales que les sean aplicables.

5.
En las situaciones contempladas en los párrafos 1 y 4 anteriores, la Institución Competente determinará el valor de la prestación como si todos los períodos de seguro hubieren sido cumplidos conforme a su propia legislación y, para efectos del pago del beneficio, calculará la parte de su cargo como la proporción existente entre los períodos de seguro cumplidos exclusivamente bajo esa legislación y el total de períodos de seguro computables en ambos Estados.


Cuando la suma de períodos de seguro computables en ambas Partes Contratantes exceda el período establecido por la legislación chilena para tener derecho a una pensión completa o a una pensión mínima, según corresponda, los años en exceso se desecharán para efectos de este cálculo.

6.
Las personas que se encuentren cotizando o perciban beneficios conforme a la legislación de la República Checa serán consideradas como actuales imponentes del régimen previsional que les corresponda en Chile, para acceder a beneficios conforme a la legislación que regula los regímenes previsionales administrados por el Instituto de Normalización Previsional.

7.
Cuando no sea posible precisar la época en que determinados períodos de seguro hayan sido cumplidos según la legislación chilena, se presumirá que dichos períodos no se superponen con períodos de seguro cumplidos bajo la legislación de la República Checa.

PARTE IV

DISPOSICIONES DIVERSAS

ARTÍCULO 14º

ATRIBUCIONES DE LAS AUTORIDADES COMPETENTES

Las Autoridades Competentes de las Partes Contratantes u Organismos designados por ellas, deberán:

a)
Establecer los Acuerdos Administrativos necesarios para la aplicación del presente Convenio;

b)
Designar los respectivos Organismos de Enlace;

c)
Comunicarse las medidas adoptadas en el plano interno para la aplicación del presente Convenio;

d)
Notificarse toda modificación de la legislación indicada en el artículo 2º, que sea relevante para la aplicación del Convenio, y

e)
Prestarse sus buenos oficios y la más amplia colaboración técnica y administrativa posible para la aplicación de este Convenio.

ARTÍCULO 15º

ASISTENCIA RECÍPROCA
1.
Para la aplicación de este Convenio las Autoridades Competentes, los Organismos de Enlace y las Instituciones Competentes de las Partes Contratantes se prestarán asistencia recíproca, tal como si se tratara de la aplicación de su propia legislación. Dicha asistencia será gratuita.

2.
Las Autoridades e Instituciones de las dos Partes Contratantes podrán comunicarse directamente entre sí y con las personas interesadas. También podrán, si fuere necesario, comunicarse a través de canales diplomáticos y consulares.

3.
Las autoridades diplomáticas y consulares de una Parte Contratante podrán dirigirse a las Autoridades e Instituciones de la otra Parte Contratante con el fin de obtener la información necesaria para velar por los intereses de las personas cubiertas por este Convenio. Además podrán representar a las personas mencionadas sin necesidad de poderes especiales.

4.
Las solicitudes que sean formuladas a una Institución Competente en relación con la aplicación de este Convenio, serán atendidas aun cuando sean redactadas en el idioma oficial de la otra Parte Contratante.

5.
La correspondencia entre las Autoridades Competentes, los Organismos de Enlace y las Instituciones Competentes de las Partes Contratantes podrá redactarse en alguno de los idiomas oficiales o bien, en idioma inglés.

ARTÍCULO 16º

EXENCIÓN DE GRAVÁMENES Y EXIGENCIAS DE LEGALIZACIÓN

En la medida que los documentos y certificados que sean presentados a las Autoridades e Instituciones de una Parte Contratante estén exentos de gravámenes, tal exención se aplicará también a los documentos y certificados que sean presentados a las Autoridades e Instituciones de la otra Parte Contratante en relación con la aplicación de este Convenio. Los documentos y certificados que sean presentados en relación con la aplicación de este Convenio, estarán exentos de los requisitos de legalización por parte de las autoridades diplomáticas o consulares.

ARTÍCULO 17º

PRESENTACIÓN DE SOLICITUDES, COMUNICACIONES O APELACIONES
1.
Cualquier solicitud, comunicación o apelación que deba presentarse en conformidad a la legislación de una de las Partes Contratantes a una de las Autoridades o Instituciones de la misma Parte Contratante dentro de un plazo determinado, y que sea presentada a una Autoridad o Institución correspondiente de la otra Parte Contratante dentro de este plazo, se considerará presentada oportunamente a la Autoridad de la primera Parte Contratante. Las Autoridades de la Parte Contratante en que se presentó la solicitud, comunicación o apelación, deberán remitirla a la brevedad a las Autoridades o Instituciones de la otra Parte Contratante.

2.
Las solicitudes de prestaciones presentadas en virtud de la legislación de una Parte Contratante también se considerarán solicitudes para una prestación similar, en virtud de la legislación de la otra Parte Contratante.


Esto no es aplicable en el caso de una pensión de vejez si el solicitante declara, o si de otro modo resulta evidente, que la solicitud sólo se aplicará a una pensión en virtud de la legislación de la primera Parte Contratante.

ARTÍCULO 18º

PAGO DE BENEFICIOS
1.
Los pagos que correspondan en virtud de este Convenio se efectuarán en la moneda de la respectiva Parte Contratante, o en monedas de libre convertibilidad.

2.
En el evento de que una de las Partes Contratantes imponga restricciones sobre divisas, ambas Partes Contratantes acordarán, sin dilación, las medidas que sean necesarias para asegurar las transferencias de cualquier suma que deba pagarse en conformidad con el presente Convenio, entre los territorios de ambas Partes Contratantes.

ARTÍCULO 19º

SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS
1.
Las Autoridades Competentes de las Partes Contratantes procurarán resolver mediante negociaciones, cualquier controversia que pudiere surgir en relación con la interpretación o aplicación de este Convenio.

2.
Si transcurridos seis meses de iniciadas las negociaciones no se ha alcanzado algún acuerdo en virtud del párrafo anterior, la controversia será resuelta mediante negociaciones de las Partes Contratantes, por vía diplomática.

PARTE V

DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y FINALES

ARTÍCULO 20º

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
1.
El presente Convenio no otorga ningún derecho a los beneficios antes de su entrada en vigor. Para determinar el derecho al beneficio según el presente Convenio, se considerarán las contingencias y los períodos de seguro cumplidos antes de su entrada en vigor.

2.
A solicitud del interesado, se recalcularán las prestaciones que hayan sido otorgadas antes de la entrada en vigencia de este Convenio, en conformidad con sus disposiciones. Dicho cálculo podrá efectuarse también de oficio. El monto de la pensión resultante de este nuevo cálculo, no podrá ser inferior al de la prestación primitiva.

3.
Las disposiciones contenidas en la legislación de las Partes Contratantes respecto de la prescripción y caducidad del derecho a prestaciones, no se aplicarán a los derechos resultantes de las disposiciones contenidas en los párrafos 1 y 2 de este artículo, siempre que la persona haya presentado su solicitud dentro del plazo de dos años, contado desde la fecha de entrada en vigencia de este Convenio.

ARTÍCULO 21º

ENTRADA EN VIGOR

Este Convenio está sujeto a ratificación y entrará en vigor el primer día del cuarto mes calendario siguiente a la fecha del intercambio de los instrumentos de ratificación.

ARTÍCULO 22º

DENUNCIA
1.
Este Convenio se celebra por tiempo indefinido. Podrá ser denunciado por cualquiera de las Partes Contratantes. La denuncia deberá ser notificada por escrito y enviada por vía diplomática a la otra Parte Contratante a más tardar seis meses antes del término del año calendario en curso, produciéndose, en ese caso, la terminación de presente Convenio siempre el 31 de diciembre de dicho año.

2.
En caso de término de este Convenio, se mantendrán todos los derechos adquiridos en virtud de sus disposiciones. Esto es válido también para los derechos en curso de adquisición solicitados durante su vigencia.


Hecho en Santiago, el siete de diciembre del año dos mil, en duplicado, en idiomas español y checo, siendo ambos textos igualmente auténticos.


Por la República de Chile.


Por la República Checa.


Conforme con su original.


(Fdo.): HERALDO MUÑOZ VALENZUELA, Subsecretario de Relaciones Exteriores.

Santiago, 28 de mayo de 2001”.


4.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio entre la República de Chile y la República de 
Corea para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en relación al impuesto a la renta y al patrimonio y su protocolo, suscritos en Seúl, Corea, el 18 de abril de 2002. (boletín Nº 3121-10)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Convenio entre la República de Chile y la República de Corea para Evitar la Doble Imposición y Prevenir la Evasión Fiscal en Relación al Impuesto a la Renta y al Patrimonio y su Protocolo, suscritos en Seúl, Corea, el 18 de abril de 2002.


Dicho instrumento es similar a los suscritos con Canadá, México, Ecuador, Polonia, 
Noruega, Brasil y Perú, que se basan en el modelo elaborado por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (Ocde); con diferencias específicas derivadas de la necesidad de cada país de adecuarlo a su propia legislación y política impositiva.

I. OBJETIVOS DEL CONVENIO.

Los objetivos perseguidos por el presente Convenio, son los siguientes:

1.
Reducir la carga tributaria total a la que estén afectos los contribuyentes que desarrollan actividades transnacionales entre los Estados Contratantes;

2.
Asignar los respectivos derechos de imposición entre los Estados Contratantes;

3.
Otorgar estabilidad y certeza a dichos contribuyentes, respecto de su carga tributaria total y de la interpretación y aplicación de la legislación aplicable;

4.
Establecer mecanismos que ayuden a prevenir la evasión fiscal por medio de la cooperación entre las administraciones tributarias de ambos Estados Contratantes;

5.
Proteger a los nacionales de un Estado Contratante, que inviertan en el otro Estado Contratante o desarrollen actividades en él, de discriminaciones tributarias, y

6.
Establecer, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, la posibilidad de resolver las disputas tributarias que se produzcan en la aplicación de las disposiciones del Convenio.

II. EFECTOS PARA LA ECONOMÍA NACIONAL.

La eliminación o disminución de las traban impositivas que afectan a las actividades e inversiones desde o hacia Chile tienen incidencias muy importantes para la economía nacional.


En efecto, por una parte, permiten o facilitan un mayor flujo de capitales, lo que redunda en una profundización y diversificación de las actividades transnacionales, especialmente respecto de aquellas actividades que involucran tecnologías avanzadas y asesorías técnicas de alto nivel, por el menor nivel de tributación que les afectaría. Por la otra, facilitan que nuestro país pueda constituirse en una plataforma de negocios para empresas extranjeras que quieran operar en otros países de la región.


Asimismo, constituye un fuerte estímulo para el inversionista y prestador de servicios residente en Chile, quien verá incrementado los beneficios fiscales a que puede acceder en caso de desarrollar actividades en el otro Estado Contratante.


III. APLICACIÓN DEL CONVENIO Y RECAUDACIÓN FISCAL.

Si bien la aplicación de estos Convenios podría suponer una disminución de la recaudación fiscal respecto de determinadas rentas, el efecto final en el ámbito presupuestario es menor. 


Ello se debe, en primer lugar, a que las inversiones extranjeras hacia Chile se concentran mayoritariamente en las actividades extractivas, particularmente en la actividad minera, cuyo gravamen no se verá afectado por el Convenio, ya que en atención a la forma en que se estructura la norma que regula la imposición de los dividendos, los límites ahí establecidos no son aplicables en el caso de los dividendos pagados desde Chile. 


En segundo término, hay que tener presente que una menor carga tributaria incentiva el aumento de las actividades transnacionales susceptibles de ser gravadas con impuestos, con lo que se compensa la disminución inicial. Incluso más, en el ámbito presupuestario, la salida de capitales chilenos al exterior y el mayor volumen de negocios que genera aumentan la base tributaria sobre la cual se cobran los impuestos a los residentes en Chile.

IV. ASPECTOS ESENCIALES DEL CONVENIO.
1.
Este Convenio se aplica a las personas residentes de uno o de ambos Estados Contratantes, respecto a los impuestos sobre la renta y al patrimonio que los afecten.

2.
Su objetivo central, como se ha señalado, es evitar la doble tributación internacional. Para lograrlo, establece, en su Capítulo III, una serie de disposiciones que regulan la forma en que los Estados Contratantes se atribuyen la potestad tributaria para gravar los distintos tipos de rentas.

3.
Respecto de ciertos tipos de rentas, sólo uno de los Estados tiene el derecho a someterlas a imposición, siendo consideradas rentas exentas en el otro Estado. Con ello se evita la doble tributación. Respecto de las demás rentas, se establece una imposición compartida, esto es, ambos Estados tienen el derecho a gravarlas, pero limitándose en algunos casos la imposición en el Estado donde la renta se origina o tiene su fuente, como ocurre con los intereses y regalías.


En esta última situación, es decir, cuando ambos Estados tienen el derecho de someter a imposición un tipo de renta, el Estado de la residencia, esto es, donde reside el perceptor de la renta, debe evitar la doble imposición por medio de los mecanismos que contempla su legislación interna, ya sea eximiendo de impuestos a las rentas de fuente externa, o bien otorgándoles un crédito por los impuestos pagados en el otro Estado, lo que se recoge en el Artículo 23, único artículo del Capítulo V del Convenio, que regula los “Métodos para Eliminar la Doble Imposición”.

4.
Finalmente, para Chile operan los Artículos 41 A, 41 B y 41 C de la ley sobre Impuesto a la Renta, que regulan el crédito que se reconoce contra el impuesto de primera categoría e impuestos finales, Global Complementario o Adicional, por los impuestos pagados en el extranjero, para todos los tipos de rentas contempladas en el Convenio.

V. ESTRUCTURA DEL CONVENIO.

El Convenio consta de un Preámbulo, VII Capítulos y su Protocolo. Los Capítulos se estructuran sobre la base de los Artículos respectivos.

1.
En el Preámbulo, los Estados Contratantes manifiestan la intención perseguida con la suscripción del Convenio.

2.
El Capítulo I se denomina “Ámbito de Aplicación del Convenio” y consta de dos Artículos. El Artículo 1 se refiere a las personas comprendidas en el Convenio, en tanto que el Artículo 2 se refiere a los impuestos comprendidos por el mismo. 


Dado que el Convenio sólo se aplica a los impuestos sobre la renta y al patrimonio exigibles por cada uno de los Estados Contratantes, se incluye en el Artículo 2 una lista indicativa de los impuestos vigentes en ambos Estados Partes al momento de la firma, precisándose expresamente que el Convenio también se aplicará a impuestos de naturaleza idéntica o sustancialmente análoga que se añadan a los actuales o les sustituyan. De esta forma, no se aplica respecto de los impuestos indirectos o aranceles.

3.
El Capítulo II contiene las definiciones usuales en esta clase de instrumentos y en él se incluyen tres Artículos. El Artículo 3 trata de las definiciones generales del Convenio; el Artículo 4 establece lo que ha de entenderse por residente, y el Artículo 5 consigna el concepto de establecimiento permanente.

4.
En el Capítulo III, referente a la imposición de las rentas, se contemplan dieciséis 
Artículos, cuyos contenidos son enunciados brevemente a continuación:


El Artículo 6 regula la imposición de las rentas de bienes inmuebles; el Artículo 7 se refiere a los beneficios empresariales; el Artículo 8 contempla las rentas provenientes del transporte marítimo y aéreo; el Artículo 9 se refiere a las empresas asociadas; el Artículo 10 regula la situación de los dividendos; el Artículo 11 regula la imposición de los intereses; el Artículo 12 establece el régimen aplicable a las regalías; el Artículo 13 regula la forma en que se someterán a impuesto las ganancias de capital.


Por su parte, en el Artículo 14 se contempla el tratamiento de las rentas provenientes de la prestación de servicios personales independientes, mientras que el Artículo 15 se refiere al tratamiento de las rentas provenientes de la prestación de servicios personales dependientes; el Artículo 16 cuida la forma en que se gravan las participaciones de los directores; el Artículo 17 regula las rentas obtenidas por artistas y deportistas; en el Artículo 18 se observa el tratamiento de las pensiones; el Artículo 19 se refiere a las remuneraciones por el desempeño de funciones públicas; el Artículo 20 determina la imposición por las cantidades que reciben los estudiantes y, por último, el Artículo 21 es una disposición residual que comprende a todas las otras rentas no reguladas anteriormente.

5.
El Capítulo IV del Convenio, que se denomina “Imposición del Patrimonio”, contempla sólo al Artículo 22, el que se refiere al Estado que puede someter a imposición al patrimonio.

6.
El Capítulo V, titulado “Métodos para Eliminar la Doble Imposición”, consta de un solo Artículo, el 23, en el cual se establecen los métodos de imputación para la eliminación de la doble tributación en el caso de Chile y en el caso de Corea.

7.
En el Capítulo VI, que consta de cuatro Artículos, se contemplan disposiciones especiales. En el Artículo 24, se establece el principio de la no discriminación, mientras que en el Artículo 25 se regula el procedimiento de acuerdo mutuo. Por su parte, el Artículo 26 alude al intercambio de información entre las Autoridades Competentes de ambos Estados Contratantes, y el Artículo 27 norma la situación de los miembros de misiones diplomáticas y de oficinas consulares.

8.
En el Capítulo VII, que es el último, se consignan las disposiciones finales. En él se contienen dos Artículos, el 28, que establece la entrada en vigor del Convenio, y el 29, que regula la denuncia del mismo.

9.
Finalmente, el Convenio contempla un Protocolo en el que se contienen cinco disposiciones que aluden a situaciones especiales.

VI. TRATAMIENTO ESPECÍFICO DE LAS RENTAS.
1.
Rentas inmobiliarias.


Las rentas que un residente de un Estado Contratante obtiene de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, incluidas las provenientes de explotaciones agrícolas o forestales, pueden gravarse en ambos Estados, sin que se aplique límite alguno para el gravamen impuesto por el Estado donde se encuentre situado el bien (Artículo 6).

2.
Beneficios empresariales.


Los beneficios de una empresa de un Estado Contratante solamente pueden someterse a imposición en ese Estado, es decir, en aquel donde reside quien explota dicha empresa. Sin embargo, si la empresa realiza actividades en el otro Estado Contratante por medio de un establecimiento permanente situado en él, los beneficios de la empresa también pueden someterse a imposición en ese otro Estado Contratante sin límite alguno, pero sólo en la medida en que puedan atribuirse a ese establecimiento permanente. 


En todo caso, para determinar la renta sujeta a impuesto, se permite la deducción de los gastos necesarios en que se haya incurrido para la realización de los fines del establecimiento permanente, comprendidos los gastos de dirección y generales de administración para los mismos fines, tanto si se efectúan en el Estado en que se encuentre el establecimiento permanente como en otra parte, quedando sujeta a las normas legales y a la jurisprudencia de cada país la determinación de si procede o no la deducción de un gasto que tenga la calidad de necesario (Artículo 7).

3.
Transporte marítimo y aéreo.


Los beneficios procedentes de la explotación de naves o aeronaves en tráfico internacional, sólo pueden ser gravados en el Estado donde resida la persona que explota dicha actividad (Artículo 8).

4.
Empresas asociadas.


Cada Estado mantiene la facultad para proceder a la rectificación de la base imponible de las empresas asociadas (sociedades matrices y sus filiales, o sociedades sometidas a un control común), cuando su renta no refleje los beneficios reales que hubieran obtenido en el caso de ser empresas independientes (Artículo 9).

5.
Dividendos.


Los dividendos pagados por una sociedad residente de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante, pueden someterse a imposición en ambos Estados. Pero respecto del Estado donde reside la sociedad que paga los dividendos, se aplica un límite de 5 o 10%, dependiendo de si el beneficiario efectivo tiene una participación significativa en dicha sociedad (Artículo 10). 


Sin embargo, se establece que esos límites no se aplicarán en el caso de Chile, que podrá aplicar el impuesto adicional de acuerdo a la legislación impositiva chilena, en la medida que el impuesto de primera categoría sea deducible contra el impuesto adicional.


6.
Intereses.


Los intereses, por su parte, pueden ser gravados en ambos Estados Contratantes. Sin embargo, se limita el derecho a gravarlos por parte del Estado del que procedan, si el beneficiario efectivo de los intereses es residente del otro Estado Contratante, en cuyo caso el impuesto exigido no puede exceder del 10% del importe bruto de los intereses derivados de préstamos otorgados por bancos y compañías de seguros, y del 15% en todos los demás casos (Artículo 11).

7.
Regalías.


Las regalías también pueden someterse a imposición en ambos Estados Contratantes. Pero, al igual que en el caso de los intereses, se limita el derecho a gravar del Estado de donde procedan, si el beneficiario efectivo es residente del otro Estado Contratante, en cuyo caso el impuesto exigido no puede exceder del 5% del importe bruto de las regalías pagadas por el uso o el derecho al uso de equipos industriales, comerciales o científicos, y del 15% en todos los demás casos (Artículo 12).

8.
Ganancias de capital.


Las ganancias de capital que obtiene un residente de un Estado Contratante, derivadas de la enajenación de bienes inmuebles situados en el otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados, sin restricciones de ninguna especie. 


En seguida, también pueden gravarse en ambos Estados, y sin restricciones de ninguna especie, las ganancias de capital que obtiene un residente de un Estado Contratante, derivadas de la enajenación de bienes muebles que formen parte del activo de un establecimiento permanente o de una base fija que tenga en el otro Estado Contratante, comprendidas las ganancias derivadas de la enajenación de ese establecimiento permanente o base fija. 


Por su parte, las ganancias que obtiene un residente de un Estado Contratante, derivadas de la enajenación de acciones u otros derechos representativos del capital de una sociedad residente del otro Estado Contratante, pueden gravarse asimismo en ambos Estados Contratantes. Pero respecto de estas ganancias de capital, el Estado del que procedan puede gravarlas sin restricciones de ninguna especie, si los activos de la sociedad consisten o han consistido, directa o indirectamente, principalmente en bienes inmuebles, o el perceptor de la ganancia ha poseído una participación significativa en el capital de la sociedad. Si esos requisitos no se cumplen, también podrá gravarlas, pero el impuesto que aplique no podrá exceder del 20% del monto de la ganancia. 


Finalmente, el resto de las ganancias de capital, incluidas las derivadas de la enajenación de buques y aeronaves explotados en tráfico internacional, o de bienes muebles afectos a la explotación de dichos vehículos, sólo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante donde reside el enajenante (Artículo 13).

9.
Servicios personales independientes.


Las rentas provenientes de la prestación de servicios personales independientes que efectúa una persona natural residente de un Estado Contratante, sólo pueden gravarse en ese Estado Contratante. 


Sin embargo, dichas rentas también pueden gravarse en el otro Estado Contratante, cuando la persona tenga en ese otro Estado una base fija a la cual se le atribuyan las rentas, o cuando dicha persona permanezca en el otro Estado Contratante por un período o períodos que en total sumen o excedan de 183 días dentro de un período cualquiera de doce meses (Artículo 14). 


Si los servicios, incluidos los de consultoría, son prestados por una empresa a través de empleados u otras personas encomendadas para este fin, sólo podrán gravarse en el Estado en que resida la empresa, a menos que tenga un establecimiento permanente en el otro Estado, de conformidad con lo establecido en el Artículo 5. En este caso, el Estado donde se encuentra el establecimiento permanente podrá gravar sin límite alguno.

10. Servicios personales dependientes.


Las rentas provenientes de la prestación de servicios personales dependientes, pueden gravarse tanto en el Estado de residencia como en el Estado donde se presta el servicio. 


Sin embargo, sólo el Estado de residencia podrá gravar esta renta cuando el receptor permanece en el Estado donde presta el servicio por menos de 183 días, las remuneraciones se pagan por o en nombre de una persona que no sea residente de ese otro Estado, y no son soportadas por un establecimiento permanente o una base fija que dicha persona tenga en el otro Estado (Artículo 15).

11. Participaciones de directores, artistas y deportistas, pensiones, funciones públicas y estudiantes.


Las participaciones y otros pagos similares que reciba un residente de un Estado Contratante como miembro de un consejo de administración o de un órgano similar de una sociedad del otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados (Artículo 16).


De igual forma, pueden gravarse en ambos Estados las rentas que reciba un deportista o artista residente en un Estado Contratante, por actividades realizadas en el otro Estado Contratante (Artículo 17).


Por su parte, las pensiones sólo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante de donde proceden (Artículo 18).


En seguida, las remuneraciones pagadas por un Estado Contratante o por una de sus subdivisiones políticas o autoridades locales a una persona natural, por servicios prestados a ese Estado, subdivisión o autoridad, sólo pueden gravarse por el Estado que paga dichas rentas (Artículo 19).


Finalmente, las cantidades que reciba para sus gastos un estudiante, que es o haya sido inmediatamente antes de llegar a un Estado Contratante, residente del otro Estado, no pueden gravarse en el primer Estado, siempre que procedan de fuentes situadas fuera de ese Estado (Artículo 20).

12. Otras rentas.


En cuanto a las rentas no mencionadas expresamente, el Convenio contempla dos situaciones diversas. Así, si provienen del otro Estado Contratante, ya sea Chile o Corea según el caso, ambos Estados tienen derecho a gravarlas de acuerdo a su legislación. En cambio, si provienen de un tercer Estado, sólo se pueden gravar en el Estado donde reside el perceptor de la renta (Artículo 21).

13. Imposición del patrimonio.


Por último, el Convenio regula expresamente la imposición del patrimonio, que en el caso de estar constituido por bienes inmuebles o por bienes muebles de un establecimiento permanente o base fija que un residente de un Estado Contratante tiene en el otro Estado Contratante, pueden gravarse en ambos Estados Contratantes. 


Respecto de naves o aeronaves explotadas en tráfico internacional, bienes muebles afectos a la explotación de tales naves o aeronaves y demás elementos del patrimonio que posea un residente de un Estado Contratante, sólo pueden someterse a imposición en el Estado de la residencia (Artículo 22).


VII. OTRAS DISPOSICIONES.
1.
Principio de no discriminación.


El Convenio reconoce este principio de la no discriminación, al disponer que los nacionales de un Estado Contratante no serán sometidos, en el otro Estado Contratante, a un trato menos favorable que el que se aplica a los nacionales de este último Estado que se encuentren en las mismas condiciones (Artículo 24).


Con todo, se declara que esta disposición no impedirá la aplicación de una disposición en vigor (o la enmienda de tal disposición) a la época de la suscripción del Convenio (Párrafo 4 del Protocolo).

2.
Principio del acuerdo mutuo.


Se dispone, asimismo, que las Autoridades Competentes de ambos Estados Contratantes, mediante un Procedimiento de Acuerdo Mutuo, harán lo posible para resolver las dificultades o las dudas que surjan en la aplicación e interpretación del Convenio, en especial la situación de los contribuyentes que sean objeto de una imposición que no esté conforme con sus disposiciones (Artículo 25).

3.
Intercambio de información.


A fin de hacer posible la aplicación del Convenio, se contempla el mecanismo de intercambio de información entre las Autoridades Competentes (Artículo 26).

4.
Entrada en vigor, duración y denuncia del Convenio.


Por último, cabe señalar que el Convenio entrará en vigor una vez que, habiéndose cumplido los procedimientos exigidos por la legislación interna de ambos Estados Contratantes y habiéndose notificado cada uno de los Estados de este cumplimiento, hubiere transcurrido un plazo de quince días después de la fecha de la última de las notificaciones (Artículo 28).


Asimismo, este Convenio tendrá una vigencia indefinida y podrá ser denunciado por cualquiera de las Parte a más tardar el 30 de junio de cada año calendario, por vía diplomática, mediante aviso escrito, una vez que hayan transcurrido cinco años desde su entrada en vigor (Artículo 29).

VIII. PROTOCOLO DEL CONVENIO.

Como se ha señalado, el Protocolo del Convenio, que forma parte integrante del mismo, contempla cinco párrafos que regulan situaciones especiales. 

1.
En el Párrafo 1 se precisa, para los efectos del Artículo 8 del Convenio, referido a la imposición de los beneficios procedentes de la explotación de naves y aeronaves en tráfico internacional, lo que comprende el término “beneficios” y la expresión “explotación de naves y aeronaves”. 


Asimismo, se establece que las empresas que exploten naves o aeronaves en tráfico internacional estarán exentas del impuesto al valor agregado u otro impuesto similar por el transporte de bienes y pasajeros.

2.
En los Párrafos 2 y 3, por su parte, se establece que si en algún Acuerdo o Convenio concluido por nuestro país con un tercer Estado Miembro de la Ocde, Chile acordara exceptuar de impuesto o establecer tasas inferiores a las establecidas en el presente convenio para los intereses y regalías, esa exención o tasa reducida se aplicará automáticamente y bajo las mismas condiciones, como si hubiese sido especificada en el Convenio.


3.
En seguida, el Párrafo 5 contempla cinco disposiciones generales.


De acuerdo a la primera, los Fondos de Inversión y cualquier otra clase de fondos, constituidos para operar como tales en Chile y bajo la legislación chilena deberán, para los propósitos de este Convenio, ser tratados como un residente de Chile y sujetos a tributación en conformidad con la legislación chilena, respecto de los dividendos, intereses, ganancias de capital y otras rentas obtenidas por un bien o inversión en Chile.


La segunda dispone que nada en el Convenio afectará la aplicación de las disposiciones del Derecho ley Nº 600 (Estatuto de la Inversión Extranjera), conforme estén en vigor a la fecha de la firma del Convenio y aun cuando fueren eventualmente modificadas sin alterar su principio general.


En la tercera, se establece que nada en el Convenio impedirá que Chile grave los beneficios atribuibles a un establecimiento permanente que un residente de Corea tenga en Chile, tanto respecto del impuesto de primera categoría como del impuesto adicional, en la medida que el impuesto de primera categoría sea deducible contra el impuesto adicional.


En la cuarta, se consagra una norma que busca evitar conflictos respecto de la prevalencia del procedimiento amistoso que contempla el Convenio y el mecanismo de resolución de controversias previsto por el Acuerdo General sobre el Comercio de los Servicios.


Finalmente, la quinta de tales disposiciones previene que si las disposiciones del Convenio fueran utilizadas para obtener beneficios no contemplados ni pretendidos por él, las Autoridades Competentes deberán recomendar modificaciones específicas, las que serán discutidas expeditamente.


En mérito de lo precedentemente expuesto, y teniendo presente que el Convenio utiliza un lenguaje internacionalmente aceptado y reconocido, como es el contenido en el Modelo y Comentarios de la Ocde, lo que otorga confianza y estabilidad a los contribuyentes, someto a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del honorable Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile y la República de Corea para Evitar la Doble Imposición y Prevenir la Evasión Fiscal en Relación al Impuesto a la Renta y al Patrimonio” y su Protocolo, suscritos en Seúl, Corea, el 18 de abril de 2002.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARÍA SOLEDAD ALVEAR VALENZUELA, Ministra de Relaciones Exteriores; NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro de Hacienda”.


CONVENIO

ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE

Y LA REPÚBLICA DE COREA

PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN

Y PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL

EN RELACIÓN AL IMPUESTO A LA RENTA

Y AL PATRIMONIO

La República de Chile y la República de Corea, deseando concluir un Convenio para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en relación a los impuestos a la renta y al patrimonio.


Han acordado lo siguiente:

CAPÍTULO I

ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL CONVENIO

Artículo 1

PERSONAS COMPRENDIDAS


El presente Convenio se aplica a las personas residentes de uno o de ambos Estados Contratantes.

Artículo 2

IMPUESTOS COMPRENDIDOS
1.
El presente Convenio se aplica a los impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio exigibles por cada uno de los Estados Contratantes, sus subdivisiones políticas o autoridades locales, cualquiera que sea el sistema de exacción.

2.
Se consideran impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio los que gravan la totalidad de la renta o del patrimonio o cualquier parte de los mismos, incluidos los impuestos sobre las ganancias derivadas de la enajenación de bienes muebles o inmuebles, los impuestos sobre el importe de sueldos o salarios pagados por las empresas, así como los impuestos sobre las plusvalías.

3.
Los impuestos actuales a los que se aplica este Convenio son, en particular:

a)
en Chile, los impuestos establecidos en la “ley sobre Impuesto a la Renta”, (en adelante denominado “Impuesto chileno”), y

b)
en Corea,


i) el impuesto sobre la venta;


ii) el impuesto sobre las sociedades;


iii) el impuesto especial para el desarrollo rural, y


iv) el impuesto sobre los habitantes.


(en adelante denominado “Impuesto coreano”).

4.
El Convenio se aplicará igualmente a los impuestos de naturaleza idéntica o sustancialmente análoga e impuestos al patrimonio que se establezcan con posterioridad a la fecha de la firma del mismo, y que se añadan a los actuales o les sustituyan. Las autoridades competentes de los Estados Contratantes se comunicarán mutuamente, al final de cada año, las modificaciones sustanciales que se hayan introducido en sus respectivas legislaciones impositivas.

CAPÍTULO II

DEFINICIONES

Artículo 3

DEFINICIONES GENERALES
1.
A los efectos del presente Convenio, a menos que de su contexto se infiera una interpretación diferente:

a)
las expresiones “un Estado Contratante” y “el otro Estado Contratante” significan, según el contexto lo requiera, la República de Chile o la República de Corea, en adelante “Chile” y “Corea”, respectivamente;

b)
el término “persona” comprende las personas naturales, las sociedades y cualquier otra agrupación de personas;

c)
el término “sociedad” significa cualquier persona jurídica o cualquier entidad que se considere persona jurídica a efectos impositivos;

d)
las expresiones “empresa de un Estado Contratante” y “empresa del otro Estado Contratante” significan, respectivamente, una empresa explotada por un residente de un Estado Contratante y una empresa explotada por un residente del otro Estado Contratante;

e)
la expresión “tráfico internacional” significa todo transporte efectuado por una nave o aeronave, salvo cuando ese transporte es efectuado solamente entre puntos situados en el otro Estado Contratante;

f)
la expresión “autoridad competente” significa:


i) en Chile, el ministro de Hacienda o su representante autorizado;


ii) en Corea, el ministro de Hacienda y Economía o su representante autorizado;

g)
el término “nacional” significa:


i) cualquier persona natural que posea la nacionalidad de un Estado Contratante, o


ii) cualquier persona jurídica o asociación constituida conforme a la legislación vigente de un Estado Contratante.

2.
Para la aplicación del Convenio por un Estado Contratante en cualquier momento, cualquier expresión no definida en el mismo tendrá, a menos que de su contexto se infiera una interpretación diferente, el significado que, en ese momento, le atribuya la legislación de ese Estado relativa a los impuestos que son objeto del Convenio, prevaleciendo cualquier significado bajo la legislación impositiva aplicable en ese Estado sobre el significado atribuido por otras leyes de ese Estado.


Artículo 4

RESIDENTE
1.
A los efectos de este Convenio, la expresión “residente de un Estado Contratante” significa toda persona que, en virtud de la legislación de ese Estado, esté sujeta a imposición en el mismo en razón de su domicilio, residencia, sede de dirección, lugar de constitución, oficina central o principal o cualquier otro criterio de naturaleza análoga e incluye también al propio Estado y a cualquier subdivisión política o autoridad local del mismo. Sin embargo, esta expresión no incluye a las personas que estén sujetas a imposición en ese Estado exclusivamente por la renta que obtengan de fuentes situadas en el citado Estado, o por el patrimonio situado en el mismo.

2.
Cuando en virtud de las disposiciones del párrafo 1 una persona natural sea residente de ambos Estados Contratantes, su situación se resolverá de la siguiente manera:

a)
dicha persona será considerada residente sólo del Estado donde tenga una vivienda permanente a su disposición; si tuviera vivienda permanente a su disposición en ambos Estados, se considerará residente sólo del Estado con el que mantenga relaciones personales y económicas más estrechas (centro de intereses vitales);

b)
si no pudiera determinarse el Estado en el que dicha persona tiene el centro de sus intereses vitales, o si no tuviera una vivienda permanente a su disposición en ninguno de los Estados, se considerará residente sólo del Estado donde viva habitualmente;

c)
si viviera habitualmente en ambos Estados, o no lo hiciera en ninguno de ellos, se considerará residente sólo del Estado del que sea nacional;

d)
si fuera nacional de ambos Estados, o no lo fuera de ninguno de ellos, las autoridades competentes de los Estados Contratantes resolverán el caso mediante un procedimiento de acuerdo mutuo.

3.
Cuando en virtud de las disposiciones del párrafo 1 una persona, que no sea persona natural, sea residente de ambos Estados Contratantes, las autoridades competentes de los Estados Contratantes deberán hacer lo posible por resolver el caso mediante acuerdo mutuo, teniendo en consideración la sede de dirección, la oficina central o principal, el lugar de constitución o cualquier otro factor pertinente. En ausencia de ese acuerdo, dicha persona no tendrá derecho a ninguno de los beneficios contemplados por este Convenio, salvo en cuanto puede exigir los beneficios de los Artículos 24 (No discriminación) y 25 (Procedimiento de Acuerdo Mutuo).

Artículo 5

ESTABLECIMIENTO PERMANENTE
1.
A efectos del presente Convenio, la expresión “establecimiento permanente” significa un lugar fijo de negocios mediante el cual una empresa realiza toda o parte de su actividad.

2.
La expresión “establecimiento permanente” comprende, en especial:

a)
las sedes de dirección;

b)
las sucursales;

c)
las oficinas;

d)
las fábricas;

e)
los talleres;

f)
las minas, los pozos de petróleo o de gas, las canteras o cualquier otro lugar en relación a la exploración o extracción de recursos naturales.

3.
La expresión “establecimiento permanente” también incluye:

a)
una obra o proyecto de construcción, instalación o montaje y las actividades de supervisión relacionadas con ellos, pero sólo cuando dicha obra, proyecto de construcción o actividad tenga una duración superior a seis meses, y

b)
la prestación de servicios por parte de una empresa, incluidos los servicios de consultorías, por intermedio de empleados u otras personas naturales encomendados por la empresa para ese fin, pero sólo en el caso de que tales actividades prosigan en el país durante un período o períodos que en total excedan de 183 días, dentro de un período cualquiera de doce meses.


A los efectos del cálculo de los límites temporales a que se refiere este párrafo, las actividades realizadas por una empresa asociada a otra empresa en el sentido del 
Artículo 9 de este Convenio, serán agregadas al período durante el cual son realizadas las actividades por la empresa de la que es asociada, si las actividades de ambas empresas son sustancialmente las mismas.

4.
No obstante lo dispuesto anteriormente en este Artículo, se considera que la expresión “establecimiento permanente” no incluye:

a)
la utilización de instalaciones con el único fin de almacenar, exponer o entregar bienes o mercancías pertenecientes a la empresa;

b)
el mantenimiento de un depósito de bienes o mercancías pertenecientes a la empresa con el único fin de almacenarlas, exponerlas o entregarlas;

c)
el mantenimiento de un depósito de bienes o mercancías pertenecientes a la empresa con el único fin de que sean transformadas por otra empresa;

d)
el mantenimiento de un lugar fijo de negocios con el único fin de comprar bienes o mercancías, o de recoger información, para la empresa;

e)
el mantenimiento de un lugar fijo de negocios con el único fin de hacer publicidad, suministrar información o realizar investigaciones científicas o cualquier otra actividad de naturaleza similar, para la empresa, si esas actividades tienen un carácter preparatorio o auxiliar.

5.
No obstante lo dispuesto en los párrafos 1 y 2, cuando una persona, distinta de un agente independiente al que le sea aplicable el párrafo 6, actúe por cuenta de una empresa y ostente y ejerza habitualmente en un Estado Contratante poderes que la faculten para concluir contratos en nombre de la empresa, se considerará que esa empresa tiene un establecimiento permanente en ese Estado respecto de cualquiera de las actividades que dicha persona realice para la empresa, a menos que las actividades de esa persona se limiten a las mencionadas en el párrafo 4 y que, de ser realizadas por medio de un lugar fijo de negocios, dicho lugar fijo de negocios no fuere considerado como un establecimiento permanente de acuerdo con las disposiciones de ese párrafo.

6.
No se considera que una empresa tiene un establecimiento permanente en un Estado Contratante por el mero hecho de que realice sus actividades en ese Estado por medio de un corredor, un comisionista general o cualquier otro agente independiente, siempre que dichas personas actúen dentro del marco ordinario de su actividad. Sin embargo, cuando esos agentes actúen total o casi totalmente en nombre de la empresa no serán considerados agentes independientes dentro del significado de este párrafo.

7.
El hecho de que una sociedad residente de un Estado Contratante controle o sea controlada por una sociedad residente del otro Estado Contratante, o que realice actividades empresariales en ese otro Estado (ya sea por medio de un establecimiento permanente o de otra manera), no convierte por sí solo a cualquiera de esas sociedades en establecimiento permanente de la otra.

CAPÍTULO III

IMPOSICIÓN DE LAS RENTAS

Artículo 6

RENTAS DE BIENES INMUEBLES
1.
Las rentas que un residente de un Estado Contratante obtenga de bienes inmuebles (incluidas las rentas de explotaciones agrícolas o forestales) situados en el otro Estado Contratante pueden someterse a imposición en ese otro Estado.

2.
La expresión “bienes inmuebles” tendrá el significado que le atribuya el derecho del Estado Contratante en que los bienes estén situados. Dicha expresión comprende en todo caso los bienes accesorios a los bienes inmuebles, el ganado y el equipo utilizado en explotaciones agrícolas y forestales, los derechos a los que sean aplicables las disposiciones de derecho general relativas a los bienes raíces, el usufructo de bienes inmuebles y los derechos a percibir pagos variables o fijos por la explotación o la concesión de la explotación de yacimientos minerales, fuentes y otros recursos naturales. Las naves y aeronaves no se considerarán bienes inmuebles.

3.
Las disposiciones del párrafo 1 son aplicables a las rentas derivadas de la utilización directa, el arrendamiento o aparecería, así como cualquier otra forma de explotación de los bienes inmuebles.

4.
Las disposiciones de los párrafos 1 y 3 se aplican igualmente a las rentas derivadas de los bienes inmuebles de una empresa y de los bienes inmuebles utilizados para la prestación de servicios personales independientes.

Artículo 7

BENEFICIOS EMPRESARIALES
1.
Los beneficios de una empresa de un Estado Contratante solamente pueden someterse a imposición en ese Estado, a no ser que la empresa realice su actividad en el otro Estado Contratante por medio de un establecimiento permanente situado en él. Si la empresa realiza o ha realizado su actividad de dicha manera, los beneficios de la empresa pueden someterse a imposición en el otro Estado, pero sólo en la medida en que puedan atribuirse a ese establecimiento permanente.

2.
Sujeto a lo previsto en el párrafo 3, cuando una empresa de un Estado Contratante realice su actividad en el otro Estado Contratante por medio de un establecimiento permanente situado en él, en cada Estado Contratante se atribuirán a dicho establecimiento los beneficios que éste hubiera podido obtener de ser una empresa distinta y separada que realizase las mismas o similares actividades, en las mismas o similares condiciones y tratase con tal independencia con la empresa de la que es establecimiento permanente.

3.
Para la determinación de los beneficios del establecimiento permanente se permitirá la deducción de los gastos necesarios en que se haya incurrido para la realización de los fines del establecimiento permanente, comprendidos los gastos de dirección y generales de administración para los mismos fines, tanto si se efectúan en el Estado en que se encuentre el establecimiento permanente como en otra parte.

4.
No se atribuirá ningún beneficio a un establecimiento permanente por el mero hecho de que éste compre bienes o mercancías para la empresa.

5.
A efectos de los párrafos anteriores, los beneficios imputables al establecimiento permanente se calcularán cada año por el mismo método, a no ser que existan motivos válidos y suficientes para proceder de otra forma.

6.
Cuando los beneficios comprendan rentas reguladas separadamente en otros Artículos de este Convenio, las disposiciones de aquéllos no quedarán afectadas por las de este 
Artículo.

Artículo 8

TRANSPORTE MARÍTIMO Y AÉREO

1.
Los beneficios de una empresa de un Estado Contratante procedentes de la explotación de naves o aeronaves en tráfico internacional sólo pueden someterse a imposición en ese Estado.

2.
Las disposiciones del párrafo I son también aplicables a los beneficios procedentes de la participación en un consorcio (pool), en una empresa conjunta o en una agencia de explotación internacional.

Artículo 9

EMPRESAS ASOCIADAS

1.
Cuando

a)
una empresa de un Estado Contratante participe directa o indirectamente en la dirección, el control o el capital de una empresa del otro Estado Contratante, o

b)
unas mismas personas participen directa o indirectamente en la dirección, el control o el capital de una empresa de un Estado Contratante y de una empresa del otro Estado Contratante,


y en uno y otro caso las dos empresas estén, en sus relaciones comerciales o financieras, unidas por condiciones aceptadas o impuestas que difieran de las que serían acordadas por empresas independientes, las rentas que habrían sido obtenidas por una de las empresas de no existir dichas condiciones, y que de hecho no se han realizado a causa de las mismas, podrán incluirse en la renta de esa empresa y sometidas a imposición en consecuencia.

2.
Cuando un Estado Contratante incluya en la renta de una empresa de ese Estado, y someta, en consecuencia, a imposición, la renta sobre la cual una empresa del otro Estado Contratante ha sido sometida a imposición en ese otro Estado, y la renta así incluida es renta que habría sido realizada por la empresa del Estado mencionado en primer lugar si las condiciones convenidas entre las dos empresas hubieran sido las que se hubiesen convenido entre empresas independientes, ese otro Estado practicará, si está de acuerdo, el ajuste correspondiente de la cuantía del impuesto que ha percibido sobre esa renta. Para determinar dicho ajuste se tendrán en cuenta las demás disposiciones del presente Convenio y las autoridades competentes de los Estados Contratantes se consultarán en caso necesario.

Artículo 10

DIVIDENDOS

1.
Los dividendos pagados por una sociedad residente de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante pueden someterse a imposición en ese otro Estado.

2.
Sin embargo, dichos dividendos pueden también someterse a imposición en el Estado Contratante en que resida la sociedad que pague los dividendos y según la legislación de este Estado, pero si el beneficiario efectivo de los dividendos es un residente del otro Estado Contratante, el impuesto así exigido no podrá exceder del:

a)
5 por ciento bruto de los dividendos si el beneficiario efectivo es una sociedad que controla directa o indirectamente no menos del 25 por ciento de las acciones con derecho a voto de la sociedad que paga dichos dividendos, y

b)
10 por ciento del importe bruto de los dividendos en todos los demás casos.


Las disposiciones de este párrafo no afectan la imposición de la sociedad respecto de los beneficios con cargo a los que se paguen los dividendos.


No obstante las disposiciones de este párrafo, Chile tiene derecho a imponer el impuesto de primera categoría y el impuesto adicional de acuerdo a la legislación impositiva chilena, en la medida que el impuesto de primera categoría sea deducible contra el impuesto adicional.

3.
El término “dividendos” en el sentido de este Artículo significa las rentas de las acciones u otros derechos, excepto los de crédito, que permitan participar en los beneficios, así como las rentas de otros derechos sujetos al mismo régimen tributario que las rentas de las acciones por la legislación del Estado del que la sociedad que hace la distribución sea residente.

4.
Las disposiciones de los párrafos 1 y 2 no son aplicables si el beneficiario efectivo de los dividendos, residente de un Estado Contratante, realiza en el otro Estado Contratante, del que es residente la sociedad que paga los dividendos, una actividad empresarial a través de un establecimiento permanente situado allí, o presta en ese otro Estado unos servicios personales independientes por medio de una base fija situada allí, y la participación que genera los dividendos está vinculada efectivamente a dicho establecimiento permanente o base fija. En tal caso, son aplicables las disposiciones del Artículo 7 o del Artículo 14, según proceda.

5.
Cuando una sociedad residente de un Estado Contratante obtenga beneficios o rentas procedentes del otro Estado Contratante, ese otro Estado no podrá exigir ningún impuesto sobre los dividendos pagados por la sociedad, salvo en la medida en que esos dividendos se paguen a un residente de ese otro Estado o la participación que genera los dividendos esté vinculada efectivamente a un establecimiento permanente o a una base fija situados en ese otro Estado, ni someter los beneficios no distribuidos de la sociedad a un impuesto sobre los mismos, aunque los dividendos pagados o los beneficios no distribuidos consistan, total o parcialmente, en beneficios o rentas procedentes de ese otro Estado.

Artículo 11

INTERESES

1.
Los intereses procedentes de un Estado Contratante y pagados a un residente del otro Estado Contratante pueden someterse a imposición en ese otro Estado.

2.
Sin embargo, dichos intereses pueden también someterse a imposición en el Estado Contratante del que procedan y según la legislación de ese Estado, pero si el beneficiario efectivo es residente del otro Estado Contratante, el impuesto así exigido no podrá exceder del:

a)
10 por ciento del importe bruto de los intereses derivados de préstamos otorgados por bancos y compañías de seguros, y

b)
15 por ciento del importe bruto de los intereses en todos los demás casos.

3.
El término “intereses”, en el sentido de este Artículo significa las rentas de créditos de cualquier naturaleza, con o sin garantía hipotecaria, y en particular, las rentas de valores públicos y las rentas de bonos y obligaciones, así como cualquiera otra renta que la legislación del Estado de donde procedan los intereses asimile a las rentas de las cantidades dadas en préstamo. Sin embargo, el término “interés” no incluye las rentas comprendidas en el Artículo 10.

4.
Las disposiciones de los párrafos 1 y 2 no son aplicables si el beneficiario efectivo de los intereses, residente de un Estado Contratante, realiza en el otro Estado Contratante, de que proceden los intereses, una actividad empresarial por medio de un establecimiento permanente situado allí, o presta unos servicios personales independientes por medio de una base fija situada allí, y el crédito que genera los intereses está vinculado efectivamente a dicho establecimiento permanente o base fija. En tal caso, son aplicables las disposiciones del Artículo 7 o del Artículo 14 de este Convenio, según proceda.

5.
Los intereses se consideran procedentes de un Estado Contratante cuando el deudor sea residente de ese Estado. Sin embargo, cuando el deudor de los intereses, sea o no residente del Estado Contratante, tenga en un Estado Contratante un establecimiento permanente o una base fija en relación con los cuales se haya contraído la deuda por la que se pagan los intereses, y éstos se soportan por el establecimiento permanente o la base fija, dichos intereses se considerarán procedentes del Estado Contratante en que estén situados el establecimiento permanente o la base fija.

6.
Cuando en razón de las relaciones especiales existentes entre el deudor y el beneficiario efectivo, o de las que uno y otro mantengan con terceros, el importe de los intereses habida cuenta del crédito por el que se paguen exceda del que hubieran convenido el deudor y el acreedor en ausencia de tales relaciones, las disposiciones de este Artículo no se aplicarán más que a este último importe. En tal caso, la cuantía en exceso podrá someterse a imposición de acuerdo con la legislación de cada Estado Contratante, teniendo en cuenta las demás disposiciones del presente Convenio.

7.
Las disposiciones de este Artículo no se aplicarán si el propósito o uno de los principales propósitos de cualquier persona vinculada con la creación o atribución del crédito en relación al cual los intereses se pagan, fuera el sacar ventaja de este Artículo mediante tal creación o atribución.

Artículo 12

REGALÍAS

1.
Las regalías procedentes de un Estado Contratante y pagadas a un residente del otro Estado Contratante pueden someterse a imposición en ese otro Estado.

2.
Sin embargo, estas regalías pueden también someterse a imposición en el Estado Contratante del que procedan y de acuerdo con la legislación de este Estado, pero si el beneficiario efectivo es residente del otro Estado Contratante, el impuesto así exigido no podrá exceder de:

a)
5 por ciento del importe bruto de esas regalías pagadas por el uso o el derecho al uso de equipos industriales, comerciales o científicos, y

b)
15 por ciento del importe bruto de esas regalías en todos los demás casos.

3.
El término “regalías” empleado en este Artículo significa las cantidades de cualquier clase pagadas por el uso, o el derecho al uso, de derechos de autor sobre obras literarias, artísticas o científicas, incluidas las películas cinematográficas, las patentes, marcas, diseños o modelos, planos, fórmulas o procedimientos secretos u otra propiedad intangible, o por el uso o derecho al uso, de equipos industriales, comerciales o científicos, o por informaciones relativas a experiencias industriales, comerciales o científicas.

4.
Las disposiciones de los párrafos 1 y 2 de este Artículo, no son aplicables si el beneficiario efectivo de las regalías, residente de un Estado Contratante, realiza en el Estado Contratante del que proceden las regalías una actividad empresarial por medio de un establecimiento permanente situado allí, o presta servicios personales independientes por medio de una base fija situada allí, y el bien o el derecho por el que se pagan las regalías están vinculados efectivamente a dichos establecimiento permanente o base fija. En tal caso son aplicables las disposiciones del Artículo 7 o del Artículo 14, según proceda.

5.
Las regalías se consideran procedentes de un Estado Contratante cuando el deudor es un residente de ese Estado. Sin embargo, cuando quien paga las regalías, sea o no residente de un Estado Contratante, tenga en uno de los Estados Contratantes un establecimiento permanente o una base fija en relación con los cuales se haya contraído la obligación del pago de las regalías y dicho establecimiento permanente o base fija soporte la carga de las mismas, las regalías se considerarán procedentes del Estado donde está situado el establecimiento permanente o la base fija.

6.
Cuando en razón de las relaciones especiales existentes entre el deudor y el beneficiario efectivo, o de las que uno y otro mantengan con terceros, el importe de las regalías, habida cuenta del uso, derecho o información por los que se pagan, exceda del que habrían convenido el deudor y el beneficiario efectivo en ausencia de tales relaciones, las disposiciones de este Artículo no se aplicarán más que a este último importe. En tal caso, la cuantía en exceso podrá someterse a imposición de acuerdo con la legislación de cada Estado Contratante, teniendo en cuenta las demás disposiciones del presente Convenio.

7.
Las disposiciones de este Artículo no se aplicarán si el propósito principal o uno de los principales propósitos de cualquier persona relacionada con la creación o atribución de derechos en relación a los cuales las regalías se paguen fuera el de sacar ventajas de este Artículo mediante tal creación o atribución.

Artículo 13

GANANCIAS DE CAPITAL

1.
Las ganancias que un residente de un Estado Contratante obtenga de la enajenación de bienes inmuebles conforme se definen en el artículo 6, situados en el otro Estado Contratante, pueden someterse a imposición en ese otro Estado.

2.
Las ganancias derivadas de la enajenación de bienes muebles que formen parte del activo de un establecimiento permanente que una empresa de un Estado Contratante tenga en el otro Estado Contratante, o de bienes muebles que pertenezcan a una base fija que un residente de un Estado Contratante tenga en el otro Estado Contratante para la prestación de servicios personales independientes, comprendidas las ganancias derivadas de la enajenación de este establecimiento permanente (sólo o con el conjunto de la empresa de la que forme parte) o de esta base fija, pueden someterse a imposición en ese otro Estado.

3.
Las ganancias que un residente de un Estado Contratante obtenga por la enajenación de naves o aeronaves explotadas en tráfico internacional, o bienes muebles afectos a la explotación de dichas naves o aeronaves, sólo pueden someterse a imposición en ese Estado Contratante.

4.
Las ganancias que un residente de un Estado Contratante obtenga por la enajenación de acciones u otros derechos representativos del capital de una sociedad residente del otro Estado Contratante, pueden someterse a imposición en ese otro Estado Contratante si:

a)
los activos de la sociedad consisten o han consistido, directa o indirectamente, principalmente en bienes inmuebles a que se refiere el Artículo y situados en ese otro Estado Contratante, o

b)
el perceptor de la ganancia ha poseído, en cualquier momento dentro del período de doce meses precedentes a la enajenación, directa o indirectamente, acciones u otros derechos consistentes en un 20 por ciento o más del capital de esa sociedad.


Cualquier otra ganancia obtenida por un residente de un Estado Contratante por la enajenación de acciones u otros derechos representativos del capital de una sociedad residente en el otro Estado Contratante también pueden someterse a imposición de ese otro Estado Contratante, pero el impuesto así exigido no podrá exceder del 20 por ciento del monto de la ganancia.

5.
Las ganancias derivadas de la enajenación de cualquier otro bien distinto de los mencionados en los párrafos precedentes de este artículo sólo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante en que resida el enajenante.

Artículo 14

SERVICIOS PERSONALES INDEPENDIENTES

1.
Las rentas que una persona natural residente de un Estado Contratante obtenga por la prestación de servicios profesionales u otras actividades de carácter independiente sólo pueden someterse a imposición en este Estado Contratante. Sin embargo, dichas rentas podrán también ser sometidas a imposición en el otro Estado Contratante:

a)
cuando dicha persona tenga en el otro Estado Contratante una base fija de la que disponga regularmente para el desempeño de sus actividades; en tal caso, sólo puede someterse a imposición en este otro Estado Contratante la parte de las rentas que sean atribuibles a dicha base fija;

b)
cuando dicha persona permanezca en el otro Estado Contratante por un período o períodos que en total sumen o excedan 183 días, dentro de un período cualquiera de doce meses; en tal caso, sólo pueden someterse a imposición en este otro Estado la parte de la renta obtenida de las actividades desempeñadas por él en este otro Estado.

2.
La expresión “servicios profesionales” comprende especialmente las actividades independientes de médicos, abogados, ingenieros, arquitectos, odontólogos y contadores.

Artículo 15

SERVICIOS PERSONALES DEPENDIENTES

1.
Sin perjuicio de lo dispuesto en los Artículos 16, 18 y 19,  los sueldos, salarios y otras remuneraciones obtenidas por un residente de un Estado Contratante por razón de un empleo sólo pueden someterse a imposición en ese Estado, a no ser que el empleo se realice en el otro Estado Contratante. Si el empleo se realiza de esa forma, las remuneraciones derivadas del mismo pueden someterse a imposición en ese otro Estado.

2.
No obstante las disposiciones del párrafo 1, las remuneraciones obtenidas por un residente de un Estado Contratante en razón de un empleo realizado en el otro Estado Contratante se gravarán exclusivamente en el primer Estado si:

a)
el perceptor permanece en el otro Estado durante un período o períodos cuya duración no exceda en conjunto de 183 días en cualquier período de doce meses que comience o termine en el año tributario considerado, y

b)
las remuneraciones se pagan por, o en nombre de un apersona empleadora que no sea residente del otro Estado, y

c)
las remuneraciones no son soportadas por un establecimiento permanente o una base fija que una persona empleadora tenga en el otro Estado.

3.
No obstante las disposiciones precedentes de este Artículo, las remuneraciones obtenidas por un residente de un Estado Contratante por razón de un empleo realizado a bordo de una nave o aeronave explotada en tráfico internacional sólo podrá someterse a imposición en ese Estado.

Artículo 16

PARTICIPACIONES DE DIRECTORES


Las participaciones de directores y otros pagos similares que un residente de un Estado Contratante obtenga como miembro de un consejo de administración o de un órgano similar de una sociedad residente del otro Estado Contratante pueden someterse a imposición en este último Estado.

Artículo 17

ARTISTAS Y DEPORTISTAS

1.
No obstante lo dispuesto en los Artículos 14 y 15, las rentas que un residente de un Estado Contratante obtenga del ejercicio de sus actividades personales en el otro Estado Contratante en calidad de artista del espectáculo, tal como de teatro, cine, radio o televisión, o músico, o como deportista, pueden someterse a imposición en ese otro Estado.

2.
No obstante lo dispuesto en los Artículos 7, 14 y 15, cuando las rentas derivadas de las actividades personales de los artistas del espectáculo o los deportistas, en esa calidad, se atribuyan no al propio artista del espectáculo o deportista sino a otra persona, dichas rentas pueden someterse a imposición en el Estado Contratante en que se realicen las actividades del artista del espectáculo o el deportista.

Artículo 18

PENSIONES

1.
Las pensiones procedentes de un Estado Contratante y pagadas a un residente del otro Estado Contratante sólo pueden someterse a imposición en el Estado Contratante de donde proceden.

Artículo 19

FUNCIONES PÚBLICAS

1.
a)
Los sueldos, salarios y otras remuneraciones, excluidas las pensiones, pagadas por un Estado Contratante o por una de sus subdivisiones políticas o autoridades locales a una persona natural por razones de servicios prestados a ese Estado o a esa subdivisión o autoridad, sólo pueden someterse a imposición en ese Estado.

b)
Sin embargo, dichos sueldos, salarios y otras remuneraciones sólo pueden someterse a imposición en el otro Estado Contratante si los servicios se prestan en ese Estado y la persona natural es un residente de ese Estado que:

i)
posee la nacionalidad de este Estado, o

ii)
no ha adquirido la condición de residente de ese Estado solamente para prestar los servicios.

2.
Lo dispuesto en los Artículos 15, 16  y 17 se aplica a los sueldos, salarios y otras remuneraciones pagadas por razón de servicios prestados en el marco de una actividad empresarial realizada por un Estado Contratante o por una de sus subdivisiones políticas o autoridades locales.


Artículo 20

ESTUDIANTES


Las cantidades que reciba para cubrir sus gastos de manutención, estudios o formación práctica un estudiante, aprendiz o un apersona en práctica que sea, o haya sido inmediatamente antes de llegar a un Estado Contratante, residente del otro Estado Contratante y que se encuentre en el Estado mencionado en primer lugar con el único fin de proseguir sus estudios o formación práctica, no pueden someterse a imposición en ese Estado siempre que procedan de fuentes situadas fuera de ese Estado.

Artículo 21

OTRAS RENTAS

1.
Las rentas de un residente de un Estado Contratante, cualquiera sea su procedencia, no mencionadas en los Artículos anteriores de este Convenio sólo pueden someterse a imposición en ese Estado.

2.
Lo dispuesto en el párrafo 1 no es aplicable a las rentas, distintas de las derivadas de bienes inmuebles como se define en el párrafo 2 del Artículo 6, cuando el perceptor de dichas rentas, residente de un Estado Contratante, realice en el otro Estado Contratante una actividad empresarial por medio de un establecimiento permanente situado en ese otro Estado, o preste servicios personales independientes por medio de una base fija situada en ese otro Estado, y el derecho o bien por el que se pagan las rentas estén vinculados efectivamente con dicho establecimiento permanente o base fija. En tal caso, son aplicables las disposiciones del Artículo 7 o del Artículo 14, según proceda.

3.
No obstante lo dispuesto en los párrafos 1 y 2, las rentas de un residente de un Estado Contratante, no mencionados en los Artículos anteriores de este Convenio y procedentes del otro Estado Contratante, también pueden someterse a imposición en ese otro Estado.

CAPÍTULO IV

IMPOSICIÓN DEL PATRIMONIO

Artículo 22

PATRIMONIO

1.
El patrimonio constituido por bienes inmuebles, que posea un residente de un Estado Contratante y que esté situado en el otro Estado Contratante, puede someterse a imposición en ese otro Estado.

2.
El patrimonio constituido por bienes muebles, que formen parte del activo de un establecimiento permanente que una empresa de un Estado Contratante tenga en el otro Estado Contratante, o por bienes muebles que pertenezcan a una base fija que un residente de un Estado Contratante disponga en el otro Estado Contratante para la prestación de servicios personales independientes, puede someterse a imposición en ese otro Estado.

3.
El patrimonio constituido por naves y aeronaves explotadas en el tráfico internacional y por bienes muebles afectos a la explotación de tales naves o aeronaves, sólo puede someterse a imposición en el Estado Contratante del cual la empresa que explota esas naves o aeronaves es residente.

4.
Todos los demás elementos del patrimonio de un residente de un Estado Contratante sólo pueden someterse a imposición en ese Estado Contratante.

CAPÍTULO V

MÉTODOS PARA ELIMINAR LA DOBLE IMPOSICIÓN

Artículo 23

ELIMINACIÓN DE LA DOBLE IMPOSICIÓN

1.
En Chile, la doble imposición se evitará de la manera siguiente, sujeta a las disposiciones de la legislación impositiva chilena que se refiere a la eliminación de la doble imposición internacional (la cual no afectará el principio general aquí establecido):


Los residente en Chile que obtengan rentas que, de acuerdo con las disposiciones de este Convenio, puedan someterse a imposición en Corea, podrán acreditar contra los impuestos chilenos correspondientes a esas rentas los impuestos pagados en Corea. Este párrafo se aplicará a todas las rentas mencionadas en el Convenio.

2.
En Corea, la doble imposición se evitará de la manera siguiente, sujeta a las disposiciones de la legislación impositiva coreana que se refiere a la rebaja como crédito contra el impuesto coreano de los impuestos pagados en otro país que no sea Corea (la cual no afectará el principio general aquí establecido):

a)
Cuando un residente de Corea obtenga rentas provenientes de Chile las cuales pueden someterse a imposición en Chile de acuerdo con las disposiciones de este Convenio, el monto del impuesto chileno pagado sobre esas rentas, se rebajará como crédito contra el impuesto coreano que debe pagar ese residente. Sin embargo, el monto del crédito no excederá de la parte del impuesto coreano determinado sobre esas rentas, antes del otorgamiento del crédito.

b)
Cuando la renta proveniente de Chile es un dividendo pagado por una sociedad residente de Chile a una sociedad residente de Corea, la cual posee no menos del 10 por ciento del total de las acciones emitidas por esa sociedad residente de Chile, en la determinación del crédito se tendrá en cuenta el impuesto chileno pagado por la sociedad respecto de los beneficios con cargo a los que se paga ese dividendo.

3.
Cuando de conformidad con cualquier disposición del Convenio, las rentas obtenidas por un residente de un Estado Contratante o el patrimonio que éste posea estén exentos de imposición en ese Estado, éste podrá, sin embargo, tener en cuenta las rentas o el patrimonio exentos a efectos de calcular el importe del impuesto sobre las demás rentas o el patrimonio de dicha persona.


CAPÍTULO VI

DISPOSICIONES ESPECIALES

Artículo 24

NO DISCRIMINACIÓN

1.
Los nacionales de un Estado Contratante no serán sometidos en el otro Estado Contratante a ninguna imposición u obligación relativa a la misma que no se exijan o que sean más gravosas que aquellas a las que estén o puedan estar sometidos los nacionales de ese otro Estado que se encuentren en las mismas condiciones, en particular con respecto a la residencia. No obstante lo dispuesto en el Artículo 1, este párrafo también se aplicará a las personas que no son residentes de ninguno de los Estados Contratantes.

2.
Los establecimientos permanentes que una empresa de un Estado Contratante tenga en el otro Estado Contratante no serán sometidos en ese Estado a una imposición menos favorable que las empresas de ese otro Estado que realicen las mismas actividades.

3.
Nada de lo establecido en este Artículo podrá interpretarse en el sentido de obligar a un Estado Contratante a conceder a los residentes del otro Estado Contratante las deducciones personales, desgravaciones y reducciones impositivas que otorgue a sus propios residentes en consideración a su estado civil o cargas familiares.

4.
A menos que se apliquen las disposiciones del párrafo 1 del Artículo 9, del párrafo 6 del Artículo 11 o del párrafo 6 del Artículo 12, los intereses, las regalías o demás gastos pagados por una empresa de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Contratante son deducibles, para determinar los beneficios sujetos a imposición de esta empresa, en las mismas condiciones que si hubieran sido pagados a un residente del Estado mencionado en primer lugar.

5.
Las sociedades de un Estado Contratante cuyo capital esté, total o parcialmente, detentado o controlado, directa o indirectamente, por uno o varios residentes del otro Estado Contratante no estarán sometidas en el primer Estado a ninguna imposición u obligación relativa a la misma que sea distinta o más gravosa que aquéllas a las que estén o puedan estar sometidas las sociedades similares del Estado mencionado en primer lugar.

6.
En el presente Artículo, el término “imposición” se refiere a los impuestos que son objeto de este Convenio.

Artículo 25

PROCEDIMIENTO DE ACUERDO MUTUO

1.
Cuando una persona considere que las medidas adoptadas por uno o por ambos Estados Contratantes implican o pueden implicar para ella una imposición que no esté conforme con las disposiciones del presente Convenio, con independencia de los recursos previstos por el derecho interno de esos Estados, podrá someter su caso a la autoridad competente del Estado Contratante del que sea residente o, si fuera aplicable el párrafo 1 del Artículo 24, a la del Estado Contratante de que sea nacional. El caso deberá ser planteado dentro de los tres años siguientes a la primera notificación de la medida que implique una imposición no conforme a las disposiciones del Convenio.

2.
La autoridad competente, si la reclamación le parece fundada y si no puede por sí misma encontrar una solución satisfactoria, hará lo posible por resolver la cuestión mediante un procedimiento de acuerdo mutuo con la autoridad competente del otro Estado Contratante, a fin de evitar una imposición que no se ajuste a este Convenio. Cualquier acuerdo alcanzado será implementado de acuerdo con la legislación interna de los Estados Contratantes.

3.
Las autoridades competentes de los Estados Contratantes harán lo posible por resolver las dificultades o las dudas que plantee la interpretación o aplicación del Convenio mediante un procedimiento de acuerdo mutuo.

4.
Las autoridades competentes de los Estados Contratantes podrán comunicarse directamente a fin de llegar a un acuerdo en el sentido de los párrafos anteriores.

Artículo 26

INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN

1.
Las autoridades competentes de los Estados Contratantes intercambiarán las informaciones necesarias para aplicar lo dispuesto en el presente Convenio, o en el derecho interno de los Estados Contratantes relativo a los impuestos comprendidos en el Convenio en la medida en que la imposición prevista en el mismo no sea contraria al Convenio. El intercambio de información no se verá limitado por el Artículo 1. Las informaciones recibidas por un Estado Contratante serán mantenidas en secreto en igual forma que las informaciones obtenidas sobre la base del derecho interno de ese Estado y sólo se comunicarán a las personas o autoridades (incluidos los tribunales y órganos administrativos) encargadas de la gestión o recaudación de los impuestos comprendidos en el Convenio, de los procedimientos declarativos o ejecutivos relativos a dichos impuestos, o de la resolución de los recursos relativos a los mismos. Dichas personas o autoridades sólo utilizarán estas informaciones para estos fines. Podrán revelar las informaciones en las audiencias públicas de los tribunales o en las sentencias judiciales.

2.
En ningún caso las disposiciones del párrafo 1 podrán interpretarse en el sentido de obligar a un Estado Contratante a:

a)
adoptar medidas administrativas contrarias a su legislación o práctica administrativa, o a las del otro Estado Contratante;

b)
suministrar información que no se pueda obtener sobre la base de su propia legislación o en el ejercicio de su práctica administrativa normal, o de las del otro Estado Contratante;

c)
suministrar información que revele secretos comerciales, industriales o profesionales, procedimientos comerciales o informaciones cuya comunicación sea contraria al orden público.

3.
Cuando la información sea solicitada por un Estado Contratante de conformidad con el presente Artículo, el  otro Estado Contratante obtendrá la información a que se refiere la solicitud en la misma forma como si se tratara de su propia imposición, sin importar el hecho de que este otro Estado, en ese momento, no requiera de tal información.

Artículo 27

MIEMBROS DE MISIONES DIPLOMÁTICAS Y DE OFICINAS CONSULARES


Las disposiciones del presente Convenio no afectarán los privilegios fiscales de que disfruten los miembros de las misiones diplomáticas o de las representaciones consulares de acuerdo con los principios generales del derecho internacional o en virtud de las disposiciones de acuerdos especiales.

CAPÍTULO VII

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 28

ENTRADA EN VIGOR

1.
Los Gobiernos de los Estados Contratantes se notificarán entre sí que se han cumplido con los requerimientos constitucionales para que entre en vigor este Convenio. El Convenio entrará en vigor quince días después de la fecha de la última de las notificaciones.

2.
Las disposiciones del Convenio se aplicarán:

a)
en Chile,


con respecto a los impuestos sobre las rentas que se obtengan y a las cantidades que se paguen, abonen en cuenta, se pongan a disposición o se contabilicen como gasto, a partir del primer día del mes de enero del año calendario inmediatamente siguiente a aquél en que el Convenio entre en vigor.

b)
En Corea

i)
respecto de los impuestos de retención en la fuente, por los montos pagados en o después del primer día de enero del año calendario siguiente a aquél en que el Convenio entre en vigor, y

ii)
respecto de los otros impuestos, en los años tributarios que comiencen en o después del primer día de enero del año calendario siguiente a aquél en que el Convenio entre en vigor.

Artículo 29

DENUNCIA

1.
Este Convenio permanecerá en vigor indefinidamente, pero cualquiera de los Estados Contratantes podrá, a más tardar el 30 de junio de cada año calendario, una vez transcurrido un período de cinco años a partir de la fecha de su entrada en vigencia, dar al otro Estado Contratante un aviso de término por escrito, a través de la vía diplomática.

2.
Las disposiciones del Convenio dejarán de surtir efecto:

a)
en Chile,


con respecto a los impuestos sobre las rentas que se obtengan y las cantidades que se paguen, abonen en cuenta, se pongan a disposición o se contabilicen como gasto, a partir del primer día del mes de enero del año calendario inmediatamente siguiente a aquél en que se da el aviso, y

b)
en Corea,

i)
respecto de los impuestos de retención en la fuente, por los montos pagados en o después del primer día de enero del año calendario siguiente a aquél en que se da el aviso, y

ii)
respecto de los otros impuestos, en los años tributarios que comiencen en o después del primer día de enero del año calendario siguiente a aquél en que se da el aviso.


En fe de lo cual, los suscritos, debidamente autorizados al efecto, han firmado el presente Convenio.


Hecho en Seúl, Corea, a los dieciocho días del mes de abril del año dos mil dos, en duplicado, en los idiomas español, coreano e inglés, siendo todos los textos igualmente auténticos. En caso de divergencia en la interpretación, el texto en inglés prevalecerá.


Por la República de Chile.


Por la República de Corea.


Conforme con su original.


(Fdo.): Cristián Barros melet, Subsecretario de Relaciones Exteriores.


Santiago, agosto 28 de 2002

PROTOCOLO DEL CONVENIO ENTRE

LA REPÚBLICA DE CHILE

Y

LA REPÚBLICA DE COREA

PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN

Y PARA PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL

EN RELACIÓN AL IMPUESTO A LA RENTA Y AL PATRIMONIO


Al momento de la firma del Convenio para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación al impuesto a la renta y al patrimonio entre la República de Chile y la República de Corea, los suscritos han convenido las siguientes disposiciones que forman parte integrante del Convenio.

1.
Artículo 8

1)
Para los efectos del artículo 8:

a)
el término “beneficios” comprende especialmente:

i)
los ingresos brutos que se deriven directamente de la explotación de naves o aeronaves en tráfico internacional, y

ii)
los intereses sobre cantidades generadas directamente de la explotación de naves o aeronaves en tráfico internacional, siempre que dichos intereses sean accesorios a la explotación.

b)
La expresión “explotación de naves y aeronaves” por una empresa, comprende también:

i)
el fletamento o arrendamiento de naves y aeronaves a casco desnudo;

ii)
el arrendamiento de contenedores y equipo relacionado,


siempre que dicho flete o arrendamiento sea accesorio a la explotación, por esa empresa, de naves o aeronaves en tráfico internacional.

2)
Una empresa de un Estado Contratante que explota naves o aeronaves en tráfico internacional en el otro Estado Contratante, estará exenta del impuesto al valor agregado u otro impuesto similar en ese otro Estado Contratante por el transporte de bienes o pasajeros.

2.
Artículo 11


Si en algún Acuerdo o Convenio concluido por Chile con un tercer Estado, miembro de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, Chile acordara exceptuar de impuesto o reducir la tasa de impuesto contemplada en el párrafo 2 del artículo 11, esa relación de tasa se aplicará automáticamente, bajo las mismas condiciones, como si hubiese sido especificada en este Convenio.

3.
Artículo 12


Si en algún Acuerdo o Convenio concluido por Chile con un tercer Estado, miembro de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, Chile acordara exceptuar de impuesto o reducir la tasa de impuesto contemplada en el párrafo 2 del artículo 12, esa reducción de tasa se aplicará automáticamente, bajo las mismas condiciones, como si hubiese sido especificada en este Convenio.

4.
Artículo 24

1)
Nada de lo dispuesto en el Artículo 24 de este Convenio impedirá la aplicación de una disposición en vigor (o la enmienda de tal disposición) a la época de la suscripción del Convenio.

2)
La tasa de impuesto de 30 por ciento referida en el Artículo 31, Número 12 de la ley sobre Impuesto a la Renta de Chile, será substituida por una tasa de impuesto de 15 por ciento para los beneficiarios de pagos de regalías residentes en Corea.

5.
Disposiciones Generales

1)
Los Fondos de Inversión y cualquier otra clase de fondos, constituidos para operar como tales en Chile y bajo la legislación chilena deberán, para los propósitos de este convenio, ser tratados como un residente de Chile y sujetos a tributación en conformidad con la legislación impositiva chilena, respecto de los dividendos, intereses, ganancias de capital y otras rentas obtenidas por un bien o inversión en Chile. Las disposiciones de este párrafo se aplicarán no obstante cualquier otra disposición de este Convenio.

2)
Nada en este Convenio afectará la aplicación de las disposiciones vigentes del decreto ley Nº 600 de la legislación chilena (Estatuto de la Inversión Extranjera), conforme estén en vigor a la fecha de la firma de este Convenio y aun cuando fueren eventualmente modificadas sin alterar su principio general.

3)
Nada en este Convenio afectará la imposición en Chile de un residente en Corea en relación a los beneficios atribuibles a un establecimiento permanente situado en Chile, tanto respecto del impuesto de primera categoría como del impuesto adicional, en la medida que el impuesto de primera categoría sea deducible contra el impuesto adicional.

4)
Para los fines del párrafo 3 del Artículo XXII (Consulta) del Acuerdo General sobre Comercio de Servicios, los Estados Contratantes acuerdan que, sin perjuicio de ese párrafo, cualquier disputa entre ellos respecto de si una medida cae dentro del ámbito de esa Convención, puede ser llevada ante el Consejo de Comercio de Servicios conforme a lo estipulado en dicho párrafo, pero sólo con el consentimiento de ambos Estados Contratantes. Cualquier duda sobre la interpretación de este párrafo será resuelta conforme el párrafo 3 del Artículo 25.

5)
Considerando que el objetivo principal de este Convenio es evitar la doble imposición internacional, los Estados Contratantes acuerdan que, en el evento de que las disposiciones del Convenio sean usadas en forma tal que otorguen beneficios no contemplados ni pretendidos por él, las autoridades competentes de los Estados Contratantes deberán, de conformidad al procedimiento de acuerdo mutuo del Artículo 25, recomendar modificaciones específicas al Convenio. Los Estados Contratantes además acuerdan que cualquiera de dichas recomendaciones será considerada y discutida de manera expedita con miras a modificar el Convenio en la medida en que sea necesario.


En fe de lo cual, los suscritos, debidamente autorizados al efecto, han firmado el presente Protocolo.


Hecho en Seúl, Corea, a los dieciocho días del mes de abril del año dos mil dos, en duplicado, en los idiomas español, coreano e inglés, siendo todos los textos igualmente auténticos. En caso de divergencia en la interpretación, el texto en inglés prevalecerá.


Por la República de Chile.


Por la República de Corea.

5.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre la República de Chile y la Organización 
Internacional del Trabajo (OIT) relativo al establecimiento de una oficina de la OIT en Chile, suscrito en Santiago, el 10 de enero de 2002. (Boletín Nº 3122-10).


Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Acuerdo entre la República de Chile y la Organización Internacional del Trabajo (OIT) Relativo al Establecimiento de una Oficina de la OIT en Chile, suscrito en Santiago, el 10 de enero de 2002.

I.
ANTECEDENTES.


La Organización Internacional del Trabajo (OIT), se rige actualmente por las normas de la Convención sobre los Privilegios e Inmunidades de los Organismos Especializados y sus Anexos, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas (ONU) el 21 de noviembre de 1947 y promulgada por decreto supremo Nº 631, de 11 de octubre de 1951, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial de 12 de noviembre del mismo año. 


Además, la OIT está vinculada con nuestro país a través de la Oficina de Enlace con la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), que funciona en Santiago desde 1961, y del Equipo Consultivo Multidisciplinario para el Cono Sur Americano (ECM), establecido en el año 1994, cuya competencia abarca a Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay.

II.
CONTENIDO.

1.
Objetivo.


Según expresa el Preámbulo, este Acuerdo tiene por objeto precisar las disposiciones aplicables a la OIT en Chile, en virtud de la Convención de la ONU de 1947 y de la práctica seguida por las autoridades chilenas, mediante la conclusión de un Acuerdo circunstanciado relativo a la condición jurídica de la OIT y de su personal en Chile.

2.
Condición jurídica de la Oficina de la OIT en Chile.


Para este efecto, el Acuerdo declara que la Oficina de la OIT está instalada en Santiago y constituye la sede del ECM (Artículo II).


En seguida, le otorga personalidad jurídica a la OIT en el territorio de Chile y capacidad para contratar, para adquirir bienes muebles e inmuebles y disponer de ellos, y para entablar acciones judiciales, disponiendo, además, que la representación de la OIT en Chile la ejercerá el  Director General de la Oficina u otro representante facultado por el Director General (Artículo III).


Igualmente, el Acuerdo otorga inmunidad de jurisdicción a la Oficina de la OIT, como a sus bienes y haberes (Artículo IV), y le concede facilidades de orden financiero (Artículo V); exención del pago de impuestos y otras cargas (Artículo VI); inviolabilidad de sus locales y archivo (Artículo VII); facilidades en materia de comunicaciones (Artículo VIII) e igualdad de condiciones con las que se otorgan a las representaciones diplomáticas en Chile en los suministros de servicios necesarios (Artículo IX).

3.
Condición del personal de la Oficina de la OIT en Chile.


Respecto del personal de la Oficina de la OIT en Chile, el Acuerdo contempla las siguientes disposiciones:

a.
El personal podrá circular libremente por las fronteras y el territorio nacional, junto con los familiares a su cargo, y tendrá las mismas facilidades en materia de viajes que los miembros de las representaciones diplomáticas u otras organizaciones internacionales (Artículo X).  

b.
Al personal se le reconocen los privilegios e inmunidades necesarios para el adecuado desempeño de sus funciones, en las condiciones establecidas en el mismo Acuerdo. 


Por su parte, y además de los privilegios e inmunidades que se otorgan al personal de la OIT, el Gobierno de Chile deberá otorgar al Director y demás funcionarios superiores permanentes de la OIT, reconocidos como tales por el Ministerio de Relaciones Exteriores, como también a sus cónyuges y sus hijos menores, los privilegios, inmunidades, exenciones y facilidades que se otorgan conforme al derecho internacional a los enviados diplomáticos, en la medida que se lo permita su ordenamiento jurídico 
(Artículo XI).

c.
Los privilegios, inmunidades, exenciones y franquicias anteriormente señalados, están establecidos en interés de la OIT y no con el objeto de otorgar ventajas personales a sus beneficiarios.


Asimismo, el Director General tiene la obligación de renunciar a la inmunidad concedida a una persona que goce de los privilegios e inmunidades previstos en el Acuerdo cuando, a su juicio, sea posible renunciar a dicha inmunidad sin que ello perjudique los intereses de la OIT (Artículo XII).  

d.
Tanto la OIT como la Oficina, deberán colaborar en todo momento con el Gobierno de Chile para facilitar la buena administración de justicia, garantizar la aplicación de los reglamentos de policía y prevenir los abusos en que se pudiera incurrir al amparo de las inmunidades, exenciones, privilegios y franquicias que se conceden en virtud del Acuerdo (Artículo XII).

4.
Solución de Controversias.


En cuanto a las controversias que pudieran surgir sobre la interpretación o aplicación del Acuerdo, éste dispone, como norma general, que deberán ser resueltas mediante consultas entre ambas Partes y, en caso de que no fueren solucionadas de esta forma dentro de los tres meses siguientes al inicio de éstas, cualquiera de las Partes podrá recurrir al arbitraje, en la forma y ante la instancia determinada en el propio Acuerdo (Artículo XIII).

5.
Disposiciones finales.


El presente Acuerdo entrará en vigor el primer día hábil posterior a la fecha en que el Director General de la OIT reciba, del Gobierno de Chile, la notificación por escrito en que comunique su aprobación conforme a los procedimientos constitucionales chilenos.


Por su parte, cesará su vigencia seis meses después de que cualquiera de las Partes notifique a la otra, por escrito, su decisión de ponerle término, o en el caso de cierre de la Oficina de la OIT en Chile (Artículo XIV).


En consecuencia, someto a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del honorable Congreso Nacional, el siguiente 

PROYECTO DE ACUERDO:
“ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébase el “Acuerdo entre la República de Chile y la Organización Internacional del Trabajo (OIT) Relativo al Establecimiento de una Oficina de la OIT en Chile, suscrito en Santiago, el 10 de enero de 2002.”.

Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARÍA SOLEDAD ALVEAR VALENZUELA, Ministra de Relaciones Exteriores; RICARDO SOLARI 
SAAVEDRA, Ministro del Trabajo y Previsión Social.


ACUERDO

ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA ORGANIZACIÓN

INTERNACIONAL DEL TRABAJO (OIT)

RELATIVO AL

ESTABLECIMIENTO DE UNA OFICINA DE LA OIT EN CHILE


El Gobierno de la República de Chile y la Organización Internacional del Trabajo, en adelante denominados “las Partes”;


Considerando que con fecha 21 de septiembre de 1951 la República de Chile aceptó respecto de la OIT la Convención sobre las Prerrogativas e Inmunidades de los Organismos Especializados, de 21 de noviembre de 1947, y su Anexo de 10 de julio de 1948 relativos a la OIT;


Considerando que desde que en 1961 la OIT estableciera por primera vez una oficina de enlace con la Comisión Económica para América Latina (Cepal) en Santiago, Chile, la importancia de la presencia de la OIT en el país se ha visto considerablemente aumentada con el establecimiento en 1994 del Equipo Consultivo Multidisciplinario para el Cono Sur Americano, cuya competencia geográfica abarca a Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay;


Considerando que es necesario precisar las disposiciones aplicables a la OIT en Chile en virtud de la Convención de 1947 y de la práctica seguida por las autoridades chilenas mediante la conclusión de un acuerdo circunstanciado relativo a la condición jurídica de la OIT y de su personal en Chile;


Han convenido lo siguiente:

ARTÍCULO 1

Definiciones


A efectos del presente Acuerdo:

a)
“el Gobierno” designa al Gobierno de la República de Chile;

b)
“la OIT” designa a la Organización Internacional del Trabajo;

c)
“el Director General” designa al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo;

d)
“el ECM” designa al Equipo Consultivo Multidisciplinario para el Cono Sur Americano, cuyas actividades abarcan a Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay;

e)
“la Oficina de la OIT” designa a la Oficina de la OIT en Santiago, Chile, y comprende al ECM y a los demás programas o servicios técnicos que la OIT decida establecer en la República de hile, de común acuerdo con el Gobierno;

f)
“el Director de la Oficina de la OIT” designa al principal funcionario ejecutivo de la Oficina de la OIT designado por el Director General;

g)
“el personal de la Oficina de la OIT” designa a los funcionarios, incluido el Director, y los expertos designados o asignados por el Director General a la Oficina de la OIT;

h)
“los familiares a cargo” designa a las personas que viven a cargo del personal de la Oficina de la OIT, es decir los cónyuges, hijos y demás parientes cercanos que sean considerados como tales a efectos del Estatuto del Personal de la Oficina Internacional del Trabajo;

i)
“los locales de la Oficina de la OIT” designa los edificios y partes de edificios, así como los terrenos aledaños, que se utilicen para los fines oficiales de la Oficina de la OIT;

j)
“las reuniones de la OIT” designa las reuniones convocadas por la OIT, la Oficina de la OIT o el ECM en Chile, así como las conferencias internacionales o asambleas de otra naturaleza, y las comisiones, comités o subgrupos que en ellas se constituyan, convocadas por la OIT en Chile con el acuerdo del Gobierno;

k)
“la Convención General” designa la Convención sobre las Prerrogativas e Inmunidades de los Organismos Especializados de 1947 y su Anexo de 10 de julio de 1948 relativo a la OIT.

ARTÍCULO II

Oficina de la OIT


La Oficina de la OIT está instalada en Santiago, Chile, y es la sede del ECM.

ARTÍCULO III

Condición jurídica de la Oficina de la OIT y de su personal

1.
La OIT gozará de personalidad jurídica en el territorio de la República de Chile y tendrá capacidad para:

a)
contratar;

b)
adquirir bienes muebles e inmuebles y disponer de ellos;

c)
entablar acciones judiciales.

2.
La representación legal de la OIT en Chile será ejercida por el Director de la Oficina de la OIT, u otro representante debidamente facultado por el Director General.

3.
Sin perjuicio de lo previsto en la Convención General, el Gobierno concederá a la Oficina de la OIT, a su personal y a sus bienes, fondos y haberes las prerrogativas e inmunidades contempladas en el presente Acuerdo.

ARTÍCULO IV

Inmunidad de jurisdicción


La Oficina de la OIT, sus bienes y haberes disfrutarán de inmunidad de toda jurisdicción, salvo en la medida en que en algún caso particular se haya renunciado expresamente a esta inmunidad. Se entiende, sin embargo, que ninguna renuncia de inmunidad se extenderá a medida ejecutoria alguna.

ARTÍCULO V

Facilidades de orden financiero

1.
Sin hallarse sometida a fiscalizaciones, reglamentos o moratorias de ninguna clase, la Oficina de la OIT podrá:

a)
tener en Chile fondos, oro o divisas de toda clase y llevar cuentas en cualquier moneda, y

b)
transferir libremente sus fondos, oro o divisas dentro y fuera de Chile y convertir a cualquier otra moneda las divisas que tenga en su poder.

2.
En el ejercicio de los derechos que le son conferidos en virtud del párrafo 1 precedente, la Oficina de la OIT prestará la debida atención a toda solicitud formulada por el Gobierno de Chile, en la medida en que estime posible dar curso a dichas solicitudes sin detrimento de sus propios intereses.


ARTÍCULO VI

Exención de impuestos y otras cargas

1.
La Oficina de la OIT, sus haberes y otros bienes estarán exentos:

a)
de todo impuesto directo, entendiéndose, sin embargo, que dicha Oficina no reclamará exención alguna en concepto de impuestos que, de hecho, no constituyan sino  una remuneración por servicios de utilidad pública;

b)
del pago de ciertas cargas obligatorias, como las cotizaciones al régimen nacional de seguridad social exigibles del empleador, y del registro en dicho régimen del personal de la Oficina; la Oficina asegurará, en las condiciones que acuerde con el Gobierno, la afiliación al sistema chileno de previsión social de todo funcionario de la Oficina que no esté afiliado al sistema previsional de la OIT;

c)
de derechos de aduana y de prohibiciones y restricciones de importación y de exportación respecto a los artículos importados o exportados por dicha Oficina para su uso oficial, entendiéndose, sin embargo, que los artículos importados con tal exención sólo podrán ser vendidos en Chile conforme a las condiciones convenidas con el Gobierno;

d)
de derechos de aduana y de prohibiciones y restricciones respecto a la importación y exportación de sus publicaciones.

2.
Si bien la Oficina de la OIT no reclamará, en principio, la exención de derechos de consumo ni de impuestos sobre la venta de bienes muebles e inmuebles en el precio que se haya de pagar, cuando dicha Oficina efectúe, para su uso oficial, compras importantes de bienes gravados o gravables con tales derechos o impuestos, el Gobierno adoptará, siempre que así le sea posible, las disposiciones administrativas pertinentes para la remisión o reembolso de la cantidad correspondiente a tales derechos o impuestos, en las mismas condiciones que las otorgadas a las organizaciones internacionales y representaciones 
diplomáticas en Chile.

ARTÍCULO VII

Locales y Archivos de la Oficina de la OIT

1.
Los locales de la Oficina de la OIT serán inviolables. El Gobierno adoptará todas las medidas que corresponda para proteger los locales de la Oficina de la OIT contra todo tipo de intrusión y daño y evitar que se turbe su tranquilidad o se atente contra su dignidad. A petición de la OIT, el Gobierno adoptará las medidas necesarias para mantener la seguridad y el orden en los locales de dicha Oficina.

2.
Los archivos de la Oficina de la OIT y, en general, todos los documentos que le pertenezcan o se hallen en su posesión, serán inviolables.

ARTÍCULO VIII

Facilidades en Materia de Comunicaciones

1.
La Oficina de la OIT disfrutará, para sus comunicaciones oficiales en el territorio de Chile, de un trato no menos favorable que el otorgado por el Gobierno a cualquier otro gobierno, inclusive sus representaciones diplomáticas, o a otras organizaciones internacionales en lo que respecta a las prioridades, tarifas e impuestos aplicables a correspondencia, cablegramas, telegramas, telefotos, comunicaciones telefónicas y otras comunicaciones, como también a las tarifas de prensa para las informaciones destinadas a la prensa y la radio.

2.
No estarán sujetas a censura la correspondencia oficial ni las demás comunicaciones oficiales de la Oficina de la OIT.

3.
La Oficina de la OIT tendrá derecho a hacer uso de claves y a despachar y recibir su correspondencia ya sea por correos o en valijas selladas que gozarán de las mismas inmunidades y los mismos privilegios que se conceden a los correos y valijas diplomáticas.

4.
Ninguna de las disposiciones del presente artículo podrá ser interpretada como prohibitiva de la adopción de medidas de seguridad adecuadas, que habrán de determinarse mediante acuerdo entre el Gobierno y la OIT.

ARTÍCULO IX

Servicios

1.
El Gobierno garantizará que se suministren a la Oficina de la OIT, en condiciones no menos favorables que las que se otorgan a las representaciones diplomáticas en Chile, los servicios que le sean necesarios, tales como comunicaciones, electricidad, agua, gas, alcantarillado, desagüe, recolección de basura y protección contra incendios. En el caso de que se interrumpan dichos servicios o de que corran peligro de interrupción, el Gobierno adoptará las medidas necesarias para evitar que las labores de la Oficina de la OIT se 
vean perturbadas por tal situación.

2.
Si el Gobierno o las autoridades bajo su control suministraran la electricidad, el gas, el agua o los demás servicios, la Oficina de la OIT pagará por ellos tarifas que no deberán ser menos favorables que las que se apliquen a las representaciones diplomáticas o a otras organizaciones internacionales en Chile.

ARTÍCULO X

Tránsito y Permanencia

1.
El Gobierno facilitará la libre circulación por las fronteras y en el territorio de Chile, así como la residencia en el mismo, a las siguientes personas:

a)
el personal de la Oficina de la OIT, junto con los familiares a su cargo;

b)
otras personas invitadas oficialmente por la OIT o por la Oficina de la OIT con motivo de actividades oficiales que la OIT desarrolle en Chile, incluidos los participantes a reuniones de la OIT;


La OIT o la Oficina de la OIT comunicará al Gobierno los nombres de esas personas.

2.
Las personas a que se hace referencia en el párrafo anterior tendrán la misma libertad de circulación dentro de Chile y el mismo trato en materia de facilidades de viaje que las que se otorgan a los miembros de representaciones diplomáticas u otras organizaciones internacionales.

3.
El Gobierno exonerará a las personas a que se hace referencia en el párrafo 1 de las medidas restrictivas en materia de inmigración y de las formalidades de registro de extranjeros.

4.
El Gobierno adoptará las medidas adecuadas con el fin de que se expidan sin demora visados gratuitos para las personas a que se hace referencia en el párrafo 1.

ARTÍCULO XI

Personal de la Oficina de la OIT

1.
El personal de la Oficina de la OIT:

a)
gozará de inmunidad de jurisdicción y de inmunidad de arresto personal o detención respecto de todos los actos ejecutados con carácter oficial, inclusive sus palabras y escritos;

b)
gozará de la exención de cualquier forma de impuesto directo sobre los sueldos, emolumentos e indemnizaciones pagados por la OIT, en iguales condiciones que las exenciones disfrutadas por los funcionarios de las Naciones Unidas destacados en Chile; además, estará exento de cualquier impuesto directo sobre rentas procedentes de fuera de Chile, siempre que los funcionarios no tengan nacionalidad chilena;

c)
gozará de inmunidad de secuestro de su equipaje personal u oficial;

d)
gozará, en materia de facilidades de cambio, de los mismos privilegios que los funcionarios de las representaciones diplomáticas de rango similar; podrá tener títulos y fondos extranjeros, así como cuentas bancarias personales en moneda extranjera, y podrá sacar de Chile, a la terminación de sus funciones en Chile, sus títulos y fondos, siempre que no tenga nacionalidad chilena;

e)
en tiempo de crisis internacional gozará, así como los familiares a su cargo, de las mismas facilidades de repatriación que los funcionarios de representaciones diplomáticas de rango similar;

f)
tendrá derecho de importar, libres de derechos aduaneros y de otros gravámenes, prohibiciones y restricciones a la importación, sus muebles y efectos personales, incluso un automóvil, cada uno, cuando tome posesión de su cargo por primera vez en Chile; para los efectos de la transferencia de cada automóvil, ésta se regirá según las normas generales establecidas para el Cuerpo Diplomático Residente;

g)
gozará de la inviolabilidad de todos sus papeles y documentos relativos a los trabajos que efectúe por cuenta de la OIT, y

h)
estará exento de afiliación y del pago de las cotizaciones correspondientes al sistema chileno de seguridad social salvo en la medida en que sus condiciones de empleo en la Oficina de la OIT no prevean su afiliación al sistema previsional de la OIT.

2.
El personal de la Oficina de la OIT estará exento de toda obligación de servicio nacional, siempre que tal exención se limite, respecto a los nacionales de Chile, a los funcionarios de esa Oficina que, por razón de sus funciones, hayan sido incluidos en una lista preparada por el Director General y aprobada por el Gobierno.

3.
En caso que otros miembros del personal de la Oficina de la OIT sean llamados a prestar un servicio nacional, el Gobierno otorgará, a solicitud de la OIT, las prórrogas al llamamiento de dichos funcionarios que sean necesarias para evitar la interrupción de un servicio esencial.

4.
El Gobierno facilitará, en la medida de lo posible conforme a la normativa vigente en Chile, la obtención de permisos de trabajo en beneficio de los cónyuges de los funcionarios de la Oficina que no sean nacionales de Chile.

5.
Además de los privilegios e inmunidades especificados en los párrafos precedentes, el Gobierno concederá al Director y a los demás funcionarios superiores permanentes de la Oficina de la OIT, reconocidos como tales por el Ministerio de Relaciones Exteriores, como también a sus cónyuges y sus hijos menores, los privilegios, inmunidades, exenciones y facilidades que se otorgan conforme al derecho internacional a los enviados diplomáticos, en la medida que se lo permita su ordenamiento jurídico.

6.
El Gobierno entregará al personal de la Oficina de la OIT y a  los familiares a su cargo una tarjeta de identidad especial con la que el titular podrá identificarse ante las autoridades de Chile y en la que se certificará que el titular goza de los privilegios e inmunidades que se indican en este artículo. Al efecto, la OIT comunicará periódicamente al Gobierno la lista del personal de la Oficina de la OIT y de los familiares a su cargo.

7.
En ningún caso la inmunidad de jurisdicción se extenderá a aquellos actos realizados por el personal de la Oficina de la OIT, incluido su Director, que constituyan una infracción o contravención a las normas de tránsito vigentes en Chile. Dicha inmunidad tampoco se extenderá en ningún caso a las infracciones o contravenciones que pueda cometer el personal de la Oficina como empleador de trabajadores para su servicio personal.

ARTÍCULO XII

Abuso de Privilegios

1.
Los privilegios, inmunidades, exenciones y franquicias que se conceden en virtud del presente Acuerdo se establecen en interés de la OIT y no con el fin de otorgar a sus beneficiarios ventajas personales.

2.
El Director General tendrá la obligación de renunciar a la inmunidad concedida a una persona que goce de los privilegios e inmunidades previstos en virtud del presente Acuerdo cuando, en su opinión, sea posible renunciar a dicha inmunidad sin que ello perjudique los intereses de la OIT.

3.
La OIT y la Oficina de la OIT colaborarán en todo momento con el Gobierno para facilitar la correcta administración de la justicia, garantizar la observancia de los reglamentos de policía y prevenir los abusos que puedan cometerse con respecto a las inmunidades, exenciones, privilegios y franquicias que se conceden en virtud del presente Acuerdo. En caso de que el Gobierno estime que se ha cometido un abuso, el Director General consultará sin demora a las autoridades competentes de Chile.

ARTÍCULO XIII

Solución de Controversias

1.
Toda controversia relativa a  la interpretación o aplicación del presente Acuerdo será resuelta por las Partes mediante las consultas pertinentes. Si la controversia no fuera solucionada mediante tales consultas dentro de los tres meses siguientes al inicio de éstas, cualquiera de las Partes podrá recurrir al arbitraje, decisión que comunicará a la otra Parte por escrito.

2.
El tribunal arbitral deberá constituirse dentro de 30 días después de efectuadas las designaciones a que se refiere el párrafo siguiente. Dentro de dicho plazo, las Partes fijarán la competencia del Tribunal y establecerán el procedimiento a que éste se ajustará.

3.
Cada Parte nombrará un árbitro de su elección, y los dos árbitros así designados elegirán a un tercero, quien presidirá el Tribunal. Este último no podrá ser nacional de Chile ni ser o haber sido funcionario de la OIT.

4.
En caso de que una de las Partes no nombre al árbitro de su elección dentro del plazo de 30 días contados desde la fecha de la comunicación a que se refiere el párrafo primero del presente artículo, la otra Parte podrá solicitar al Presidente de la Corte Internacional de Justicia que haga la designación de dicho árbitro.

5.
La decisión arbitral será aceptada por las Partes como obligatoria.

ARTÍCULO XIV

Disposiciones finales, entrada en vigor y terminación

1.
El presente Acuerdo entrará en vigor el primer día hábil posterior a la fecha en que el Director General de la Organización Internacional del Trabajo reciba del Gobierno de Chile la notificación por escrito comunicando que ha obtenido la aprobación legislativa de acuerdo con los procedimientos constitucionales chilenos.

2.
A solicitud de cualquiera de las Partes se podrán celebrar consultas para modificar el presente Acuerdo. Toda modificación se efectuará por mutuo consentimiento de las Partes.

3.
El presente Acuerdo cesará de estar en vigor seis meses después de que cualquiera de las Partes haya notificado por escrito a la otra su decisión de terminarlo, o en caso de cierre de la Oficina de la OIT en Chile.

4.
Al entrar en vigor, el presente Acuerdo, así como toda modificación del mismo, serán comunicados al Secretario General de las Naciones Unidas, a efectos de su registro.


En fe de lo cual, han firmado el presente Acuerdo, en la ciudad de Santiago a los diez días del mes de enero del año dos mil dos.


Hecho en dos ejemplares en lengua española, ambos igualmente auténticos.


Por el Gobierno de la República de Chile.


Por la Organización Internacional del Trabajo.


(Fdo.): MARÍA SOLEDAD ALVEAR VALENZUELA, Ministra de Relaciones Exteriores; JUAN SOMAVÍA, Director General Oficina Internacional del Trabajo. 


Conforme con su original.


(Fdo.): MARIO ARTAZA ROUXEL, Embajador, Subsecretario de Relaciones Exteriores subrogante.


Santiago, 10 de junio de 2002.


6.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de ley para modificar la ley Nº 18.314 sobre conductas terroristas, en orden a sancionar más eficazmente la financiación del terrorismo, en conformidad a lo dispuesto por el Convenio internacional para la represión de la financiación del terrorismo. (Boletín 
Nº 3123-07).


Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, someto a vuestra consideración un proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.314 sobre conductas terroristas, con el fin de incorporar un tipo penal especial de financiación y recaudación terroristas.

I.
Antecedentes.


Esta iniciativa encuentra su fundamento directo en el Convenio Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 9 de diciembre de 1999 y suscrito por Chile el 2 de mayo de 2001. Dicho Convenio establece, entre otras obligaciones, el deber de cada Estado parte de tipificar y sancionar el delito de financiamiento terrorista en él descrito, todo ello de acuerdo con la legislación nacional respectiva.


El deber anterior se vio reforzado por la Resolución Nº 1373  de 28 de septiembre de 2001, del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. Dicha resolución fue emitida principalmente con motivo de los atentados terroristas ocurridos en Estados Unidos el 11 de septiembre de 2001 y que conmovieron al mundo.


Cabe hacer presente, además,  que con fecha 2 de octubre de 2001 se presentó por el Ejecutivo un proyecto de acuerdo para ratificar el citado Convenio. Dicho proyecto fue aprobado por el Congreso Nacional, habiéndose procedido a su promulgación con fecha 3 de julio del presente año y a su publicación en el Diario Oficial el pasado 13 de septiembre.


Tanto en el presente proyecto, como en el Convenio y Resolución aludidos, subyace la convicción de que el terrorismo representa un camino de violencia que, como tal, jamás podrá conducir a solución alguna de los conflictos políticos y sociales que afectan a los hombres. Antes bien, el terrorismo degrada al hombre, tanto a las víctimas como a los victimarios. Constituye, en fin, un atentado severo contra la paz, condición imprescindible para la vida en sociedad. 


En este contexto, se observa con preocupación que el número y la gravedad de los actos terroristas dependen de la financiación del mismo. Dicha actividad constituye un factor determinante de los caracteres y consecuencias del terrorismo. Se comprende, entonces, la importancia de reforzar nuestra actual legislación penal mediante la incorporación de un tipo penal que cubra aquellas hipótesis de financiación que, de otra forma, podrían quedar impunes. 


Sin perjuicio de lo anterior, y considerando el clima jurídico cultural contemporáneo, conforme al cual se ve en el sistema penal la fuente primera -si no exclusiva- de solución de conflictos sociales, es deseable traslucir algunas ideas tendientes a desmitificar la referida aserción y, en consecuencia, dimensionar el verdadero alcance de una iniciativa como la presente, es decir, uno austero, no grandilocuente. 


Según señala categóricamente Heinz Zipf, autor de una de las principales obras sobre Política Criminal, la política criminal -entendida como sistema represivo- es el dispositivo más inadecuado que pueda concebirse para la modificación de la sociedad. Quien desde la justicia criminal pretende modificar la sociedad se asemeja a quien pretende elaborar un programa pedagógico a partir del castigo.


No puede pues pensarse que la sola creación de figuras penales pueda garantizar la ausencia de conductas terroristas, o ilícitas en general. La normativa penal constituye sólo un modesto refuerzo de extrema ratio  que, en todo caso, sería estéril sin el sostén otorgado por una sociedad responsable, cohesionada y democrática. 


Por ello, una correcta Política Criminal no puede reducirse sólo a su faz represivo-negativa (sistema penal). Antes bien, debe comprometer la interacción de políticas públicas positivas como educación, trabajo, distribución menos desigualitaria de los recursos y urbanismo equilibrado. En último término se trata ésta de una responsabilidad que compete, antes que nada, a la sociedad civil en cuanto fuerza propositiva. 


Se comprende, por tanto, por qué un estadista como Giulio Andreotti, en Italia, sea capaz de manifestar que el terrorismo puede ser mejor combatido y prevenido eliminando al menos los extremos más inicuos de las injusticias sociales, que están todavía demasiado extendidas en ciertos Estados.


Con todo, la certeza de que la moderación del fenómeno criminal provendrá, en definitiva, no tanto de la aplicación de castigos penales, como del acontecimiento de nuevas realidades valóricamente positivas, no puede implicar una completa renuncia a la amarga necesidad de penalización de aquellas conductas que aparecen como intolerables para la convivencia humana. Esta convicción, es decir, que el terrorismo es una conducta de dicho género, constituye el fundamento único de la presente iniciativa.  

II.
Contenido.


Conforme a nuestra legislación penal actual, el financiamiento terrorista resulta punible al menos bajo dos hipótesis. 


En primer lugar, aparece como punible en cuanto financiamiento de la ejecución de un delito terrorista determinado, de aquellos previstos en el artículo 2º de la ley Nº 18.314. Según las circunstancias del hecho, esta conducta podría castigarse como autoría o, al menos, como complicidad en el respectivo delito terrorista. Ello, conforme a las reglas generales de participación previstas en el Código Penal. Concretamente el Nº 3 del artículo 15 y el artículo 16. Se trata, en todo caso, de una conducta que se sanciona sólo en cuanto la ejecución del delito terrorista alcance al menos el grado de tentativa. Con todo, debe considerarse que, conforme a la ley Nº 18.314, ya la mera conspiración es sancionada, analogándose su castigo al de las formas de tentativa.


En segundo término, el financiamiento terrorista resultaría también punible hoy, en cuanto provisión a una asociación ilícita terrorista. En este caso, y sin perjuicio de la eventual responsabilidad que pueda caberle por algún delito terrorista específico, el financista es sancionable en cuanto partícipe en el delito de asociación ilícita terrorista. En este caso, la entidad de la pena dependerá fundamentalmente del carácter de su participación al interior de la asociación. Lo dicho se funda en la aplicación del número 5 del artículo 2º de la ley 
Nº 18.314, en relación con los artículos 292 y siguientes del Código Penal.  


En síntesis, se advierte que el financiamiento terrorista resulta punible sólo en cuanto la provisión de fondos pueda vincularse a un delito terrorista específico (consumado, tentado o a título de conspiración) o a una asociación ilícita terrorista. 


Por otra parte, se comprende que en ambas hipótesis se requiere un financiamiento efectivo, esto es, provisión o entrega de fondos. La mera recolección o recaudación de fondos no resultaría, en principio, punible. 


Por tanto, al contrastar nuestra legislación actual con la obligación internacional de tipificación, se concluye que la ley chilena cubriría con dificultades los siguientes aspectos: 1.- la provisión de fondos no vinculable a una asociación ilícita terrorista ni a delitos terroristas determinados; y 2.- la recaudación previa de los fondos.


El tipo penal que aquí se propone asume ambos aspectos, cubriendo así todo el espectro de conductas asimilables a financiamiento terrorista.


Para resolver el primer aspecto, se propone un tipo autónomo de provisión de fondos con la intención o finalidad de que dichos fondos se utilicen para cometer delitos terroristas. De esta forma, mediante un elemento subjetivo especial trascendente -distinto del dolo- se desvincula el financiamiento de la efectiva realización de un delito terrorista específico, adelantándose la barrera de protección de los bienes jurídicos que pueden verse vulnerados por él. Este adelantamiento debe, en todo caso, concordarse con la eventual vinculación, en el caso concreto, del financiamiento con delitos terroristas determinados o con una asociación ilícita terrorista. Eso último debido a que, en consideración al principio de non bis in ídem, no puede sancionarse por ambos conceptos. La fórmula que nos pareció más adecuada, en este contexto, es la de establecer una cláusula de subsidiariedad expresa, conforme a la cual quede sin aplicación el tipo penal cuando, en virtud del financiamiento, corresponda al financista responsabilidad penal por un delito terrorista determinado (incluida, naturalmente, la asociación ilícita terrorista). 


Para resolver el segundo aspecto, se decidió ampliar el tipo autónomo propuesto también a la mera recaudación de los fondos para la comisión de delitos terroristas. Respecto de esta segunda forma comisiva, no rige la cláusula de subsidiariedad anteriormente aludida, precisamente porque de la aplicación de las normas generales se desprende que al que sólo recauda pero no provee de fondos, no le puede caber responsabilidad en ningún delito terrorista determinado. 


La pena asignada a este delito -presidio menor en sus grados mínimo a medio- aparece justificada en cuanto ella no debe superar las penas que puedan imponerse por financiamiento de un delito terrorista concreto. Ya en abstracto debe descartarse que la falta de vinculación con un delito concreto permita la imposición de una pena mayor a la que procedería de existir tal vinculación. Así, no es justificable que aquél de quien se ignora qué delito terrorista financia reciba una pena superior a la de presidio menor en su grado medio, pena que podría corresponder, por ejemplo, al que financia unas lesiones menos graves terroristas o una destrucción terrorista de vías férreas, conforme a lo dispuesto por los artículos 3º y 3º bis de la ley Nº 18.314 en relación con los artículos 399 y 323 del Código Penal. Por lo demás, no debe perderse de vista que se está en un terreno que, por definición, se encuentra muy lejos de un delito terrorista concreto, lo que justifica plenamente la imposición de penas moderadas. Cualquier vinculación, aunque tenue, con un delito concreto, y aun cuando éste no se haya empezado a ejecutar (para ello basta la mera conspiración), normalmente altera radicalmente el marco penal aplicable.


En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura, Extraordinaria, de Sesiones del Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo Único.- Incorpórese, en el artículo 7º de la ley Nº 18.314 que determina conductas terroristas y fija su penalidad, el siguiente inciso final:


“El que por cualquier medio, directa o indirectamente, recaude o provea fondos con la finalidad de que se utilicen en la comisión de delitos de los señalados en el artículo 2°, será castigado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio, a menos que en virtud de la provisión de fondos le quepa responsabilidad en un delito determinado, caso en el cual sólo se le sancionará por este último título, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 294 bis del Código Penal”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARÍA SOLEDAD ALVEAR VALENZUELA, Ministra de Relaciones Exteriores; JOSÉ ANTONIO GÓMEZ URRUTIA, Ministro de Justicia; JOSÉ MIGUEL INSULZA SALINAS, Ministro del Interior.

7.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.

Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades constitucionales, tengo el honor de comunicar a V.E. que he resuelto incluir en la Convocatoria a la actual 348ª Legislatura Extraordinaria de Sesiones del honorable Congreso Nacional, el asunto legislativo que se indica:


-Proyecto de ley, iniciado en Moción que modifica la ley Nº 18.695. orgánica constitucional de Municipalidades, para que los contratos y concesiones sean sometidos a la toma de razón de la Contraloría General de la República (Boletín Nº 3112-06).


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARIO FERNÁNDEZ BAEZA, Ministro Secretario General de la Presidencia.

8.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.

Honorable Cámara de Diputados:


En respuesta a su oficio Nº 3977, de fecha 31 de noviembre de 2002, tengo a bien manifestar a V.E. que he resuelto no hacer uso de la facultad que me confiere el inciso primero del artículo 70 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley sobre calificación de la producción cinematográfica (Boletín Nº 2675-04).


En consecuencia, devuelvo a V.E. el citado oficio de esa honorable Cámara de Diputados, para los efectos de su envío al Tribunal Constitucional.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARIO FERNÁNDEZ BAEZA, Ministro Secretario General de la Presidencia.

9.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.

Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que establece nuevas normas para la reprogramación de deudas provenientes del crédito solidario de la educación superior (Boletín Nº 2964-04).


Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, para el proyecto de ley antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARIO FERNÁNDEZ BAEZA, Ministro Secretario General de la Presidencia.

10. Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que modifica el Código Penal y el Código de Justicia Militar en materia de desacato. (Boletín Nº 3048-07).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARIO FERNÁNDEZ BAEZA, Ministro Secretario General de la Presidencia”.


11. Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley sobre financiamiento urbano compartido. (Boletín Nº 2651-14).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARIO FERNÁNDEZ BAEZA, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

12. Oficio del Senado.

“Valparaíso, 11 de noviembre de 2002.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado, en sesión de 6 de noviembre del año en curso, ha accedido a la solicitud de la Comisión de Relaciones Exteriores, en orden a disponer el archivo de los siguientes asuntos:

A)
Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, sobre aprobación del Convenio Básico de Cooperación entre los Gobiernos de Chile y de Cuba, suscrito en La Habana, el 10 de enero de 1996, correspondiente al boletín Nº 1821-10, y

B)
Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Protocolo de Ushuaia sobre Compromiso Democrático en el Mercosur, la República de Bolivia y la República de Chile, suscrito el 24 de julio de 1998, en Ushuaia, República Argentina, correspondiente al boletín Nº 2517-10.


En tal consideración, la Corporación acordó solicitar previamente el acuerdo de esa honorable Cámara, a fin de proceder al archivo de las referidas iniciativas.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a Vuestra Excelencia,


(Fdo.): ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, Presidente del Senado; CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, Secretario del Senado”.


13. Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana sobre los proyectos de acuerdo aprobatorios de los Convenios para evitar la doble tributación y para prevenir la evasión fiscal y sus protocolos, suscritos por Chile con Ecuador, Noruega, Brasil, Polonia y Perú. (boletines N°s 3013-10, 3027-10, 3028-10, 3029-10, 3086-10).


Honorable Cámara:


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informar, en primer trámite constitucional y sin urgencia, los proyectos de acuerdo aprobatorios de los tratados internacionales celebrados por Chile con Ecuador, Noruega, Brasil, Polonia y Perú para evitar la doble tributación y prevenir la evasión fiscal en relación al impuesto a la renta y al patrimonio (excepto con Brasil, que se limita al impuesto a la renta), conforme al modelo elaborado en el seno de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) y atendidas las adecuaciones que para estos efectos estableció la ley N° 19.506, que modificó el decreto ley N° 824, sobre impuesto a la renta; el decreto ley N° 825, de 1974, sobre impuesto a las ventas y servicios, el Código Tributario, la ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos, y otras normas legales.


Por la identidad de compromisos, propósitos y contenido normativo que presentan estos Convenios y por razones de economía procesal ya observada en casos similares en que se han tramitado, simultáneamente, varios instrumentos internacionales de estas características, la Comisión ha acordado informarlos en un solo acto todos los proyectos de acuerdo antes señalados, sin perjuicio de las decisiones que la honorable Cámara adopte respecto de cada uno, en votación única o separada.

I. ANTECEDENTES GENERALES.


Los mensajes con que S.E. el Presidente de la República somete a la consideración de la honorable Cámara los referidos proyectos de acuerdos son, mutatis mutandi, todos del mismo tenor, destacando que los respectivos convenios constituyen instrumentos fundamentales en la remoción de las barreras tributarias a las que se ven afectas las operaciones transnacionales, tanto de comercio como de servicios o capitales, aumentando substancialmente las oportunidades de inversión e intercambio económico entre los Estados Contratantes.


Además, destacan los efectos que su aplicación produce en la economía nacional; en la recaudación fiscal y en las relaciones económicas con los Países Contrapartes, en términos que se reseñan a continuación:

A)
Efectos en la economía nacional.


Los mensajes destacan los siguientes:


1°) La eliminación o disminución de las trabas impositivas a los flujos de inversión internacional es una útil herramienta para acentuar la globalización de la economía.


2°) El flujo de capitales chilenos al exterior aporta una mayor diversificación y ganancias de las economías a escala por la ampliación de los mercados. La inversión chilena, efectuada principalmente por los inversionistas institucionales, entre ellos los fondos de pensiones y, en general, los fondos de inversión, tiene ventajas comparativas y competitivas que con este tipo de acuerdos tienden a aprovecharse.


3°) El sistema financiero del país otorga plenas garantías para captar recursos, tanto internos como externos, con el fin de destinarlos a la inversión. De esta forma, con la adopción de este tipo de acuerdos, se agrega un régimen tributario mejorado que evita la doble tributación internacional, incrementa la cooperación internacional y disminuye la evasión fiscal, y


4°) El intercambio de servicios y, específicamente, de asesorías técnicas, también es uno de los sectores beneficiados por una política fiscal internacional adecuada, que permite que la carga tributaria que los grava no sea excesiva.


A mayor abundamiento, el Departamento de Normas Internacionales del Servicio de Impuestos Internos informó a la Comisión que la doble tributación internacional es un fuerte obstáculo para el desarrollo de negocios, empresas y servicios transfronterizos, traduciéndose eventualmente en un elemento disuasivo al tiempo de decidir la materialización de tales actividades en el extranjero, y viceversa.


Agregó que, adicionalmente a evitar la doble tributación internacional, estos Convenios buscan liberalizar a las transacciones que involucran tecnología (asesorías técnicas, diseños, patentes industriales, fórmulas químicas, “franchising”(, derecho a usar marca comercial internacional sobre productos y servicios bajo control del titular original de la marca y regalías en general) de los altos gravámenes que actualmente las afectan. Asimismo, permiten abrir la economía chilena a otras formas de comercio exterior otorgando mayores estímulos a la exportación e importación de capital y de servicios, cambiando el patrón de inversión extranjera y de paso, renovando sectores autárquicos e intensivos de servicios, como el de la construcción.


Además, permiten alcanzar un alto grado de colaboración y complementación entre las autoridades tributarias, estableciendo mecanismos formales y permanentes de intercambio de información, así como normas específicas relativas a los ajustes en materia de precios de transferencia, lo cual permite mejores condiciones para luchar contra la evasión fiscal.

B)
Efectos en la recaudación fiscal.


Los mensajes destacan lo siguiente:


1°) La aplicación de estos Convenios supone una disminución de la recaudación fiscal respectos de determinadas rentas, pero el efecto final a nivel presupuestario es menor. Ello se debe, dicen los mensajes, a que las inversiones extranjeras hacia Chile se concentran mayoritariamente en las actividades extractivas, particularmente en la actividad minera, cuyo gravamen no se verá afectado por los Convenios, ya que, en atención a la forma en que se estructura la norma que regula la imposición de los dividendos, los límites ahí establecidos no son aplicables en el caso de los dividendos pagados desde Chile.


2°) Hay que tener presente, agregan los mensajes, que una menor carga tributaria incentiva el aumento de las actividades transnacionales susceptibles de ser gravadas con impuestos, con lo que se compensa la disminución inicial. Incluso más, a nivel presupuestario, la salida de capitales chilenos al exterior y el mayor volumen de negocios que generan, aumentan la base tributaria sobre la cual se cobran los impuestos a los residentes en Chile.


El Director de Presupuestos del Ministerio de Hacienda entregó informes financieros respecto de cada uno de estos Convenios, en los que, en lo sustancial, se precisa que estos Convenios tienen un impacto anual negativo en las finanzas públicas que, en una primera etapa, en moneda de 2002, tendría los alcances siguientes:


- Con Ecuador, a lo más US$ 1.000.000;


- Con Noruega, US$ 193.000.000;


- Con Brasil, US$ 220.000.000;


- Con Polonia, no hay impacto en las finanzas públicas;


- Con Perú, a lo más US$ 18.000.000.


En compensación a estos costos, se esperan, en todos los casos, mayor impuesto de primera categoría de las empresas chilenas que tienen inversiones en el País Contraparte, originado en una mayor renta por menor pago de impuestos, y un estímulo a la inversión extranjera, con el consecuente incremento en la actividad económica, que redundaría en mayor recaudación tributaria.

C)
Efectos en la relación bilateral con los Países


Contraparte en los Convenios.


Los mensajes destacan lo siguiente:


En términos generales, estos Convenios dan a los contribuyentes un marco legal de mayor certeza en cuanto al régimen tributario aplicable. Protegen de la discriminación tributaria a los residentes de un país que desarrollan actividades en el otro y establecen un procedimiento para resolver, en la medida de lo posible, las disputas tributarias que se produzcan en la aplicación del Convenio; sin perjuicio de los efectos especiales que pueden producir en algunos casos, como los señalados por los mensajes, respecto de Brasil y de Perú:


1°) En el caso de Brasil: el mensaje respectivo, hace notar que el Convenio resulta de especial trascendencia para Chile si se considera que dicho país es la principal economía de la región, y que existe el interés de incrementar el relevante flujo recíproco de capitales, además de la transferencia tecnológica, la prestación de servicios transfronterizos y el intercambio comercial, particularmente en el ámbito del Mercosur.


Agrega otros antecedentes que, en lo sustancial, muestran que Brasil es el segundo mayor destino de las inversiones chilenas en el exterior, con un monto total de US$ 3.807 millones, lo que representa el 16% del total de las inversiones detectadas en el exterior, y que las inversiones extranjeras provenientes de Brasil y materializada en Chile, alcanza los US$ 268 millones, ocupando el lugar decimoctavo, con un 0,61% de un total de US$ 43.810 millones.


2°) En el caso de Perú, según el mensaje correspondiente, el Convenio es de trascendencia para Chile por consideraciones análogas a las señaladas para el caso de Brasil, e indica que, a nivel acumulado (1999-2001), Perú es el tercer mayor destino de inversiones chilenas detectadas en el exterior, con US$ 3.658 millones, lo que representa el 14% del total. Así, sólo es superado por Argentina, con el 52% (US$ 13.396 millones) y Brasil, con el 15% (US$ 3.980 millones) del total.


II. RESEÑA DEL CONTENIDO NORMATIVO DE LOS CONVENIOS EN TRÁMITE Y SUS PROTOCOLOS.


Los Convenios celebrados con Ecuador y el Reino de Noruega constan de 30 artículos y los suscritos con Brasil, Polonia y Perú, de 28, 29 y 23 artículos, respectivamente. Todos agrupados en siete capítulos, excepto el de Brasil que tiene seis capítulos, por no ser aplicable al impuesto al patrimonio.


El capítulo primero en todos los Convenios, regula su ámbito de ampliación.


Desde el punto de vista subjetivo se dispone que se aplica a las personas residentes de uno o de ambos Estados Contratantes (artículo 1); en cuanto a los impuestos comprendidos, se señala que se aplica a los impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio exigibles por los Estados (excepto en el caso del convenio con Brasil, que no contempla el impuesto al patrimonio) cualquiera que sea el sistema de exacción. Se consideran tales los que gravan la totalidad de la renta o del patrimonio o cualquier parte de los mismos, incluidos los impuestos sobre las ganancias derivadas de la enajenación de bienes muebles o inmuebles, así como los impuestos sobre las plusvalías (artículo 2).


El capítulo segundo define diversas expresiones y términos de uso frecuente en la normativa de los Convenios. En lo fundamental, se dispone que en Chile, la autoridad competente para la ejecución de este instrumento será el Ministerio; se determina el alcance de la expresión “residente”, y la de “establecimiento permanente” (artículos 3, 4 y 5).


El capítulo tercero, se ocupa de la imposición de las rentas, tanto de las de bienes inmuebles; de los beneficios empresariales; del transporte marítimo y aéreo (en el caso del Convenio con Perú se extiende al transporte terrestre); de las empresas asociadas; de los dividendos; de los intereses; de las regalías; de las ganancias de capital; de los servicios personales independientes y dependientes; de la participación de consejeros; de artistas y deportistas; de pensiones, de funciones públicas; de estudiantes y otras rentas (artículos 6 a 21, respectivamente).


El capítulo cuarto, regula la imposición del patrimonio (artículo 22). Por lo ya dicho, este capítulo no se contempla en el caso del Convenio con Brasil.


El capítulo quinto, se refiere a los métodos para eliminar la doble imposición (artículo 23; 22 en el Convenio con Brasil).


El capítulo sexto, trata de disposiciones especiales relacionadas con las modalidades de aplicación del Convenio, tales como la no discriminación; el procedimiento de acuerdo mutuo; el intercambio de información; el tratamiento a favor de los miembros de las Misiones Diplomáticas y Consulares (artículos 24 a 28).


El capítulo séptimo, está dedicado a las disposiciones finales; esto es, vigencia (indefinida) y denuncia.


Los Protocolos contemplan disposiciones especiales complementarias de lo dispuesto por los Convenios, según los casos, acerca del residente; del establecimiento permanente; de los beneficios empresariales; del transporte marítimo y aéreo (que en el Convenio con Perú se extienden al transporte terrestre); de los dividendos; de las regalías y ganancias de capital; de los servicios personales independientes; de la no discriminación y del intercambio de información.


En cuadro adjunto, entregado a la Comisión por el Servicio de Impuestos Internos, se destacan las diferencias relevantes entre los Convenios, ya que en el resto su contenido es prácticamente, inalterable.


III. DECISIONES DE LA COMISIÓN.

A)
Personas escuchadas por la Comisión.


Del sector gubernamental, la Comisión escuchó a la vicepresidenta ejecutiva del Comité de Inversiones Extranjeras, señora Karen Poniachik; al subdirector normativo del Servicio de Impuestos Internos, señor René García; a la jefa del Departamento de Normas Internacionales del Servicio de Impuestos Internos, señora Liselotte Kana; al jefe del Departamento de Inversiones y Servicios de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, y al asesor de la Unidad de Promoción de Inversiones del Comité de Inversiones Extranjeras, señor Nicolo Giglio, quienes proporcionaron antecedentes sustancialmente análogos a los entregados por los mensajes para solicitar a la honorable Cámara la aprobación de los proyectos de acuerdo referidos a los Convenios en informe.


Del sector privado, la Comisión escuchó al director del Programa Legislativo del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Axel Buchheister, y al asesor de la Sociedad de Fomento Fabril (SOFOFA), señor Franco Brzovic, quienes, básicamente, coincidieron en manifestarse favorables a la celebración de estos Convenios, por considerar que permiten eliminar la superposición de potestades tributarias de los países, la que, al sujetar una misma renta a “doble tributación”, produce un claro desincentivo a la circulación de capitales; de manera que se declaran partidarios de su pronta aprobación.

B)
Decisión de aprobar los proyectos de acuerdo.


La Comisión, por los antecedentes expuestos y teniendo presente que la honorable Cámara ya ha sancionado los Convenios de este tipo celebrados con Venezuela, Singapur, Uruguay, Canadá, Panamá y México, todos los cuales contienen disposiciones análogas a los que se han informado en este acto, decidió por unanimidad recomendar su aprobación por la honorable Cámara, para lo cual propone adoptar, en votación única o en votaciones separadas, el artículo único de los respectivos proyectos de acuerdo, con modificaciones formales de menor entidad que no se estima necesario detallar, ya que se salvan con los textos sustitutivos siguientes:

1)
Artículo único del proyecto de acuerdo, boletín 3013-10:


“Artículo único.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile y la República del Ecuador para Evitar la Doble Tributación y para Prevenir la Evasión Fiscal en relación al Impuesto a la Renta y al Patrimonio” y su Protocolo, suscritos en Quito, el 26 de agosto de 1999.”.

2)
Artículo único del proyecto de acuerdo, boletín 3027-10:


“Artículo único.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile y el Reino de Noruega para Evitar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión Fiscal en relación a los Impuestos a la Renta y al Patrimonio” y su Protocolo, suscritos en Santiago, Chile, el 26 de octubre de 2001.”.

3)
Artículo único del proyecto de acuerdo, boletín 3028-10:


“Artículo único.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile y la República Federativa del Brasil para Evitar la Doble Imposición y Prevenir la Evasión Fiscal en relación al Impuesto sobre la Renta” y su Protocolo, suscritos en Santiago, Chile, el 3 de abril de 2001.”.


4)
Artículo único del proyecto de acuerdo, boletín 3029-10:


“Artículo único.- Apruébanse el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Polonia para Evitar la Doble Tributación y para Prevenir la Evasión Fiscal en relación al Impuesto a la Renta y al Patrimonio” y su Protocolo, suscritos en Santiago, Chile, el 10 de marzo de 2000.”.

5)
Artículo único del proyecto de acuerdo, boletín 2957-10:


“Artículo único.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile y la República del Perú para Evitar la Doble Tributación y para Prevenir la Evasión Fiscal en relación al Impuesto a la Renta y al Patrimonio”, y su Protocolo, suscritos en Santiago, el 8 de junio de 2001, y el Protocolo Modificatorio del numeral 1 del artículo 6 y numeral 1 del artículo 13 de dicho Convenio, suscrito en Lima, el 25 de junio de 2002.”.

C)
Designación de diputado informante.


Esta nominación recayó, por unanimidad, en el honorable Diputado Cristián Leay Morán.

D)
Menciones reglamentarias.


Para los efectos reglamentarios se hace constar que estos Convenios no contienen normas que hagan necesarias las menciones ordenadas en los N°s 2 y 4 del artículo 287 del Reglamento de la honorable Cámara.

-o-


Discutido y despachado en sesiones de los días 15 y 29 de octubre de 2002, con asistencia del señor diputado Tarud, don Jorge (Presidente de la Comisión); de las señoras diputadas Allende, doña Isabel; Ibáñez, doña Carmen, y González, doña Rosa; y de los señores diputados Jarpa, don Carlos Abel; Kuschel, don Carlos Ignacio; Leay, don Cristián; Masferrer, don Juan; Moreira, don Iván; Mora, don Waldo; Pareto, don Cristián, y Riveros, don Edgardo.


Sala de la Comisión, a 29 de octubre de 2002.


(Fdo.): FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA, Abogado Secretario de la Comisión.


CUADROS (4)


2


3


4


14. Informe de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones acerca del proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.290, de Tránsito, fijando estacionamientos para discapacitados. (boletín Nº 2707-15)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones pasa a informar, en primer trámite constitucional, sobre el proyecto de ley de la referencia, originado en una moción del diputado señor Carlos Ignacio Kuschel Silva.


El propósito primordial de esta iniciativa, según su autor, es modificar la ley Nº 18.290, de Tránsito, en el sentido de que sea ésta directamente la que regule el uso de los estacionamientos para personas con discapacidad y no quede encomendada esta facultad -como ocurre en la actualidad- a los distintos municipios del país.


Durante el análisis de esta iniciativa, concurrieron especialmente invitados por la Comisión a exponer sus puntos de vista y observaciones sobre la misma el subsecretario de Transportes, señor Guillermo Díaz Silva; sus asesores señores Patricio Bell Avello y Lautaro Pérez Contreras, y la fiscal del Fondo Nacional de la Discapacidad, señora Romy Schmidt Crnosija.
I. ANTECEDENTES GENERALES.
a)
Ley Nº 18.290, de Tránsito.


Para los efectos que interesan a la iniciativa en examen, de este cuerpo normativo cabe destacar las siguientes disposiciones:


El artículo 3º de esta ley impone a las municipalidades el deber de dictar las normas específicas para regular el funcionamiento de los sistemas de tránsito en sus respectivas comunas, las que serán complementarias de las que emanen del Ministerio de Transporte, no pudiendo aquéllas ser contradictorias con éstas.


El artículo 4º otorga a Carabineros e Inspectores Municipales la función de fiscalizar el cumplimiento de las normas de esta ley.


El artículo 91 señala diversas restricciones que afectan a los conductores de vehículos de transporte público de pasajeros. Entre ellas, su número 4 señala la de admitir canastos o bultos que molesten o impidan la circulación de los pasajeros por el pasillo.


El artículo 100 dispone que corresponderá a las municipalidades la instalación y mantención de la señalización del tránsito en las zonas urbanas.


El artículo 153 dispone que los vehículos deberán estacionar al lado derecho de la calzada en el sentido del tránsito. Además, faculta a las municipalidades, en casos calificados y siempre que no se entorpezca la circulación, para autorizar la detención o el estacionamiento de vehículos al lado izquierdo, colocando la respectiva señalización.


El artículo 161 encomienda a Carabineros e Inspectores Municipales el retiro de los 
vehículos estacionados sin su conductor, contraviniendo las normas de esta ley. El costo de traslado, bodegaje y otros serán de cargo del infractor, sin perjuicio de la sanción que corresponda por la infracción.


El artículo 164 permite a las municipalidades, en casos calificados y previo informe de Carabineros, autorizar estacionamiento reservados.


Por último, el artículo 197 contiene una lista de seis infracciones o contravenciones consideradas gravísimas.

b)
Ley Nº 19.284, sobre Integración Social de Personas con Discapacidad.


De esta ley, para los fines que interesan a este informe, cabe destacar lo siguiente:


Su artículo 3º considera persona con discapacidad a “toda aquella que, como consecuencia de una o más deficiencias físicas, psíquicas o sensoriales, congénitas o adquiridas, previsiblemente de carácter permanente y con independencia de la causa que las hubiera originado, vea obstaculizada, en a lo menos un tercio, su capacidad educativa, laboral o de integración social”.


Quien califica si una persona tiene o no tiene, una discapacidad es la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez (Compin) del Servicio de Salud correspondiente al domicilio del peticionario, la que califica, evalúa, declara y certifica la condición de persona con discapacidad.


Existe un Registro Nacional de la Discapacidad, que está a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación. En él se inscribe a las personas con discapacidad previamente evaluadas y certificadas por la Compin que presenten a lo menos un 33,3% de discapacidad. Una vez inscrita la persona con discapacidad, el Registro Civil le otorga una credencial. Además, puede solicitar un certificado de discapacidad en cualquier oficina de dicha entidad.


En cuanto a la normativa vigente sobre estacionamientos para personas con discapacidad, el artículo 25 de la ley Nº 19.284 preceptúa que los establecimientos comerciales, industriales y de servicios, públicos o privados; los que exhiban espectáculos artísticos, culturales o deportivos y los edificios destinados a un uso que implique la concurrencia de público, que cuenten con estacionamiento para vehículos, reservarán un número suficiente de ellos para el uso de las personas con discapacidad.


Corresponderá a la municipalidad respectiva velar por el adecuado cumplimiento de esta obligación.

c)
D.S. Nº 40, de 1995, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, modificatorio de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, cuyo texto fue fijado por el D.S. Nº 47 (V. y U.), de 1992.


Este cuerpo legal, en su artículo único, párrafo II, Nº 5, establece que, en los estacionamientos de uso público, un estacionamiento de cada cien1 se destinará a personas con discapacidad, con un ancho mínimo de 3,30 metros y un largo no inferior a 5 metros, debidamente señalizado.

II. FUNDAMENTOS DE LA MOCIÓN.

El autor de esta iniciativa en informe la fundamenta en la necesidad de superar las dificultades observadas en la aplicación de la normativa que regula el tema de los estacionamientos reservados para personas con discapacidad, derivadas de la gran diversidad de criterios que para ello aplican las distintas municipalidades del país.


El problema de dicha normativa estriba en que la obligación única de las municipalidades es no contrariar las normas que emanen del Ministerio de Transportes, con lo cual cada una de ellas dicta la ordenanza que quiera o simplemente no dicta ninguna, lo que hace prácticamente imposible pretender que el uso de los estacionamientos reservados para personas con discapacidad sea uniforme a nivel nacional.

III. IDEA MATRIZ O FUNDAMENTAL DEL PROYECTO Y SÍNTESIS DE SU CONTENIDO.

La idea central o matriz del proyecto se orienta a modificar la legislación vigente en materia de tránsito, con el propósito de regular directamente en ella el uso de estacionamientos para las personas con discapacidad.


Con este objeto, el autor de la moción propone introducir cinco nuevos artículos (sin numeración) en la ley Nº 18.290, de Tránsito, los cuales tratan las siguientes materias:


El primero de ellos establece que los estacionamientos reservados para personas con discapacidad, debidamente señalizados, sólo podrán ser ocupados por éstas, para los vehículos que las trasladen. Agrega que, durante el uso del estacionamiento reservado, dichas personas deberán dejar en un lugar visible del interior del vehículo una tarjeta de estacionamiento.


El segundo dispone que la tarjeta de estacionamiento la otorgará el Registro Nacional de la Discapacidad a los interesados inscritos en dicho Registro que la soliciten.


El tercero determina las menciones que debe contener la tarjeta de estacionamiento, a saber: En el anverso, el nombre, RUT y fotografía del titular; el número de su inscripción en el referido Registro; la firma y el timbre del Director del Registro; y el número de la tarjeta; en el reverso, la indicación de que su uso indebido por parte de una persona distinta del beneficiario será sancionado en conformidad a las normas de la ley de Tránsito y, además, con la caducidad de la tarjeta y la consiguiente imposibilidad de uso de los estacionamientos reservados para discapacitados.


El cuarto señala que la tarjeta podrá ser utilizada en cualquier vehículo que traslade a una o más personas discapacitadas, sea conducido por un tercero o por una persona discapacitada con licencia de conducir vigente con restricción 4 “Conducción Vehículo Especial Lisiados”. Agrega que el correcto uso de la tarjeta es de exclusiva responsabilidad del beneficiario, quien deberá cumplir con la ley de Tránsito.


Finalmente, el quinto dispone que el uso de estos estacionamientos, en contravención a las normas anteriores, será fiscalizado por carabineros e inspectores municipales, denunciada la infracción al juzgado de Policía Local y sancionado en conformidad al artículo 198, N 8º (infracción grave).

IV. SÍNTESIS DE LAS EXPOSICIONES FORMULADAS EN LA COMISIÓN.

El señor Guillermo Díaz (subsecretario de Transportes) informó que la moción resulta de mucho interés para el Ejecutivo, pues representa parte importante del trabajo efectuado entre la Subsecretaría de Transportes y el Fondo Nacional de la Discapacidad para integrar a las personas con discapacidad.


Esta iniciativa contribuirá a normas, en la ley de Tránsito, el tema de los estacionamientos reservados para personas con discapacidad, fortaleciendo de esta manera la facilidad de éstos para desplazarse.

-o-


La señora Romy Schmidt Crnosija (fiscal del Fonadis) expresó que el tema de los estacionamientos para las personas con discapacidad ha sido una constante preocupación del Fondo Nacional de la Discapacidad. 


El tema de los estacionamientos para personas con discapacidad está abordado en la ley Nº 18.290, de Tránsito, y en la ley Nº 19.284, sobre Integración Social de Personas con Discapacidad. Sin embargo, existen ciertos aspectos que deben ser precisados o mejorados, como la uniformidad de requisitos para su uso o la determinación de quiénes tienen derecho a usarlos.


El problema que presenta la normativa vigente en la materia es permitir que cada municipalidad establezca a su arbitrio los requisitos que debe cumplir una persona con discapacidad para usar el estacionamiento reservado. Generalmente, se exige portar en el vehículo la Cruz de Malta para estacionar, la que sólo se encuentra en los vehículos que han sido importados bajo condiciones especiales sin arancel aduanero, situación que perjudica a quienes han adaptado vehículos en Chile. En otros casos, sólo las personas con discapacidad que poseen licencia de conducir están autorizadas para estacionar, dejando fuera a menores y a personas con discapacidad que se encuentren inhabilitados para conducir.


En consideración a lo anterior, formuló la siguiente propuesta:

1.
Otorgar por el Servicio de Registro Civil e Identificación, a las personas inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad, una credencial que autorice al vehículo que las transporta para estacionar en lugares reservados para personas con discapacidad. Esta credencial sólo será válida junto con la cédula nacional de identidad (Run) de la persona con discapacidad.

2.
La credencial para estacionar tendrá las mismas menciones que la credencial de discapacidad.

3.
Cuando el vehículo se encuentre estacionado, la credencial deberá permanecer en su interior, en forma visible en el parabrisas delantero.

V. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO.

La Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, luego de recibir las opiniones y observaciones tanto del subsecretario de Transportes como de la fiscal del Fonadis, lo que permitió a sus miembros conocer mejor las deficiencias y problemas que se derivan de la aplicación de la actual normativa sobre estacionamientos reservados para personas con discapacidad, procedió a dar su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de los diputados presentes en la Comisión, señores Jiménez, Delmastro, Luksic, Pérez, don Ramón y Salaberry.


La Comisión adoptó tal acuerdo en consideración a la imperiosa necesidad de establecer en la misma ley de Tránsito la obligación de las municipalidades de destinar estacionamientos para personas con discapacidad. Para tal efecto, encargó, además, al subsecretario de Transportes que propusiera un texto alternativo al del articulado de la moción, a objeto de perfeccionarlo.

VI. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN PARTICULAR DEL PROYECTO.

En esta etapa de la tramitación, el subsecretario de Transportes, compartiendo el espíritu de la iniciativa del diputado señor Kuschel, puso a disposición de los miembros de la Comisión un texto sustitutivo total de su articulado, el cual modifica directamente la ley 
Nº 18.290, de Tránsito, a objeto de incorporar en ella, como norma permanente, la obligatoriedad de establecer estacionamientos exclusivos para personas con discapacidad en las vías públicas.


El texto propuesto, transformado en una indicación de los diputados señores Ceroni, Delmastro, Espinoza y Kuschel, consta de un artículo único, que introduce las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.290, de Tránsito.

a)
Agrega un nuevo artículo 153 bis, del siguiente tenor:


“Artículo 153 bis.- En todas las vías públicas en que esté permitido estacionar, gratuitamente o no, las municipalidades deberán establecer dos estacionamientos por cada tres cuadras, destinados exclusivamente al uso de cualquier persona con discapacidad, los que deberán estar debidamente señalizados o demarcados.


Estos estacionamientos podrán ser utilizados por cualquier vehículo que las transporte, y durante el tiempo de permanencia en él debe exhibirse en el interior del vehículo, de manera visible, en el costado inferior izquierdo del parabrisas delantero, la credencial de inscripción en el Registro Nacional de la Discapacidad que lleva el Servicio de Registro Civil e Identificación. Tanto a la entrada como a la salida del estacionamiento, la persona con discapacidad debe encontrarse en el vehículo”.

b)
Reemplaza el número 4 del artículo 91, que trata de las prohibiciones a que están sujetos los conductores de vehículos de locomoción colectiva, por el siguiente:


“4.- Admitir animales, canastos, bultos o paquetes que molesten a los pasajeros o que impidan la circulación por el pasillo del vehículo. Exceptúase de esta prohibición, los perros adiestrados que acompañen a pasajeros con discapacidad, los que deberán viajar provistos de bozal”.

c)
Agrega el siguiente número 7, nuevo, al artículo 197, calificando de infracción o contravención gravísima:


“7.- El uso indebido de estacionamientos exclusivos para personas con discapacidad”.


El señor subsecretario de Transportes explicó que las modificaciones sugeridas tienen por objeto, en primer lugar, normar el tema de los estacionamientos para discapacitados y, en segundo lugar, fortalecer la capacidad de éstos para desplazarse.


El propósito es que se den facilidades efectivas a los discapacitados, a través del fortalecimiento de la credencial. Por tanto, bastará que quienes hagan uso de los estacionamientos exclusivos exhiban la credencial otorgada por el Registro Nacional de la Discapacidad.


Asimismo, se pretende elevar a la categoría de falta gravísima el uso indebido de tales estacionamientos, para salvaguardar el derecho de las personas con discapacidad a estacionarse donde les corresponde. Hasta ahora, ésta es considerada una falta menos grave.


En caso de que un vehículo dotado de credencial no esté transportando a un discapacitado y haga uso de un estacionamiento exclusivo, incurrirá igualmente en falta gravísima, pues la ley exigirá que el discapacitado se encuentre en el vehículo tanto a la entrada como a la salida del estacionamiento. Además, la credencial que habilitaría el uso de dicho estacionamiento es la que otorga el Registro Civil a las personas que han sido certificadas como discapacitadas por las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, la que sólo es válida si se exhibe conjuntamente con la cédula de identidad. No es una credencial otorgada al 
vehículo, sino al discapacitado que lo conduce o se transporta en él como pasajero.


Ahora, si un vehículo que no porta credencial se detiene en un estacionamiento exclusivo, no habría mayor inconveniente, porque las normas generales sobre la materia permiten que incluso los estacionamientos reservados, que constituyen una categoría distinta a los de la especie, sean ocupados por cualquier vehículo mientras estén libres, con tal que sean desocupados cuando llegue la persona favorecida con la reserva.


En cuanto a la necesidad de que los perros adiestrados viajen provistos de bozal en los vehículos de locomoción colectiva cuando acompañen a un pasajero con discapacidad, señaló que ésta es una exigencia común en otros países, que se justifica sobre todo en lugares donde pueda haber aglomeración de público, para evitar un descontrol del animal que pueda poner en peligro a las personas.


Planteada la posibilidad de que fuera inconstitucional el inciso primero del nuevo artículo 153 bis, debido a que impone a las municipalidades el deber de señalizar o demarcar los estacionamientos que se destinen al uso exclusivo de las personas con discapacidad, lo que les irrogaría un gasto, razón por la cual puede sostenerse que dicha disposición constituye una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, la Comisión descartó absolutamente que la norma en cuestión esté asignando una nueva función a las municipalidades o les vaya a generar un gasto adicional, pues el artículo 100 de la ley Nº 18.290, de Tránsito, dispone que “la instalación y mantención de la señalización del tránsito en las zonas urbanas corresponderá a las municipalidades”. Luego, lo que hace el nuevo artículo 153 bis es precisar que, en cumplimiento de dicha función, las municipalidades tendrán la obligación de generar espacios para las personas con discapacidad, hoy discriminadas en relación con el resto de la población.


Sometida a votación la referida indicación sustitutiva, fue aprobada por unanimidad.

-o-

VII. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.

Para los efectos de lo establecido en los números 2º, 4º, 5º y 7º del artículo 287 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones hace constar lo que sigue.


I. Que en la presente iniciativa no hay disposiciones que tengan el carácter de normas de ley de quórum calificado u orgánico constitucional.


II. Que tampoco en ella existen normas que deban ser conocidas por la Comisión de Hacienda.


III. Que el proyecto fue aprobado en general por unanimidad.


IV. Que no hay artículos ni indicaciones rechazados por la Comisión.

-o-


Por las razones expuestas y por las que en su oportunidad dará a conocer el señor diputado informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto, al cual, además, en virtud del artículo 15 del Reglamento de la honorable Corporación, se le han introducido algunas modificaciones de forma, que no se detallan, y que se incluyen en el siguiente texto:


PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Introdúcense en la ley Nº 18.290, de Tránsito, las siguientes modificaciones:

a)
Agrégase un nuevo artículo 153 bis, del siguiente tenor:


“Artículo 153 bis.- En todas las vías públicas en que esté permitido estacionar, gratuitamente o no, las municipalidades deberán establecer dos estacionamientos por cada tres cuadras, destinados exclusivamente al uso de cualquier persona con discapacidad, los que deberán estar debidamente señalados o demarcados.


Estos estacionamientos podrán ser utilizados por cualquier vehículo que las transporte, y durante el tiempo de permanencia en alguno de ellos debe exhibirse en el interior del 
vehículo, de manera visible, en el costado inferior izquierdo del parabrisas delantero, la credencial de inscripción en el Registro Nacional de la Discapacidad que lleva el Servicio de Registro Civil e Identificación. Tanto a la entrada como a la salida del estacionamiento, la persona con discapacidad deberá encontrarse en el vehículo”.

b)
Reemplázase el número 4 del artículo 91 por el siguiente:


“4.- Admitir animales, canastos, bultos o paquetes que molesten a los pasajeros o que impidan la circulación por el pasillo del vehículo. Exceptúanse de esta prohibición, los perros adiestrados que acompañen a pasajeros con discapacidad, los que deberán viajar provistos en bozal”.

c)
Agrégase el siguiente número 7, nuevo, al artículo 197:


“7.- El uso indebido de estacionamientos exclusivos para personas con discapacidad”.

-o-


Sala de la Comisión, a 7 de noviembre de 2002.


Acordado en sesiones de fechas 10 de septiembre y 5 de noviembre de 2002, con la asistencia de los diputados señores Jiménez Villavicencio, don Jaime (Presidente); Alvarado Andrade, don Claudio; Ceroni Fuentes, don Guillermo; Delmastro Naso, don Roberto; 
Espinoza Sandoval, don Fidel; García García, don René Manuel; Hales Dib, don Patricio; Kuschel Silva, don Carlos Ignacio; Luksic Sandoval, don Zarko; Meza Mondaca, don 
Fernando; Norambuena Farías, don Iván; Pareto Vergara, don Cristián; Pérez Opazo, don Ramón, y Salaberry Soto, don Felipe.


Se designó diputado informante al señor Delmastro, don Roberto.


(Fdo.): ANDRÉS LASO CRICHTON, Secretario accidental de la Comisión”.







*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.


(	Contrato por el cual un empresario (denominado “franchisor” o “franquiciante”), concede el uso de una marca, autoriza la prestación de un servicio, o la explotación de un establecimiento mercantil, el que comprende la aplicación de un conjunto de métodos y medios propios, que permiten a otro empresario (denominado “franchisee” o “franquiciado”), asegurar la explotación racional de la concesión y administrar la gestión comercial, en términos que el producto, establecimiento, o los servicios que se presten a la clientela, resulten semejantes”.


1	A juicio del Fonadis, se trata de una disposición insuficiente, pues, según la Organización Mundial de la Salud, el 7,5% de la población tiene discapacidad y, aunque no todas conduzcan vehículos, sí todas se desplazan.
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